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LEY 53/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social. 
(BOE 31-12-2002) 

 
JUAN CARLOS I 

 
REY DE ESPAÑA 

 

A todos los que la presente vieren y entendieren. 
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en sancionar la siguiente Ley. 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
I 
 

La Ley de Presupuestos Generales del Estado para el año 2003 establece determinados 
objetivos de política económica, cuya consecución hace necesario o conveniente la aprobación de 
diversas medidas normativas que permiten una mejor y más eficaz ejecución del programa del 
Gobierno, en los distintos ámbitos en que aquél desenvuelve su acción. 

Éste es el fin perseguido por la presente Ley que, al igual que en años anteriores, recoge 
distintas medidas referentes a aspectos tributarios, sociales, de personal al servicio de las 
Administraciones públicas, de gestión y organización administrativa, y de acción administrativa en 
diferentes ámbitos sectoriales. 
 

II 
 

En materia tributaria ha de tenerse en cuenta que en el año 2003 entrará en vigor la segunda 
reforma tributaria llevada a cabo por el Gobierno en materia de imposición directa mediante la 
modificación del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. Asimismo, la reforma de la 
tributación local, que será objeto de modificación en norma independiente, permitirá adecuar la 
financiación de las Entidades locales al principio de suficiencia financiera, cerrando de este modo la 
reforma financiera territorial una vez entrado en vigor el nuevo sistema de financiación de las 
Comunidades Autónomas y las Ciudades con Estatuto de Autonomía. 

En el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones se incluyen algunas modificaciones de 
carácter técnico y que permiten una mejor gestión del impuesto. Así, se introducen modificaciones 
que afectan a la tributación del derecho de nuda propiedad, así como al cálculo de la base liquidable 
en el supuesto de acumulación de donaciones y, por último, se aclaran los supuestos de 
responsabilidad subsidiaria de determinados intermediarios. 

Las modificaciones en la imposición indirecta que se incluyen en la Ley de Medidas fiscales, 
administrativas y del orden social son de carácter técnico o vienen exigidas, nuevamente, por la 
normativa comunitaria, como son las que afectan al Impuesto sobre el Valor Añadido, al Impuesto 
General Indirecto Canario y a los Impuestos Especiales. 

En el Impuesto sobre el Valor Añadido, la mayor parte de las modificaciones introducidas en 
la Ley del impuesto se derivan de la adaptación del derecho interno a las Directivas Comunitarias 
sobre comercio electrónico y servicios de radiodifusión y televisión y sobre facturación. En 
transposición de la Directiva 2002/38/CE, se regula un nuevo régimen especial aplicable a 
determinados operadores no comunitarios que presten servicios de comercio electrónico y se 
concretan las reglas de localización aplicables a los servicios de comercio electrónico y a los de 
radiodifusión y televisión. En cuanto a las disposiciones sobre facturación, se realizan las 
adaptaciones necesarias para recoger las líneas básicas de la Directiva 2001/115/CE, que armoniza y 
simplifica en el ámbito comunitario las condiciones y contenido de la facturación en el Impuesto sobre 
el Valor Añadido, lo que permitirá un ulterior desarrollo reglamentario en el que se transponga a 
nuestro Derecho el contenido de la misma. 

Además de las anteriores medidas, se introducen diversas mejoras técnicas en el impuesto, 
entre las que cabe destacar la relativa a la sistematización de las reglas especiales de localización de 
las prestaciones de servicios. Asimismo, se especifican las particularidades que afectan al derecho a 
la deducción en el régimen especial simplificado, así como al régimen especial de la agricultura, 
ganadería y pesca. 

http://www.aeat.es/descarga/rd_ley2-2003.pdf


En el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, se 
introducen algunas modificaciones también de carácter técnico. Se clarifican las normas relativas a la 
base imponible en los préstamos hipotecarios o con otra garantía y en los supuestos de posposición y 
mejora de las hipotecas en lo relativo a la cuota gradual de los documentos notariales. Se clarifica, 
igualmente, la exigibilidad de la cuota gradual del concepto de actos jurídicos documentados para 
documentos notariales inscribibles en el Registro de Bienes Muebles. Se suprime el hecho imponible 
relativo al concepto de actos jurídicos documentados en las copias de escrituras que documentan el 
cambio de valor de las acciones o el cambio de su condición de nominativas o al portador y, por 
último, se establece la obligación de nombrar representante por parte de los contribuyentes no 
residentes fijando como domicilio fiscal de éstos, en caso de no designar representante, el inmueble 
objeto de la transmisión. 

En el ámbito de los Impuestos Especiales se especifica que no se considerará exportación la 
salida del ámbito territorial comunitario de los carburantes contenidos en los depósitos normales de 
vehículos y contenedores con ocasión de su salida del referido ámbito. Se modifican los tipos 
impositivos de Impuesto sobre Hidrocarburos para reducir el tipo impositivo aplicable al gas licuado 
del petróleo utilizado como carburante de uso general y se reduce el tipo impositivo del queroseno 
utilizado como combustible de calefacción. 

Con vigencia hasta finales de 2012 se establece para los llamados «biocarburantes» un tipo 
cero del Impuesto sobre Hidrocarburos. Esta medida, conjuntamente con las modificaciones 
normativas que puedan introducirse en el plazo máximo de seis meses relativas a la calidad de estos 
productos y a la seguridad de las instalaciones necesarias para su utilización en mezclas directas con 
carburantes fósiles, pretende fomentar la utilización de estos carburantes de origen agrícola o de 
origen vegetal. En efecto, por la vía de la supresión del Impuesto sobre Hidrocarburos, se compensa 
el de momento mayor coste de la producción de los biocarburantes que, en cambio, presentan 
evidentes ventajas medioambientales y energéticas frente a los carburantes fósiles convencionales. 

Por último, se traspone al ordenamiento interno lo establecido en la Directiva 2002/10/CE del 
Consejo, de 12 de febrero de 2002, en lo referente a la definición de cigarros y cigarritos. 

En el Impuesto sobre las Ventas Minoristas de determinados hidrocarburos las 
modificaciones consisten en la eliminación del ámbito objetivo del impuesto del queroseno utilizado 
como combustible de calefacción, así como de determinados aditivos para carburantes dada su 
exigua recaudación en comparación con el coste de gestión de la exigencia del impuesto en relación 
con dichos productos. 

En cuanto al Régimen Económico y Fiscal de Canarias, las medidas introducidas afectan, de 
un lado, al Arbitrio sobre Importaciones y Entregas de Mercancías en Canarias y, de otro, al Impuesto 
General Indirecto Canario. 

Por lo que se refiere al Arbitrio, se procede a efectuar determinadas modificaciones en los 
anexos IV y V que son meras actualizaciones de las posiciones estadísticas del arancel aduanero 
comunitario y se procede a suprimir la figura de los productos gravados a tipo cero porque la 
aplicación de dicho tipo no supone diferencia de tratamiento respecto a su exclusión del ámbito 
objetivo del arbitrio. 

Respecto al Impuesto General Indirecto Canario, algunas de las modificaciones se derivan, al 
igual que en el Impuesto sobre el Valor Añadido, de la adaptación del derecho interno a las Directivas 
Comunitarias sobre comercio electrónico y sobre facturación. Otras, en cambio, son mejoras técnicas 
que afectan a diversos aspectos del impuesto. Así, se restringe el concepto de entrega de bienes a 
las ejecuciones de obra inmobiliaria que tienen por objeto la construcción de una edificación, salvo los 
supuestos en que la propia Ley diga lo contrario. Se actualiza la cuantía del volumen de facturación 
que actúa como límite para la exención en las entregas de bienes y prestaciones de servicios 
realizados por personas físicas. Se aclara la aplicación del tipo cero para la producción de agua y 
para la realización de infraestructuras de canalización hidráulica. Se subsana la omisión relativa a la 
deducibilidad del IVA soportado en las entregas de oro de inversión cuando se haya renunciado a la 
exención. Se simplifican los supuestos de aplicación del tipo general en los automóviles. 

Se incorporan una serie de medidas que afectan a varios impuestos, en relación con las 
Ciudades de Ceuta y Melilla. En primer lugar, en el Impuesto sobre el Patrimonio se eleva al 75 por 
100 la bonificación correspondiente a la parte de la cuota que proporcionalmente corresponda a 
bienes y derechos situados o que debieran ejercitarse o cumplirse en Ceuta y Melilla. De igual forma, 
se establece una bonificación en las cuotas del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones del 50 por 
100 en las adquisiciones «mortis causa» y en las cantidades percibidas por los beneficiarios de 
seguros sobre la vida cuando el causante hubiera tenido su residencia habitual a la fecha del 
devengo en Ceuta o Melilla durante los cinco años anteriores y una bonificación del 50 por 100 en las 



adquisiciones «inter vivos» por la parte de cuota que corresponda a inmuebles situados en dichas 
Ciudades y también, para el resto de adquisiciones «Inter vivos», cuando el adquirente tenga su 
residencia habitual en Ceuta y Melilla. 

Por último, en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados se bonifica en un 50 por 100 la cuota gradual de los documentos notariales cuando el 
Registro en el que se deba proceder a la inscripción o anotación radique en Ceuta y Melilla y se 
bonifica en un 50 por 100 la cuota por el concepto de operaciones societarias cuando se cumplan 
determinados requisitos. Por lo que se refiere al concepto de transmisiones patrimoniales onerosas, 
se especifican los supuestos en que se aplicará la bonificación del 50 por 100 en la cuota del citado 
concepto. 

Por lo que se refiere a las tasas, se incorporan, como cada año, modificaciones de diversa 
índole. Así, se modifican las siguientes tasas y cánones: tasa por la autorización, celebración u 
organización de rifas, tómbolas, apuestas y combinaciones aleatorias, tasa por actuaciones de los 
registros de buques y empresas navieras, tasa por redacción de proyectos, confrontación y tasación 
de obras y proyectos, tasas de la Jefatura Central de Tráfico, tasa de aterrizaje, tasa por inspecciones 
y controles veterinarios de productos de origen animal no destinados a consumo humano, que se 
introduzcan en territorio nacional procedentes de países no comunitarios, cánones por concesiones y 
autorizaciones sobre dominio público marítimo-terrestre, tasas del Boletín Oficial de Estado, tasas 
exigibles por los servicios y actividades realizados en relación con la financiación con cargo a fondos 
de la Seguridad Social y fijación de precio de los efectos y accesorios (Ley del Medicamento) y los 
cánones a percibir por el gestor de infraestructuras ferroviarias hasta la entrada en vigor del nuevo 
marco normativo del sector ferroviario. 

De otra parte, se crean, entre otras, las siguientes tasas y cánones: tasa por derechos de 
examen para las titulaciones para el gobierno de las embarcaciones de recreo, tasa por los servicios 
de habilitación nacional del profesorado universitario, tasa por homologación y convalidación de 
títulos y estudios extranjeros, tasa de examen preliminar internacional de la Oficina Española de 
Patentes y Marcas, tasas por los servicios y actividades en materia de industrias alimentarias, 
preparados alimenticios para regímenes especiales y/o dietéticos y aguas minerales naturales y de 
manantial, tasas en materia de adjudicación del Código de Identificación de los Alimentos Dietéticos 
destinados a Usos Médicos Especiales susceptibles de financiación por el Sistema Nacional de 
Salud, clasificación por tipo de dieta, así como los cambios de nombre y/o composición de los 
referidos productos y tasas exigibles para los servicios y actividades realizados en materia de 
plaguicidas de uso ambiental y en la industria alimentaria, así como para todos los biocidas en 
general. 

En cuanto al derecho tributario general, se introducen algunas modificaciones en la Ley 
General Tributaria. En primer lugar, se aclara la obligación de conservar copia de los programas y 
ficheros informáticos que sirven de soporte a las declaraciones que deben presentar ciertos obligados 
tributarios. En segundo lugar, la experiencia acumulada desde la introducción de un procedimiento 
sancionador separado por la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Garantías de los 
Contribuyentes, determina la conveniencia de fijar con carácter general un plazo, hasta ahora 
inexistente, para el inicio de los expedientes sancionadores derivados de las actuaciones de 
comprobación e investigación, y, por último, se aclara la posibilidad de que la Inspección de los 
Tributos analice en sus propias oficinas las copias de los libros y documentación del obligado 
tributario. También se introducen algunas modificaciones en la normativa reguladora de las 
declaraciones censales que deben presentar los obligados tributarios. 

Se incorpora también la regulación de los beneficios fiscales aplicables en relación con la 
celebración del «Año Santo Jacobeo», cuya vigencia alcanzará los ejercicios 2003 y 2004. 

 
III 

 
El Título II de la Ley tiene por objeto el establecimiento de medidas relacionadas con el orden 

social. 
Comienza el Título con la inclusión de reformas en el texto refundido de la Ley General de la 

Seguridad Social, aprobado por Real Decreto legislativo 1/1994, de 20 de junio. 
Así, se regula la cotización por las retribuciones correspondientes a vacaciones anuales 

devengadas y no disfrutadas con anterioridad a la relación laboral que se satisfacen al finalizar ésta, 
las cuales serán objeto de liquidación y cotización complementaria a la del mes de la extinción del 
contrato. 



Se añade una nueva disposición adicional al texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social. En ella se regula la extensión de la acción protectora por contingencias 
profesionales a los trabajadores incluidos en el Régimen especial de la Seguridad Social de tra-
bajadores por cuenta propia o autónomos, que podrán mejorar voluntariamente el ámbito de la acción 
protectora que dicho Régimen les dispensa, incorporando la correspondiente a las contingencias de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, siempre que, previa o simultáneamente, hayan 
optado por incluir, dentro de dicho ámbito, la prestación económica por incapacidad temporal. 

En lo referente a los Regímenes especiales de Seguridad Social, se modifican el texto 
refundido de las Leyes 1 16/1969, de 30 de diciembre, y 24/1972, de 21 de junio, por el que se regula 
el Régimen especial de la Seguridad Social de los trabajadores del mar, aprobado por el Decreto 
2864/1974, de 30 de agosto, y el texto refundido de las Leyes 38/1966, de 31 de mayo, y 41/1970, de 
22 de diciembre, por el que se regula el Régimen especial agrario de la Seguridad Social, aprobado 
por el Decreto 2123/1971, de 23 de julio. El objeto de ambas reformas es la mejora de la acción 
protectora en estos regímenes especiales, incrementándose la pensión por incapacidad permanente, 
en el grado de incapacidad permanente total para la profesión habitual. En tal sentido, se establece 
que los trabajadores por cuenta propia, incluidos en dichos regímenes especiales, que tengan 
cincuenta y cinco o más años percibirán la prestación económica de incapacidad permanente total 
para la profesión habitual, en las condiciones de percepción e incremento del porcentaje que se fije 
reglamentariamente. En todo caso, será requisito para el reconocimiento del incremento que el 
pensionista no ejerza actividad retribuida ni ostente la titularidad de una explotación 
marítimo-pesquera o agraria o de un establecimiento mercantil o industrial. 

Se incorporan un grupo de preceptos referidos a los regímenes especiales de Seguridad 
Social de los funcionarios. 

Así se modifica el texto refundido de las disposiciones legales vigentes sobre el Régimen 
especial de Seguridad Social del personal al servicio de la Administración de Justicia, aprobado por 
Real Decreto legislativo 3/2000, de 23 de junio, reduciendo de cinco a cuatro años el plazo de 
prescripción de determinadas acciones y derechos, en consonancia con las modificaciones introdu-
cidas en el mismo sentido en el Régimen General de Seguridad Social y en los Regímenes 
Especiales de los Funcionarios Civiles del Estado y de las Fuerzas Armadas por la Ley 14/2000, de 
29 diciembre, y Ley 24/2002, de 27 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del orden 
social. Asimismo, se introducen reformas de índole organizativa en la Mutualidad General Judicial. 

Se regula el régimen de infracciones administrativas y sanciones en el ámbito de los 
Regímenes Especiales de los Funcionarios Civiles del Estado, de las Fuerzas Armadas y del personal 
al servicio de la Administración de Justicia, y se modifica el texto refundido de la Ley sobre Seguridad 
Social de los Funcionarios Civiles del Estado, aprobado por Real Decreto legislativo 4/2000, de 23 de 
junio, en lo concerniente al plazo de prescripción de la acción para reclamar la devolución total o 
parcial de las cuotas o al exceso de las mismas, ingresado indebidamente, que se fija en cuatro años, 
y el suministro de información procedente del Registro Central de Personal, a la Mutualidad General 
de Funcionarios Civiles del Estado. 

Además se aprueba el programa de fomento del empleo para el año 2003. 
En lo atinente a las ayudas a los afectados por delitos de terrorismo, se amplía el ámbito 

temporal de aplicación de la Ley 31/1999, de 8 de octubre, de Solidaridad con las Víctimas del 
Terrorismo, hasta el 31 de diciembre de 2003. 

Asimismo, se regula la posibilidad de conceder, en casos de perentoria necesidad, anticipos 
a cuenta de ayudas extraordinarias, gastos de asistencia médica, traslado de afectados y 
alojamientos provisionales, cuya cuantía no exceda del 70 por 100 de la cantidad que previsiblemente 
pudiera otorgarse. En fin, se modifica la Ley 32/1999, de 8 de octubre, de Solidaridad con las 
Víctimas del Terrorismo, en lo referente al procedimiento de concesión de condecoraciones de la 
Real Orden de Reconocimiento Civil a las Víctimas del Terrorismo. 
 

IV 
 

El Título III de la Ley contiene diversas medidas que afectan al personal al servicio de las 
Administraciones públicas y del sector público estatal. 

En cuanto al régimen general del personal funcionario y estatutario, en materia de cuerpos y 
escalas, se regula la convocatoria extraordinaria para la integración de funcionarios de nuevo ingreso 
de los Organismos públicos de investigación adscritos al Ministerio de Ciencia y Tecnología en la 
escala de investigadores titulados, creada por la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas 



fiscales, administrativas y del orden social, y se crean el cuerpo superior de gestión catastral y la 
escala de agentes medioambientales de Parques Nacionales. 

En lo referido a permisos y licencias, se modifica la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas 
para la reforma de la Función Pública, para recoger la posibilidad de que los permisos por maternidad 
puedan disfrutarse en régimen de jornada completa o a tiempo parcial, en consonancia con lo 
establecido en la legislación laboral. 

En lo atinente a los funcionarios de las Entidades locales, se modifica el texto refundido de 
las disposiciones legales vigentes en materia de régimen local, aprobado por Real Decreto legislativo 
781/1986, de 18 de abril, regulando las competencias para la imposición de sanciones a los 
funcionarios de Administración local con habilitación de carácter nacional. 

En lo referido al régimen de clases pasivas, se modifica el texto refundido de la Ley de Clases 
Pasivas del Estado, aprobado por Real Decreto legislativo 670/1987, de 30 de abril, adecuando 
determinados preceptos a modificaciones ya introducidas en años anteriores, y se da carácter 
indefinido a la regulación contenida en las disposiciones adicionales vigésima segunda y vigésima 
tercera de la Ley 23/2001, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 
2002, por la que se armoniza el sistema de cálculo de las pensiones extraordinarias por actos de 
terrorismo, y se elevan las pensiones extraordinarias causadas por actos de terrorismo a favor de 
personas que no tienen derecho a pensión por ningún régimen público de Seguridad Social, a la vez 
que establece dicha cuantía como garantía mínima para pensiones extraordinarias por actos de 
terrorismo que se reconozcan por cualquier régimen público de Seguridad Social. 

En lo concerniente a otros regímenes de personal, se modifican la Ley 42/1999, de 25 de 
noviembre, de Régimen del Personal del Cuerpo de la Guardia Civil, con relación a la provisión de 
destinos al personal de nuevo acceso. 

Por último, se modifica la Ley 9/1987, de 12 de junio, de órganos de representación, 
determinación de las condiciones de trabajo y participación del personal al servicio de las 
Administraciones públicas, en lo concerniente a la elección a representantes del personal laboral al 
servicio de la Sociedad Estatal «Correos y Telégrafos Sociedad Anónima». 
 

V 
 

El Título IV de la Ley se dedica a la regulación de las medidas de gestión y organización 
administrativa. 

En materia de gestión financiera, en primer lugar, se modifican diversos preceptos del texto 
refundido de la Ley General Presupuestaria, aprobada por Real Decreto legislativo 1091/1988, de 23 
de septiembre. 

Se elimina la posibilidad de imputar al presupuesto obligaciones reconocidas durante el mes 
de enero siguiente al ejercicio correspondiente a dicho presupuesto. Se recoge así con carácter 
indefinido lo previsto en la disposición adicional segunda de las Leyes de Presupuestos Generales del 
Estado para los años 2001 y 2002, para aquellos ejercicios. 

En consonancia con lo dispuesto en la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se 
regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de financiación de las Comunidades 
Autónomas de régimen común y las Ciudades con Estatuto de Autonomía, que prevé que el 
procedimiento para la determinación de las entregas a cuenta y liquidación definitiva de determinados 
impuestos se realice como devolución de ingresos en los distintos conceptos, se incluye tal 
posibilidad como excepción al principio de presupuesto bruto. 

En materia de modificaciones presupuestarias, para adecuar el texto refundido de la Ley 
General Presupuestaria a las innovaciones contenidas en la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, 
General de Estabilidad Presupuestaria en la materia, se elimina la posibilidad de realizar 
ampliaciones de crédito por ingresos afectados, supuestos que se tratan como generaciones de 
crédito al igual que las reposiciones como consecuencia de pagos indebidos que actualmente se 
contemplan como reintegros. 

Además se da nueva regulación a la apertura de cuentas de situación de fondos del Tesoro 
Público en el exterior a nombre de las Embajadas, Representaciones Permanentes, Consulados de 
España y órganos de la Agencia Española de Cooperación Internacional. Por último, se actualizan las 
competencias de la Intervención General de la Administración del Estado como centro directivo de la 
contabilidad pública, y la regulación de la obligación de suministrar información a la Intervención 
General de la Administración Estado, en consonancia con las competencias para elaborar el informe 
sobre el grado de cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria que a dicho órgano 
superior le atribuye la Ley General de Estabilidad Presupuestaria. 



Se modifica la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y 
administrativas del nuevo sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común 
y Ciudades con Estatuto de Autonomía, introduciendo diversas mejoras de carácter técnico. 

En lo concerniente a la gestión en materia de contratación, se modifica el texto refundido de 
la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por Real Decreto legislativo 2/2000, 
de 16 de junio, añadiendo una disposición adicional que permite a los órganos de contratación crear 
registros de licitadores. Asimismo, se modifica la Ley 26/1999, de 9 de julio, de Medidas de apoyo a la 
movilidad geográfica de los miembros de las Fuerzas Armadas, regulando determinados aspectos del 
régimen de los contratos de arrendamiento de las viviendas militares. 

En lo que atañe a la gestión en materia de Patrimonio del Estado, se modifica el texto 
articulado de la Ley de Bases del Patrimonio del Estado, aprobada por Decreto 1022/1964, de 15 de 
abril. 

Se recoge el principio de libertad de pacto respecto de los negocios jurídicos que afecten a 
bienes y derechos del Patrimonio del Estado, se establece que la condición o modo de afectación a 
determinado destino impuesto a las donaciones realizadas a favor del Estado, se entenderá cumplido 
y consumado cuando durante treinta años hubiera servido al citado destino. Se regulan los 
arrendamientos con opción de compra, se da nueva regulación a la enajenación de bienes litigiosos y 
se establece la formalización en documento administrativo de la cesión de bienes, que será título 
suficiente para su inscripción en el Registro de la Propiedad. 

Asimismo, se regula la cesión gratuita de bienes inmuebles a otras Administraciones, 
Organismos o Instituciones públicas o privadas sin ánimo de lucro, cuando no hubiera sido posible 
venderlos o permutarlos, o cuando razonablemente pueda preverse que en caso de venta su valor 
sería inferior al 25 por 100 del que tuvieran al momento de su adquisición. Por último, se regula la 
mutación de destino de bienes muebles entre distintos departamentos de adscripción. 

En lo atinente a la organización administrativa, se incluyen normas relativas al régimen de 
distintos órganos de la Administración General del Estado, de Organismos públicos y de sociedades 
mercantiles estatales. 

Se modifica la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la 
Administración General del Estado, previendo la posibilidad de crear Subdelegaciones del Gobierno 
en las Comunidades Autónomas uniprovinciales, atendiendo a las especiales circunstancias que 
concurran en aquéllas, tales como la población del territorio, el volumen de gestión o sus 
singularidades geográficas, sociales o económicas. Además, se modifica la Ley 1/1996, de 10 de 
enero, de Asistencia Jurídica Gratuita, en lo concerniente a la composición de la Comisión Central de 
Asistencia Jurídica Gratuita, así como las Comisiones de Asistencia Jurídica provinciales, de las islas 
con partidos judiciales, y de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla; se prevé la posibilidad de 
que la Agencia Española de Cooperación Internacional pueda delegar el ejercicio de las 
competencias que le atribuye la Ley en las misiones diplomáticas y oficinas consulares de España; se 
amplía el ámbito de las funciones formativas atribuidas al Centro de Estudios Jurídicos de la 
Administración de Justicia, y se modifica el régimen jurídico de la Entidad Pública Empresarial 
Aeropuertos Españoles y Navegación Aérea, atribuyéndole competencias para gestionar los 
aeródromos, helipuertos y demás superficies aptas para el transporte aéreo que se le encomiende. 

Asimismo, se modifica el régimen jurídico de la «Sociedad Estatal de Gestión Inmobiliaria de 
Patrimonio, Sociedad Anónima» (SEGIPSA), y de la «Empresa de Transformación Agraria, Sociedad 
Anónima» (TRAGSA). 

 
VI 

 
El Título V de la Ley contiene previsiones relativas a diversos aspectos de la acción 

administrativa sectorial, entre las que cabe reseñar las siguientes: 
 

En cuanto a la acción administrativa en materia de ordenación económica, en lo que se 
refiere a seguros, se introducen diversas modificaciones en la Ley 87/1978, de 28 de diciembre, de 
Seguros Agrarios Combinados. En materia de energía, se establece que «Red Eléctrica de España, 
Sociedad Anónima», tendrá derecho de adquisición preferente sobre las instalaciones de transporte 
autorizadas, en el caso de que los titulares propietarios de las mismas pretendieran venderlas a otras 
empresas que reúnan los requisitos legales necesarios para desarrollar la actividad de transporte en 
España. Además, en materia monetaria, se modifica la Ley 10/1975, de 12 de mayo, de regulación de 
moneda metálica, en lo que atañe al régimen de infracciones y sanciones administrativas en relación 



con la alteración de la moneda metálica, manipulación de monedas para realización de artículos de 
orfebrería o joyería, y uso industrial de las mismas. 

En lo concerniente a la acción administrativa en materia de infraestructuras y transporte, se 
modifica la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, en lo 
concerniente a los requisitos de inscripción de las Empresas navieras y de buques. Asimismo, se 
modifica la Ley 48/1960, de 21 de julio, sobre Navegación Aérea, previendo que las Administraciones 
públicas territoriales y las personas y entidades particulares nacionales de un Estado miembro de la 
Unión Europea deberán obtener una autorización previa, de acuerdo con las condiciones que 
determine el Ministerio de Fomento, para construir o participar en la construcción de aeropuertos de 
interés general. 

En cuanto a la acción administrativa en materia de régimen del suelo y vivienda, se introduce 
una aclaración en la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, en lo 
referente a los criterios de valoración aplicables a los suelos destinados a infraestructuras y servicios 
públicos de interés general supramunicipal, autonómico o estatal. Se ratifica el actual criterio rector, 
por el que la valoración se determina, en todo caso, según la clase de suelo sobre el que se asienten 
o discurran estas infraestructuras o servicios, dejando claro que sólo se valorarán en función del 
aprovechamiento de un determinado ámbito del planteamiento urbanístico, si éste los hubiera 
expresamente adscrito o incluido en el mismo, a los efectos de su obtención a través de los 
mecanismos de equidistribución de beneficios y cargas. Asimismo, se modifica la Ley 38/1999, de 5 
de noviembre, de ordenación de la edificación, excluyendo de la exigencia de garantía contra daños 
materiales ocasionados por vicios y defectos en la construcción a los supuestos de autopromoción 
individual de una vivienda familiar de uso propio, sin perjuicio de que, en caso de transmisión «inter 
vivos» de la citada vivienda, se exija la constitución de dicha garantía. 

En materia de servicios postales, se introduce una importante modificación de la Ley 24/1998, 
de 13 de julio, del Servicio Postal Universal y de Liberalización de los Servicios Postales, por la que 
se transpone al ordenamiento jurídico interno la Directiva 2002/39/CE, de 10 de junio de 2002, por la 
que se modifica la Directiva 97/67/CE, con el fin de proseguir la apertura a la competencia de los 
servicios postales de la Comunidad. 

En lo atinente a las telecomunicaciones y a la sociedad de la información, se modifica la Ley 
12/1997, de 24 de abril, de Liberalización de las Telecomunicaciones, en lo que concierne a las 
competencias para el ejercicio de la potestad sancionadora; así como se modifica el Real Decreto-ley 
7/2000, de 23 de junio, de Medidas Urgentes en el Sector de las Telecomunicaciones, en lo referido 
al bucle virtual de abonado, con objeto de ampliar las opciones de los usuarios, de forma que, a su 
elección, puedan romper el vínculo comercial con el operador que le provee el acceso a favor de 
quien ha elegido para cursar sus llamadas mediante preselección, al tiempo que se promueve la 
innovación en tarifas. 

En esa materia, se modifica también la Ley 41/1995, de 22 de diciembre, de Televisión Local 
por Ondas Terrestres, a fin de facilitar el desarrollo de la televisión digital, y se modifica la Ley 
10/1988, de 3 de mayo, de Televisión Privada, suprimiendo el límite del 49 por 100 para que un 
mismo accionista participe en el capital de una sociedad concesionaria de televisión privada. 

En lo que atañe a la acción administrativa en materia de deportes, se incluye una importante 
modificación de la Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte, introduciendo un conjunto de medidas 
tendentes a la erradicación de la violencia en el deporte. Así, se amplían las competencias de la 
Comisión Nacional contra la Violencia en los espectáculos deportivos; se regula la asunción de 
responsabilidades por daños y desórdenes originados en eventos deportivos; se amplían los ilícitos 
administrativos tipificados, concretando las competencias para la imposición de sanciones, y se 
incorporan nuevas infracciones a las ya existentes en el ámbito de la disciplina deportiva. 

En materia de agricultura, se declaran de interés general determinadas obras hidráulicas con 
destino a riego. 

En materia de medio ambiente, se declaran de urgente ocupación determinadas obras 
hidráulicas y se declaran de interés general obras hidráulicas con destino a abastecimiento de 
poblaciones. 

Al tiempo, se modifica la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, al objeto de coordinar las 
actuaciones de las Administraciones con competencias concurrentes en el ámbito costero, teniendo 
en cuenta la doctrina del Tribunal Constitucional a los efectos de delimitar las competencias de las 
diferentes Administraciones mayores actuantes. Asimismo, se completa la regulación de los 
procedimientos regulados en la Ley de Costas, fijando expresamente el plazo para dictar resolución y 
notificarla a los interesados en los procedimientos de deslinde y de extinción de los derechos de 
ocupación del dominio público marítimo-terrestre; en fin, se aclara y precisa la regulación contenida 



en la disposición transitoria tercera, relativa a la servidumbre de protección de 20 metros para los 
terrenos clasificados como urbanos a la entrada en vigor de la Ley 22/1988, de 28 de julio, al objeto 
de facilitar su uniforme interpretación y aplicación. 

Termina el Título con diversas disposiciones en materia de sanidad. 
 

VII 
 

En la parte final se recogen diversas previsiones que, por razones de técnica legislativa, no 
se consideran susceptibles de inclusión en los títulos anteriormente aludidos. 
 

TÍTULO I 
 

Normas tributarias 
 

CAPÍTULO I 
 

Impuestos directos 
 

SECCIÓN 1 .ª IMPUESTO SOBRE SOCIEDADES 
 
 
Artículo 1. Modificación de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades. 
 

Uno. Se incorpora un nuevo párrafo final a la letra a) del apartado 1 del artículo 33 de la Ley 
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, quedando redactado en los siguientes 
términos: 
 

«a) Concepto de investigación y desarrollo. 
 

Se considerará investigación a la indagación original planificada que persiga 
descubrir nuevos conocimientos y una superior comprensión en el ámbito científico y 
tecnológico, y desarrollo a la aplicación de los resultados de la investigación o de cualquier 
otro tipo de conocimiento científico para la fabricación de nuevos materiales o productos o 
para el diseño de nuevos procesos o sistemas de producción, así como para la mejora 
tecnológica sustancial de materiales, productos, procesos o sistemas preexistentes. 

Se considerará también actividad de investigación y desarrollo la materialización de 
los nuevos productos o procesos en un plano, esquema o diseño, así como la creación de un 
primer prototipo no comercializable y los proyectos de demostración inicial o proyectos piloto 
siempre que los mismos no puedan convertirse o utilizarse para aplicaciones industriales o 
para su explotación comercial. 

Asimismo, se considerará actividad de investigación y desarrollo el diseño y 
elaboración del muestrario para el lanzamiento de nuevos productos, así como la concepción 
de "software" avanzado, siempre que suponga un progreso científico o tecnológico 
significativo mediante el desarrollo de nuevos teoremas y algoritmos o mediante la creación 
de sistemas operativos y lenguajes nuevos. No se incluyen las actividades habituales o 
rutinarias relacionadas con el "software". 

A efectos de la deducción por investigación y desarrollo en diseño y elaboración de 
muestrarios se entenderá como lanzamiento de un nuevo producto la introducción del mismo 
en el mercado y como nuevo producto, aquel cuya novedad sea esencial y no meramente 
formal o accidental.» 
 
Dos. Se añade un nuevo apartado 7 al artículo 35, pasando el actual apartado 7 a ser el 

apartado 8. El nuevo apartado 7 quedará redactado en los siguientes términos: 
 

«7. Las inversiones y gastos en locales homologados por la Administración pública 
competente para prestar el servicio de primer ciclo de educación infantil a los hijos de los 
trabajadores de la entidad, y los gastos derivados de la contratación de este servicio con un 
tercero debidamente autorizado, darán derecho a practicar una deducción de la cuota íntegra 
del 10 por 100 del importe de dichas inversiones y gastos. 



La base de la deducción se minorará en la parte del coste del servicio repercutido por 
la empresa a los trabajadores y en el 65 por 100 de las subvenciones recibidas para la 
prestación de dicho servicio e imputables como ingreso en el período impositivo.» 
 
Tres. Se modifica el apartado 1 del artículo 36 ter, que quedará redactado en los siguientes 

términos: 
 

«1. Deducción en la cuota íntegra. 
 

Se deducirá de la cuota íntegra el 20 por 100 de las rentas positivas obtenidas en la 
transmisión onerosa de los elementos patrimoniales detallados en el apartado siguiente 
integradas en la base imponible sometida al tipo general de gravamen o a la escala prevista 
en el artículo 127 bis de esta Ley, a condición de reinversión, en los términos y requisitos de 
este artículo. 

Esta deducción será del 10 por 100, del 5 por 100 o del 25 por 100 cuando la base 
imponible tribute a los tipos del 25 por 100, del 20 por 200 o del 40 por 100, respectivamente. 

Se entenderá que se cumple la condición de reinversión si el importe obtenido en la 
transmisión onerosa se reinvierte en los elementos patrimoniales a que se refiere el apartado 
3 de este artículo y la renta procede de los elementos patrimoniales enumerados en el 
apartado 2 de este artículo. 

No se aplicará a esta deducción el límite a que se refiere el último párrafo del 
apartado 1 del artículo 37 de esta Ley. A efectos del cálculo de dicho límite no se computará 
esta deducción.» 

 
Cuatro. Se modifica el artículo 116, que quedará redactado de la siguiente forma: 

 
«Artículo 116. Exploración, investigación y explotación de hidrocarburos: factor de 

agotamiento. 
 

Las sociedades cuyo objeto social sea exclusivamente la exploración, investigación y 
explotación de yacimientos y de almacenamientos subterráneos de hidrocarburos naturales, 
líquidos o gaseosos, existentes en el territorio español y en el subsuelo del mar territorial y de 
los fondos marinos que estén bajo la soberanía del Reino de España, en los términos de la 
Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos, y con carácter complementario de 
éstas, las de transporte, almacenamiento, depuración y venta de los productos extraídos, 
tendrán derecho a una reducción en su base imponible, en concepto de factor de agota-
miento, que podrá ser, a elección de la entidad, cualquiera de las dos siguientes: 
 

a) El 25 por 100 del importe de la contraprestación por la venta de hidrocarburos y de 
la prestación de servicios de almacenamiento, con el límite del 50 por 100 de la base 
imponible previa a esta reducción. 

b) El 40 por 100 de la cuantía de la base imponible previa a esta reducción.» 
 
Cinco. Se modifica el artículo 117, que quedará redactado de la siguiente forma: 

 
«Artículo 117. Factor de agotamiento: requisitos. 

 
1. Las cantidades que redujeron la base imponible en concepto de factor de 

agotamiento deberán invertirse por el concesionario en las actividades de exploración, 
investigación y explotación de yacimientos o de almacenamientos subterráneos de 
hidrocarburos que desarrolle en el territorio español y en el subsuelo del mar territorial y de 
los fondos marinos que estén bajo la soberanía del Reino de España, así como en el 
abandono de campos y en el desmantelamiento de plataformas marinas, en el plazo de diez 
años contados desde la conclusión del período impositivo en el que se reduzca la base 
imponible en concepto de agotamiento. La misma consideración tendrán las actividades de 
exploración, investigación y explotación realizadas en los cuatro años anteriores al primer 
período impositivo en que se reduzca la base imponible en concepto de agotamiento. 

A estos efectos, se entenderá por exploración o investigación los estudios 
preliminares de naturaleza geológica, geofísica o sísmica, así como todos los gastos 



realizados en el área de un permiso de exploración o investigación, tales como los sondeos 
de exploración, así como los de evaluación y desarrollo, si resultan negativos, los gastos de 
obras para el acceso y preparación de los terrenos y de localización de dichos sondeos. 
También se considerarán gastos de exploración o investigación los realizados en una 
concesión y que se refieran a trabajos para la localización y perforación de una estructura 
capaz de contener o almacenar hidrocarburos, distinta a la que contiene el yacimiento que dio 
lugar a la concesión de explotación otorgada. Se entenderá por abandono de campos y 
desmantelamiento de plataformas marinas los trabajos necesarios para desmantelar las 
instalaciones productivas terrestres o las plataformas marinas dejando libre y expedito el 
suelo o el espacio marino que las mismas ocupaban en la forma establecida por el Decreto 
de otorgamiento. 

Se entenderá, a estos efectos, por inversiones en explotación las realizadas en el 
área de una concesión de explotación, tales como el diseño, la perforación y la construcción 
de los pozos, las instalaciones de explotación, y cualquier otra inversión, tangible o intangible, 
necesaria para poder llevar a cabo las labores de explotación, siempre que no se 
correspondan con inversiones realizadas por el concesionario en las actividades de explo-
ración o de investigación referidas anteriormente. 

Se incluirán como explotación, a estos efectos, los sondeos de evaluación y de 
desarrollo que resulten positivos. 

2. En cada período impositivo deberán incrementarse las cuentas de reserva de la 
entidad en el importe que redujo la base imponible en concepto de factor de agotamiento.  

3. Sólo podrá disponerse libremente de las reservas constituidas en cumplimiento del 
apartado anterior, en la medida en que se vayan amortizando los bienes financiados con 
dichos fondos. 

4. El sujeto pasivo deberá recoger en la memoria de los diez ejercicios siguientes a 
aquel en el que se realizó la correspondiente reducción el importe de ésta, las inversiones 
realizadas con cargo a la misma y las amortizaciones realizadas, así como cualquier 
disminución en las cuentas de reservas que se incrementaron como consecuencia de lo 
previsto en el apartado 2 y el destino de la misma. Estos hechos podrán ser objeto de com-
probación durante este mismo período, para lo cual el sujeto pasivo deberá aportar la 
contabilidad y los oportunos soportes documentales que acrediten el cumplimiento de los 
requisitos exigidos al factor de agotamiento. 

5. Las inversiones financiadas por aplicación del factor de agotamiento no podrán 
acogerse a las deducciones previstas en el capítulo IV del Título VI.» 
 
Seis. Se modifica el apartado 2 de la disposición adicional octava, que quedará redactado de 

la siguiente forma: 
 

«2. Las referencias que el artículo 21 y el artículo 45.1.b).10 de la Ley del Impuesto 
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados hacen a las definiciones 
de fusión y escisión del artículo 2, apartados 1, 2 y 3, de la Ley 29/1991, de 16 de 
septiembre, de Adecuación de determinados conceptos Impositivos a las Directivas y 
Reglamentos de las Comunidades Europeas, se entenderán hechas al artículo 97, apartados 
1, 2, 3 y 5, así como a las aportaciones no dinerarias a que se refiere el apartado 2 del 
artículo 132 de esta Ley, y las referencias al régimen especial del Título I de la Ley 29/1991, 
se entenderán hechas al capítulo VIII del Título VIII de la presente Ley.» 
 

SECCIÓN 2.ª IMPUESTO SOBRE EL PATRIMONIO 
 

Artículo 2. Modificación de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio. 
 

Con efectos desde el 1 de enero del año 2003, se modifica el artículo 33 de la Ley 19/1991, 
de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, que quedará redactado de la siguiente forma: 
 

«Artículo 33. Bonificación de la cuota en Ceuta y Melilla. 
 

1. Si entre los bienes o derechos de contenido económico computados para la 
determinación de la base imponible figurase alguno situado o que debiera ejercitarse o 



cumplirse en Ceuta y Melilla y sus dependencias, se bonificará en el 75 por 100 la parte de la 
cuota que proporcionalmente corresponda a los mencionados bienes o derechos. 

La anterior bonificación no será de aplicación a los no residentes en dichas Ciudades, 
salvo por lo que se refiera a valores representativos del capital social de entidades jurídicas 
domiciliadas y con objeto social en las citadas Ciudades o cuando se trate de 
establecimientos permanentes situados en las mismas. 

2. La Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo previsto en la Ley 21/2001, de 27 de 
diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de 
financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de 
Autonomía, podrá establecer deducciones en este impuesto, que resultarán compatibles con 
las establecidas por el Estado sin que puedan suponer su modificación, aplicándose con 
posterioridad a las estatales.» 
 

SECCIÓN 3.ª IMPUESTO SOBRE SUCESIONES Y DONACIONES 
 
Artículo 3. Modificación de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones. 
 

Con efectos desde el 1 de enero del año 2003, se introducen las siguientes modificaciones en 
la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones: 
 

Uno. Se modifica el primer párrafo de la letra c) del apartado 2 del artículo 20, que quedará 
redactado de la siguiente forma: 
 

«c) En los casos en los que en la base imponible de una adquisición "mortis causa" 
que corresponda a los cónyuges, descendientes o adoptados de la persona fallecida, 
estuviese incluido el valor de una empresa individual, de un negocio profesional o 
participaciones en entidades, a los que sea de aplicación la exención regulada en el apartado 
octavo del artículo 4 de la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio, o el 
valor de derechos de usufructo sobre los mismos, o de derechos económicos derivados de la 
extinción de dicho usufructo, siempre que con motivo del fallecimiento se consolidara el pleno 
dominio en el cónyuge, descendientes o adoptados, o percibieran éstos los derechos debidos 
a la finalización del usufructo en forma de participaciones en la empresa, negocio o entidad 
afectada, para obtener la base liquidable se aplicará en la imponible, con independencia de 
las reducciones que procedan de acuerdo con los apartados anteriores, otra del 95 por 100 
del mencionado valor, siempre que la adquisición se mantenga, durante los diez años 
siguientes al fallecimiento del causante, salvo que falleciera el adquirente dentro de ese 
plazo.» 

 
Dos. Se añade un nuevo artículo, el 23 bis, que quedará redactado de la siguiente forma: 

 
«Artículo 23 bis. Bonificación de la cuota en Ceuta y Melilla. 

 
1. En las cuotas de este impuesto derivadas de adquisiciones "mortis causa" y las 

cantidades percibidas por los beneficiarios de seguros sobre la vida, que se acumulen al 
resto de bienes y derechos que integran la porción hereditaria del beneficiario, se efectuará 
una bonificación del 50 por 100 de la cuota, siempre que el causante hubiera tenido su 
residencia habitual a la fecha del devengo en Ceuta o Melilla y durante los cinco años 
anteriores, contados fecha a fecha, que finalicen el día anterior al del devengo. 

2. En los supuestos de adquisiciones "inter vivos", se aplicará una bonificación del 50 
por 100 de la parte de la cuota que proporcionalmente corresponda a los inmuebles situados 
en Ceuta o Melilla. A los efectos de esta bonificación, tendrán la consideración de bienes 
inmuebles las transmisiones a título gratuito de los valores a que se refiere el artículo 108 de 
la Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores. 

3. En el caso de las demás adquisiciones "inter vivos", se aplicará una bonificación 
del 50 por 100 de la cuota que corresponda cuando el adquirente tenga su residencia habitual 
en Ceuta o Melilla. 

4. Para la aplicación de estas bonificaciones, se tendrán en cuenta las normas 
establecidas sobre residencia habitual y puntos de conexión en la Ley 21/2001, de 27 de 



diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de 
financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de 
Autonomía.» 
 
Tres. Se modifica el artículo 25, que queda redactado en los siguientes términos: 

 
«1. La prescripción se aplicará de acuerdo con lo previsto en los artículos 64 y 

siguientes de la Ley General Tributaria. 
2. En el supuesto de escrituras autorizadas por funcionarios extranjeros, el plazo de 

prescripción se computará desde la fecha de su presentación ante cualquier Administración 
española, salvo que un Tratado, Convenio o Acuerdo Internacional, suscrito por España, fije 
otra fecha para el inicio de dicho plazo.» 

 
Cuatro. Se modifica el artículo 26, que quedará redactado de la siguiente forma: 

 
«Artículo 26. Usufructo y otras instituciones. 

 
Serán de aplicación las normas contenidas en los apartados siguientes a la 

tributación del derecho de usufructo, tanto a la constitución como a la extinción, de las 
sustituciones, reservas, fideicomisos e instituciones sucesorias forales: 
 

a) El valor del usufructo temporal se reputará proporcional al valor total de los bienes, 
en razón del 2 por 100 por cada período de un año, sin exceder del 70 por 100. 

En los usufructos vitalicios se estimará que el valor es igual al 70 por 100 del valor 
total de los bienes cuando el usufructuario cuente menos de veinte años, minorando a 
medida que aumenta la edad, en la proporción de un 1 por 100 menos por cada año más, con 
el límite mínimo del 10 por 100 del valor total. 

El valor del derecho de nuda propiedad se computará por la diferencia entre el valor 
del usufructo y el valor total de los bienes. En los usufructos vitalicios que, a su vez, sean 
temporales, la nuda propiedad se valorará aplicando, de las reglas anteriores, aquella que le 
atribuya menor valor. 

Al adquirir la nuda propiedad se efectuará la liquidación, teniendo en cuenta el valor 
correspondiente a aquélla, minorado, en su caso, por el importe de todas las reducciones a 
que tenga derecho el contribuyente y con aplicación del tipo medio efectivo de gravamen 
correspondiente al valor íntegro de los bienes. 

b) El valor de los derechos reales de uso y habitación será el que resulte de aplicar al 
75 por 100 del valor de los bienes sobre los que fueron impuestos las reglas 
correspondientes a la valoración de los usufructos temporales o vitalicios, según los casos. 

c) En la extinción del usufructo se exigirá el impuesto según el título de constitución, 
aplicando el tipo medio efectivo de gravamen correspondiente a la desmembración del 
dominio. 

d) Siempre que el adquirente tenga facultad de disponer de los bienes, el impuesto 
se liquidará en pleno dominio, sin perjuicio de la devolución que, en su caso, proceda. 

e) La atribución del derecho a disfrutar de todo o parte de los bienes de la herencia, 
temporal o vitaliciamente, tendrá a efectos fiscales la consideración de usufructo, y se 
valorará conforme a las reglas anteriores. 

f) En la sustitución vulgar se entenderá que el sustituto hereda al causante y en las 
sustituciones pupilar y ejemplar que hereda al sustituido.» 
 
Cinco. Se modifica el artículo 30, que quedará redactado de la siguiente forma: 

 
«Artículo 30. Acumulación de donaciones. 
 

1. Las donaciones y demás transmisiones "inter vivos" equiparables que se otorguen 
por un mismo donante a un mismo donatario dentro del plazo de tres años, a contar desde la 
fecha de cada una, se considerarán como una sola transmisión a los efectos de la liquidación 
del impuesto. Para determinar la cuota tributaria se aplicará a la base liquidable de la actual 
adquisición el tipo medio correspondiente a la base liquidable teórica del total de las 
adquisiciones acumuladas. 



2. Lo dispuesto en el apartado anterior, a efectos de la determinación de la cuota 
tributaria, será igualmente aplicable a las donaciones y demás transmisiones "inter vivos" 
equiparables acumulables a la sucesión que se cause por el donante a favor del donatario, 
siempre que el plazo que medie entre ésta y aquéllas no exceda de cuatro años. 

3. A estos efectos, se entenderá por base liquidable teórica del total de las 
adquisiciones acumuladas la suma de las bases liquidables de las donaciones y demás 
transmisiones "inter vivos" equiparables anteriores y la de la adquisición actual.» 

 
Seis. Se modifica el artículo 32, que quedará redactado de la siguiente forma: 

 
«Artículo 32. Deberes de las autoridades, funcionarios y particulares. 

 
1. Los órganos judiciales remitirán a los organismos de la Administración tributaria de 

su respectiva jurisdicción relación mensual de los fallos ejecutoriados o que tengan el 
carácter de sentencia firme de los que se desprenda la existencia de incrementos de 
patrimonio gravados por el Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. 

2. Los encargados del Registro Civil remitirán a los mismos organismos, dentro de la 
primera quincena de cada mes, relación nominal de los fallecidos en el mes anterior y de su 
domicilio. 

3. Los notarios están obligados a facilitar los datos que les reclamen los organismos 
de la Administración tributaria acerca de los actos en que hayan intervenido en el ejercicio de 
sus funciones, y a expedir gratuitamente en el plazo de quince días las copias que aquéllos 
les pidan de los documentos que autoricen o tengan en su protocolo, salvo cuando se trate 
de los instrumentos públicos a que se refieren los artículos 34 y 35 de la Ley de 28 de mayo 
de 1862 y los relativos a cuestiones matrimoniales, con excepción de los referentes al 
régimen económico de la sociedad conyugal. 

Asimismo, estarán obligados a remitir, dentro de la primera quincena de cada 
trimestre, relación o índice comprensivo de todos los documentos autorizados en el trimestre 
anterior que se refieran a actos o contratos que pudieran dar lugar a los incrementos 
patrimoniales que constituyen el hecho imponible del impuesto. También están obligados a 
remitir, dentro del mismo plazo, relación de los documentos privados con el contenido 
indicado que les hayan sido presentados para su conocimiento o legitimación de firmas. 

4. Los órganos judiciales, intermediarios financieros, asociaciones, fundaciones, 
sociedades, funcionarios, particulares y cualesquiera otras entidades públicas o privadas no 
acordarán entregas de bienes a personas distintas de su titular sin que se acredite 
previamente el pago del impuesto o su exención, a menos que la Administración lo autorice. 

5. Las entidades de seguros no podrán efectuar la liquidación y pago de los 
concertados sobre la vida de una persona a menos que se justifique haber presentado a 
liquidación la documentación correspondiente o, en su caso, el ingreso de la autoliquidación 
practicada. 

6. Se exceptúan de lo dispuesto en los dos números anteriores los supuestos a los 
que se refiere el número 1 del artículo 8 de esta Ley, en los términos y con las condiciones 
allí establecidos. 

7. El incumplimiento de las obligaciones establecidas en los números 1 al 5 
anteriores se sancionará de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 40 de esta Ley. 

Cuando se trate de órganos jurisdiccionales, la autoridad competente del Ministerio 
de Hacienda pondrá los hechos en conocimiento del Consejo General del Poder Judicial, por 
conducto del Ministerio Fiscal, a los efectos pertinentes.» 
 

CAPÍTULO II 
 

Impuestos indirectos 
 

SECCIÓN 1ª  IMPUESTO SOBRE EL VALOR AÑADIDO 
 
Artículo 4. Modificación de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
 

Con efectos desde el 1 de enero del año 2003, se introducen las siguientes modificaciones en 
la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido: 



 
Uno. Se modifica el número 7.° del apartado dos del artículo 8, que quedará redactado de la 

siguiente manera: 
 

«7.° El suministro de un producto informático normalizado efectuado en cualquier 
soporte material. 

A estos efectos, se considerarán como productos informáticos normalizados aquellos 
que no precisen de modificación sustancial alguna para ser utilizados por cualquier usuario.» 

 
Dos. El párrafo c) del número 1.° del artículo 9 quedará redactado de la siguiente manera: 
 

«c) El cambio de afectación de bienes corporales de un sector a otro diferenciado de 
su actividad empresarial o profesional. 

El supuesto de autoconsumo a que se refiere este párrafo c) no resultará aplicable en 
los siguientes casos: 
 

Cuando, por una modificación en la normativa vigente, una determinada actividad 
económica pase obligatoriamente a formar parte de un sector diferenciado distinto de aquel 
en el que venía estando integrada con anterioridad. 

Cuando el régimen de tributación aplicable a una determinada actividad económica 
cambie del régimen general al régimen especial simplificado, al de la agricultura, ganadería y 
pesca, al del recargo de equivalencia o al de las operaciones con oro de inversión, o 
viceversa, incluso por el ejercicio de un derecho de opción. 
 

Lo dispuesto en los dos guiones del párrafo anterior debe entenderse, en su caso, sin 
perjuicio de lo siguiente: 
 

De las regularizaciones de deducciones previstas en los artículos 101, 105, 106, 107, 
109, 110, 112 y 113 de esta Ley. 

De la aplicación de lo previsto en el apartado dos del artículo 99 de esta Ley, en 
relación con la rectificación de deducciones practicadas inicialmente según el destino 
previsible de los bienes y servicios adquiridos, cuando el destino real de los mismos resulte 
diferente del previsto, en el caso de cuotas soportadas o satisfechas por la adquisición o 
importación de bienes o servicios distintos de los bienes de inversión que no hubiesen sido 
utilizados en ninguna medida en el desarrollo de la actividad empresarial o profesional con 
anterioridad al momento en que la actividad económica a la que estaban previsiblemente 
destinados en el momento en que se soportaron las cuotas pase a formar parte de un sector 
diferenciado distinto de aquel en el que venía estando integrada con anterioridad. 

De lo previsto en los artículos 134 bis y 155 de esta Ley, en relación con los 
supuestos de comienzo o cese en la aplicación de los regímenes especiales de la agricultura, 
ganadería y pesca o del recargo de equivalencia respectivamente. 
 

A efectos de lo dispuesto en esta Ley, se considerarán sectores diferenciados de la 
actividad empresarial o profesional los siguientes: 
 

a') Aquellos en los que las actividades económicas realizadas y los regímenes de 
deducción aplicables sean distintos. 

Se considerarán actividades económicas distintas aquellas que tengan asignados 
grupos diferentes en la Clasificación Nacional de Actividades Económicas. 

No obstante lo establecido en el párrafo anterior, no se reputará distinta la actividad 
accesoria a otra cuando, en el año precedente, su volumen de operaciones no excediera del 
15 por 100 del de esta última y, además, contribuya a su realización. Si no se hubiese 
ejercido la actividad accesoria durante el año precedente, en el año en curso el requisito 
relativo al mencionado porcentaje será aplicable según las previsiones razonables del sujeto 
pasivo, sin perjuicio de la regularización que proceda si el porcentaje real excediese del límite 
indicado. 

Las actividades accesorias seguirán el mismo régimen que las actividades de las que 
dependan. 



Los regímenes de deducción a que se refiere esta letra a') se considerarán distintos 
si los porcentajes de deducción, determinados con arreglo a lo dispuesto en el artículo 104 de 
esta Ley, que resultarían aplicables en la actividad o actividades distintas de la principal 
difirieran en más de 50 puntos porcentuales del correspondiente a la citada actividad 
principal. 

La actividad principal, con las actividades accesorias a la misma y las actividades 
económicas distintas cuyos porcentajes de deducción no difirieran en más 50 puntos 
porcentuales con el de aquélla constituirán un solo sector diferenciado. 

Las actividades distintas de la principal cuyos porcentajes de deducción difirieran en 
más de 50 puntos porcentuales con el de ésta constituirán otro sector diferenciado del 
principal. 

A los efectos de lo dispuesto en esta letra a'), se considerará principal la actividad en 
la que se hubiese realizado mayor volumen de operaciones durante el año inmediato anterior. 

b') Las actividades acogidas a los regímenes especiales simplificado, de la 
agricultura, ganadería y pesca, de las operaciones con oro de inversión o del recargo de 
equivalencia. 

c') Las operaciones de arrendamiento financiero a que se refiere la disposición 
adicional séptima de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las 
Entidades de Crédito. 

d') Las operaciones de cesión de créditos o préstamos.» 
 
Tres. Se modifica el número 16.° del apartado dos del artículo 11, que quedará redactado de 

la siguiente manera: 
 

«16.° El suministro de productos informáticos cuando no tenga la condición de 
entrega de bienes, considerándose accesoria a la prestación de servicios la entrega del 
correspondiente soporte. 

En particular, se considerará prestación de servicios el suministro de productos 
informáticos que hayan sido confeccionados previo encargo de su destinatario conforme a las 
especificaciones de éste, así como aquellos otros que sean objeto de adaptaciones 
sustanciales necesarias para el uso por su destinatario.» 
 
Cuatro. Se modifica el párrafo segundo del apartado dos del artículo 20, que quedará 

redactado de la siguiente manera: 
 

«Se entenderá que el adquirente tiene derecho a la deducción total cuando el 
porcentaje de deducción provisionalmente aplicable en el año en el que se haya de soportar 
el impuesto permita su deducción íntegra, incluso en el supuesto de cuotas soportadas con 
anterioridad al comienzo de la realización de entregas de bienes o prestaciones de servicios 
correspondientes a actividades empresariales o profesionales. A estos efectos, no se tomará 
en cuenta para calcular el referido porcentaje de deducción el importe de las subvenciones 
que deban integrarse en el denominador de la prorrata de acuerdo con lo dispuesto en el 
número 2.° del apartado dos del artículo 104 de esta Ley.» 
 
Cinco. Se modifica el número 2.° del artículo 66, que quedará redactado de la siguiente 

manera: 
 

«2.° Las importaciones temporales de bienes con exención parcial de los derechos 
de importación, cuando fuesen cedidos por su propietario mediante operaciones sujetas y no 
exentas del impuesto, en virtud de lo previsto en el artículo 70, apartado uno, número 5.°, 
párrafo B), párrafo j), de esta Ley.» 
 
Seis. Se modifica el artículo 70, que quedará redactado de la siguiente manera: 

 
«Artículo 70. Lugar de realización de las prestaciones de servicios. Reglas especiales. 
 

Uno. Se entenderán prestados en el territorio de aplicación del impuesto los 
siguientes servicios: 
 



1.° Los relacionados con bienes inmuebles que radiquen en el citado territorio. 
Se considerarán relacionados con bienes inmuebles, entre otros, los siguientes 

servicios: 
 

a) El arrendamiento o cesión de uso por cualquier título de dichos bienes, incluidas 
las viviendas amuebladas. 

b) Los relativos a la preparación, coordinación y realización de las ejecuciones de 
obra inmobiliarias. 

c) Los de carácter técnico relativos a dichas ejecuciones de obra, incluidos los 
prestados por arquitectos, arquitectos técnicos e ingenieros. 

d) Los de gestión relativos a bienes inmuebles u operaciones inmobiliarias. 
e) Los de vigilancia o seguridad relativos a bienes inmuebles. 
f) Los de alquiler de cajas de seguridad. 
g) La utilización de vías de peaje. 

 
2.° Los de transporte, distintos a los referidos en el artículo 72 de esta Ley, por la 

parte de trayecto que transcurra en el mismo, tal y como éste se define en el artículo 3 de 
esta Ley. 

3.° Los que se enuncian a continuación, cuando se presten materialmente en dicho 
territorio: 
 

a) Los de carácter cultural, artístico, deportivo, científico, docente, recreativo o 
similares, incluyendo los servicios de organización de los mismos y los demás servicios 
accesorios de los anteriores. 

b) Los de organización para terceros de ferias y exposiciones de carácter comercial. 
c) Los juegos de azar. 
d) Los accesorios a los transportes de mercancías, distintos a los referidos en el 

artículo 73 de esta Ley, relativos a las propias mercancías, tales como la carga y descarga, 
transbordo, mantenimiento y servicios análogos. 

A estos efectos, no se considerarán accesorios a los servicios de transporte los 
servicios de mediación. 
 

4.° A) Los prestados por vía electrónica en los siguientes supuestos: 
 

a) Cuando el destinatario sea un empresario o profesional que actúe como tal, y 
radique en el citado territorio la sede de su actividad económica, o tenga en el mismo un 
establecimiento permanente o, en su defecto, el lugar de su domicilio, siempre que se trate 
de servicios que tengan por destinatarios a dicha sede, establecimiento permanente o 
domicilio. Lo dispuesto en este párrafo se aplicará con independencia de dónde se encuentre 
establecido el prestador de los servicios y del lugar desde el que los preste. 

b) Cuando los servicios se presten por un empresario o profesional y la sede de su 
actividad económica o establecimiento permanente desde el que se presten los servicios se 
encuentre en el territorio de aplicación del impuesto, siempre que el destinatario del mismo no 
tenga la condición de empresario o profesional actuando como tal y se encuentre establecido 
o tenga su residencia o domicilio habitual en la Comunidad, así como cuando no resulte 
posible determinar su domicilio. 

A efectos de lo dispuesto en este párrafo, se presumirá que el destinatario del 
servicio es residente en la Comunidad cuando se efectúe el pago de la contraprestación del 
servicio con cargo a cuentas abiertas en establecimientos de entidades de crédito ubicadas 
en dicho territorio. 

c) Cuando los servicios sean prestados desde la sede de actividad o un 
establecimiento permanente de un empresario o profesional que se encuentre fuera de la 
Comunidad, y el destinatario no tenga la condición de empresario o profesional actuando 
como tal, siempre que este último se encuentre establecido o tenga su residencia o domicilio 
habitual en el territorio de aplicación del impuesto. 

A efectos de lo dispuesto en este párrafo, se presumirá que el destinatario del 
servicio se encuentra establecido o es residente en el territorio de aplicación del impuesto 
cuando se efectúe el pago de la contraprestación del servicio con cargo a cuentas abiertas en 
establecimientos de entidades de crédito ubicadas en dicho territorio. 



 
B) A efectos de esta Ley, y sin perjuicio de lo establecido en el número 8.° de este 

apartado, se considerarán servicios prestados por vía electrónica aquellos servicios que 
consistan en la transmisión enviada inicialmente y recibida en destino por medio de equipos 
de procesamiento, incluida la compresión numérica y el almacenamiento de datos, y 
enteramente transmitida, transportada y recibida por cable, radio, sistema óptico u otros 
medios electrónicos y, entre otros, los siguientes: 
 

a) El suministro y alojamiento de sitios informáticos. 
b) El mantenimiento a distancia de programas y de equipos. 
c) El suministro de programas y su actualización. 
d) El suministro de imágenes, texto, información y la puesta a disposición de bases 

de datos. 
e) El suministro de música, películas, juegos, incluidos los de azar o de dinero, y de 

emisiones y manifestaciones políticas, culturales, artísticas, deportivas, científicas o de ocio. 
f) El suministro de enseñanza a distancia. 

 
A estos efectos, el hecho de que el prestador de un servicio y su destinatario se 

comuniquen por correo electrónico no implicará, por sí mismo, que el servicio prestado tenga 
la consideración de servicio prestado por vía electrónica. 
 

5.° A) Los servicios que se enuncian en el párrafo siguiente de este número, en los 
supuestos que se citan a continuación: 
 

a) Cuando el destinatario sea un empresario o profesional que actúe como tal, y 
radique en el citado territorio la sede de su actividad económica, o tenga en el mismo un 
establecimiento permanente o, en su defecto, el lugar de su domicilio, siempre que se trate 
de servicios que tengan por destinatarios a dicha sede, establecimiento permanente o 
domicilio. Lo dispuesto en este párrafo se aplicará con independencia de dónde se encuentre 
establecido el prestador de los servicios y del lugar desde el que los preste. 

b) Cuando los servicios se presten por un empresario o profesional y la sede de su 
actividad económica o establecimiento permanente desde el que se presten los servicios se 
encuentre en el territorio de aplicación del impuesto, siempre que el destinatario del mismo no 
tenga la condición de empresario o profesional actuando como tal y se encuentre establecido 
o tenga su residencia habitual o domicilio en la Comunidad, Canarias, Ceuta o Melilla, así 
como cuando no resulte posible determinar su domicilio. 
 

B) Los servicios a los que se refiere el párrafo anterior son los siguientes: 
 

a) Las cesiones y concesiones de derechos de autor, patentes, licencias, marcas de 
fábrica o comerciales y los demás derechos de propiedad intelectual o industrial, así como 
cualesquiera otros derechos similares.  

b) La cesión o concesión de fondos de comercio, de exclusivas de compra o venta o 
del derecho a ejercer una actividad profesional.  

c) Los de publicidad.  
d) Los de asesoramiento, auditoría, ingeniería, gabinete de estudios, abogacía, 

consultores, expertos contables o fiscales y otros análogos, con excepción de los 
comprendidos en el número 1.° de este apartado uno.  

e) Los de tratamiento de datos y el suministro de informaciones, incluidos los 
procedimientos y experiencias de carácter comercial.  

f) Los de traducción, corrección o composición de textos, así como los prestados por 
intérpretes.  

g) Los de seguro, reaseguro y capitalización, así como los servicios financieros, 
citados respectivamente por el artículo 20, apartado uno, números 16.° y 18.°, de esta Ley, 
incluidos los que no estén exentos, con excepción del alquiler de cajas de seguridad.  

h) Los de cesión de personal.  
i) El doblaje de películas.  
j) Los arrendamientos de bienes muebles corporales, con excepción de los medios de 
transporte y los contenedores.  



k) Las obligaciones de no prestar, total o parcialmente, cualquiera de los servicios 
enunciados en este número. 

 
6.° Los de mediación en nombre y por cuenta ajena, siempre que las operaciones 

respecto de las que se intermedie sean distintas de las prestaciones de servicios enunciadas 
en los artículos 72 y 73 de esta Ley, en los siguientes supuestos: 
 

a) Los de mediación en las prestaciones de servicios a que se refiere el número 1.° 
de este apartado, cuando las operaciones respecto a las que se intermedia se refieran a 
bienes inmuebles radicados en el territorio de aplicación del impuesto. 

 b) Los de mediación en las prestaciones de servicios a que se refieren los números 
4.°, 5 .° y 8.° de este apartado, en cuanto los servicios respecto de los que se produce la 
mediación tengan por destinatario a un empresario o profesional establecido en otro Estado 
miembro o a una persona no establecida en la Comunidad, cuando el destinatario del servicio 
de mediación disponga en el territorio de aplicación del impuesto de la sede de su actividad 
económica, de un establecimiento permanente o, en su defecto, del lugar de su domicilio, 
siempre que los servicios de mediación tengan por destinatarios tales sede, esablecimiento o 
domicilio. 

c) Los demás, en los siguientes supuestos: 
 

1.°) Cuando la operación respecto de la que se produce la mediación se entienda 
efectuada en el territorio de aplicación del impuesto, salvo que el destinatario del servicio de 
mediación haya comunicado, con ocasión de la realización del mismo, un número de 
identificación a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido que haya sido atribuido por otro 
Estado miembro de la Comunidad. 

2.°) Cuando la operación respecto de la que se produce la mediación se deba 
entender efectuada en el territorio de otro Estado miembro, pero el destinatario del servicio de 
mediación haya comunicado, con ocasión de la realización del mismo, un número de 
identificación a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido que haya sido atribuido por la 
Administración española. 
 

7.° Los trabajos realizados sobre bienes muebles corporales y los informes periciales, 
valoraciones y dictámenes relativos a dichos bienes, en los siguientes supuestos: 
 

a) Cuando dichos servicios se realicen materialmente en el territorio de aplicación del 
impuesto, salvo en el caso de que el destinatario de los mismos comunique al prestador un 
número de identificación a efectos del Impuesto sobre el Valor Añadido que le haya sido 
atribuido por otro Estado miembro, y los bienes a que se refieren los servicios sean 
expedidos o transportados fuera del territorio de aplicación del impuesto. 

En todo caso, se entenderán prestados en el territorio de aplicación del impuesto los 
servicios a que se refiere esta letra relativos a los medios de transporte matriculados en dicho 
territorio. 

b) Cuando dichos servicios se presten materialmente en otro Estado miembro, el 
destinatario de los mismos comunique al prestador un número de identificación a efectos del 
Impuesto sobre el Valor Añadido que le haya sido atribuido por la Administración española y 
los bienes a que se refieren los servicios sean expedidos o transportados fuera del territorio 
del citado Estado miembro. 

No obstante, no se entenderán prestados en el territorio de aplicación del impuesto 
los servicios a que se refiere esta letra relativos a los medios de transporte que estén 
matriculados en el Estado miembro en que se presten, a condición de que se acredite la 
sujeción al impuesto en dicho Estado. 
 

8.° A) Los servicios de telecomunicaciones, de radiodifusión y de televisión, en los 
siguientes supuestos: 
 

a) Cuando el destinatario sea un empresario o profesional que actúe como tal y 
radique en el citado territorio la sede de su actividad económica, o tenga en el mismo un 
establecimiento permanente o, en su defecto, el lugar de su domicilio, siempre que se trate 
de servicios que tengan por destinatarios a dicha sede, establecimiento permanente o 



domicilio. Lo dispuesto en esta letra se aplicará con independencia de dónde se encuentre 
establecido el prestador de los servicios y del lugar desde el que los preste. 
 

b) Cuando los servicios se presten por un empresario o profesional y la sede de su 
actividad económica o establecimiento permanente desde el que se presten los servicios se 
encuentre en el territorio de aplicación del impuesto, siempre que el destinatario del mismo no 
tenga la condición de empresario o profesional actuando como tal y se encuentre establecido 
o tenga su residencia o domicilio habitual en la Comunidad, así como cuando no resulte 
posible determinar su domicilio. 
 

A efectos de lo dispuesto en este párrafo, se presumirá que el destinatario del 
servicio es residente en la Comunidad, cuando se efectúe el pago de la contraprestación del 
servicio con cargo a cuentas abiertas en establecimientos de entidades de crédito ubicadas 
en dicho territorio. 
 

c) Cuando los servicios sean prestados desde la sede de actividad o un 
establecimiento permanente de un empresario o profesional que se encuentre fuera de la 
Comunidad, y el destinatario no tenga la condición de empresario o profesional actuando 
como tal, siempre que este último se encuentre establecido o tenga su residencia o domicilio 
habitual en el territorio de aplicación del impuesto y la utilización o explotación efectivas de 
dichos servicios se realicen en el citado territorio. 
 

A efectos de lo dispuesto en este párrafo, se presumirá que el destinatario del 
servicio se encuentra establecido o es residente en el territorio de aplicación del impuesto 
cuando se efectúe el pago de la contraprestación del servicio con cargo a cuentas abiertas en 
establecimientos de entidades de crédito ubicadas en dicho territorio. 
 

B) A efectos de esta Ley, se considerarán servicios de telecomunicación los que 
tengan por objeto la transmisión, emisión y recepción de señales, textos, imágenes y sonidos 
o información de cualquier naturaleza, por hilo, radio, medios ópticos u otros medios 
electromagnéticos, incluyendo la cesión o concesión de un derecho al uso de medios para tal 
transmisión, emisión o recepción e, igualmente, la provisión de acceso a redes informáticas. 
 

Dos. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, se considerarán prestados en 
el territorio de aplicación del impuesto los servicios comprendidos en los números 4.°, 5.° y 
6.°, letra b) de dicho apartado que tengan por destinatario a un empresario o profesional 
actuando como tal, así como los servicios comprendidos en el número 8.° del mismo en todo 
caso, cuando su utilización o explotación efectivas se realicen en el citado territorio, siempre 
que, conforme a las reglas de localización aplicables a estos servicios, no se hubiesen 
entendido prestados en la Comunidad, Canarias, Ceuta y Melilla.» 
 
Siete. Se modifica el apartado cuatro del artículo 78, que quedará redactado de la siguiente 

manera: 
 

«Cuatro. Cuando las cuotas del Impuesto sobre el valor añadido que graven las 
operaciones sujetas a dicho tributo no se hubiesen repercutido expresamente en factura, se 
entenderá que la contraprestación no incluyó dichas cuotas. 

Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior: 
 

1.° Los casos en que la repercusión expresa del impuesto no fuese obligatoria. 
2.° Los supuestos a que se refiere el apartado dos, número 5.° de este artículo.» 

 
Ocho. Se modifica el apartado uno del artículo 87, que quedará redactado de la siguiente 

manera: 
 

«Uno. Serán responsables solidarios de la deuda tributaria que corresponda 
satisfacer al sujeto pasivo, los destinatarios de las operaciones que, mediante acción u 
omisión culposa o dolosa, eludan la correcta repercusión del impuesto. 

A estos efectos, la responsabilidad alcanzará a la sanción que pueda proceder.» 



 
Nueve. Se modifican los apartados dos y tres del artículo 88 de la Ley 37/1992, de 28 de 

diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, que quedarán redactados de la siguiente manera: 
 

«Dos. La repercusión del impuesto deberá efectuarse mediante factura o documento 
sustitutivo, en las condiciones y con los requisitos que se determinen reglamentariamente. 

A estos efectos, la cuota repercutida se consignará separadamente de la base 
imponible, incluso en el caso de precios fijados administrativamente, indicando el tipo 
impositivo aplicado. 

Se exceptuarán de lo dispuesto en los párrafos anteriores de este apartado las 
operaciones que se determinen reglamentariamente. 

Tres. La repercusión del impuesto deberá efectuarse al tiempo de expedir y entregar 
la factura o documento sustitutivo correspondiente.» 
 
Diez. Se modifica el apartado dos del artículo 89, que quedará redactado de la siguiente 

manera: 
 

«Dos. Lo dispuesto en el apartado anterior será también de aplicación cuando, no 
habiéndose repercutido cuota alguna, se hubiese expedido la factura o documento sustitutivo 
correspondiente a la operación.» 
 
Once. Se modifica el número 6.° del apartado uno. 1 del artículo 91, que quedará redactado 

de la siguiente manera: 
 

«6.° Los aparatos y complementos, incluidas las gafas graduadas y las lentillas que, 
por sus características objetivas, sean susceptibles de destinarse esencial o principalmente a 
suplir las deficiencias físicas del hombre o de los animales, incluidas las limitativas de su 
movilidad y comunicación. 

Los productos sanitarios, material, equipos o instrumental que, objetivamente 
considerados, solamente puedan utilizarse para prevenir, diagnosticar, tratar, aliviar o curar 
enfermedades o dolencias del hombre o de los animales. 

No se incluyen en este número los cosméticos ni los productos de higiene personal, a 
excepción de compresas, tampones y protegeslips.» 

 
Doce. El apartado uno.3 del artículo 91 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto 

sobre el Valor Añadido, queda redactado en los siguientes términos: 
 

«3. Las siguientes operaciones: 
 

1.° Las ejecuciones de obras, con o sin aportación de materiales, consecuencia de 
contratos directamente formalizados entre el promotor y el  contratista que tengan por objeto 
la construcción o rehabilitación de edificaciones o partes de las mismas destinadas 
principalmente a viviendas, incluidos los locales, anejos, garajes, instalaciones y servicios 
complementarios en ellos situados. 

Se considerarán destinadas principalmente a viviendas las edificaciones en las que, 
al menos el 50 por 100 de la superficie construida, se destine a dicha utilización. 

2.° Las ventas con instalación de armarios de cocina y de baño y de armarios 
empotrados para las edificaciones a que se refiere el número 1.° anterior, que sean 
realizadas como consecuencia de contratos directamente formalizados con el promotor de la 
construcción o rehabilitación de dichas edificaciones. 

3.° Las ejecuciones de obra, con o sin aportación de materiales, consecuencia de 
contratos directamente formalizados entre las comunidades de propietarios de las 
edificaciones o partes de las mismas a que se refiere el número 1.° anterior y el contratista 
que tengan por objeto la construcción de garajes complementarios de dichas edificaciones, 
siempre que dichas ejecuciones de obra se realicen en terrenos o locales que sean 
elementos comunes de dichas comunidades y el número de plazas de garaje a adjudicar a 
cada uno de los propietarios no exceda de dos unidades.» 
 

Trece. Se modifica el apartado uno del artículo 92, que quedará redactado de la siguiente manera: 



 
«Uno. Los sujetos pasivos podrán deducir de las cuotas del Impuesto sobre el Valor 

Añadido devengadas por las operaciones gravadas que realicen en el interior del país las 
que, devengadas en el mismo territorio, hayan soportado por repercusión directa o satisfecho 
por las siguientes operaciones: 
 

1.° Las entregas de bienes y prestaciones de servicios efectuadas por otro sujeto 
pasivo del Impuesto. 

2.° Las importaciones de bienes. 
3.° Las entregas de bienes y prestaciones de servicios comprendidas en los artículos 

9, número 1.°, letras c) y d), 84, apartado uno, número 2.°, y 140 quinqué, todos ellos de esta 
Ley. 

4.° Las adquisiciones intracomunitarias de bienes definidas en los artículos 13, 
número 1.°, y 16 de esta Ley.» 

 
Catorce. Se modifica el artículo 97, que quedará redactado de la siguiente manera: 

 
«Artículo 97. Requisitos formales de la deducción. 

 
Uno. Sólo podrán ejercitar el derecho a la deducción los empresarios o profesionales 

que estén en posesión del documento justificativo de su derecho. 
A estos efectos, únicamente se considerarán documentos justificativos del derecho a 

la deducción: 
1.° La factura original expedida por quien realice la entrega o preste el servicio o, en 

su nombre y por su cuenta, por su cliente o por un tercero, siempre que, para cualquiera de 
estos casos, se cumplan los requisitos que se establezcan regiamentariamente. 

2.° El documento acreditativo del pago del impuesto a la importación. 
3.° La factura expedida por el sujeto pasivo en los supuestos previstos en el artículo 

165, apartado uno, de esta Ley. 
4.° El recibo original firmado por el titular de la explotación agrícola, forestal, 

ganadera o pesquera a que se refiere el artículo 134, apartado tres, de esta Ley. 
 

Dos. Los documentos anteriores que no cumplan todos y cada uno de los requisitos 
establecidos legal y reglamentariamente no justificarán el derecho a la deducción, salvo que 
se produzca la correspondiente rectificación de los mismos. El derecho a la deducción de las 
cuotas cuyo ejercicio se justifique mediante un documento rectificativo sólo podrá efectuarse 
en el período impositivo en el que el empresario o profesional reciba dicho documento o en 
los siguientes, siempre que no haya transcurrido el plazo al que hace referencia el artículo 
100 de esta Ley, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado dos del artículo 114 de la misma. 

Tres. En ningún caso será admisible el derecho a deducir en cuantía superior a la 
cuota tributaria expresa y separadamente consignada que haya sido repercutida o, en su 
caso, satisfecha según el documento justificativo de la deducción. 

Cuatro. Tratándose de bienes o servicios adquiridos en común por varias personas, 
cada uno de los adquirentes podrá efectuar la deducción, en su caso, de la parte proporcional 
correspondiente, siempre que en el original y en cada uno de los ejemplares duplicados de la 
factura se consigne, en forma distinta y separada, la porción de base imponible y cuota 
repercutida a cada uno de los destinatarios.» 
 
Quince. Se modifica el apartado cuatro del artículo 99, que quedará redactado de la siguiente 

manera: 
 

«Cuatro. Se entenderán soportadas las cuotas deducibles en el momento en que el 
empresario o profesional que las soportó reciba la correspondiente factura o demás 
documentos justificativos del derecho a la deducción. 

Si el devengo del impuesto se produjese en un momento posterior al de la recepción 
de la factura, dichas cuotas se entenderán soportadas cuando se devenguen. 

En los casos a los que se refiere el artículo 165 de esta Ley, las cuotas se 
entenderán soportadas en el momento en el que se expida la factura a la que se refiere este 



artículo, salvo que el momento del devengo sea posterior al de dicha emisión, en cuyo caso 
dichas cuotas se entenderán soportadas en el momento del devengo de las mismas. 

En los casos a que se refiere el artículo 98, apartados dos y cuatro de esta Ley, las 
cuotas deducibles se entenderán soportadas en el momento en que nazca el derecho a la 
deducción.» 
 
Dieciséis. Se modifica el apartado tres del artículo 115, que quedará redactado de la 

siguiente manera: 
 

«Tres. En los supuestos a que se refieren este artículo y el siguiente, la 
Administración procederá en su caso, a practicar liquidación provisional dentro de los seis 
meses siguientes al término del plazo previsto para la presentación de la declaración-li-
quidación en que se solicite la devolución del impuesto. No obstante, cuando la citada 
declaración-liquidación se hubiera presentado fuera de este plazo, los seis meses se 
computarán desde la fecha de su presentación. 

Cuando de la declaración-liquidación, o en su caso, de la liquidación provisional 
resulte cantidad a devolver, la Administración tributaria procederá a su devolución de oficio, 
sin perjuicio de la práctica de las ulteriores liquidaciones provisionales o definitivas, que 
procedan. 

Si la liquidación provisional no se hubiera practicado en el plazo establecido en el 
primer párrafo de este apartado, la Administración tributaria procederá a devolver de oficio el 
importe total de la cantidad solicitada, sin perjuicio de la práctica de las liquidaciones 
provisionales o definitivas ulteriores que pudieran resultar procedentes. 

Transcurrido el plazo establecido en el primer párrafo de este apartado sin que se 
haya ordenado el pago de la devolución por causa imputable a la Administración tributaria, se 
aplicará a la cantidad pendiente de devolución el interés de demora a que se refiere el 
artículo 58.2.c) de la Ley General Tributaria, desde el día siguiente al de la finalización de 
dicho plazo y hasta la fecha del ordenamiento de su pago, sin necesidad de que el sujeto 
pasivo así lo reclame. 

Reglamentariamente se determinarán el procedimiento y la forma de pago de la 
devolución de oficio a que se refiere el presente apartado.» 

 
Diecisiete. Se modifica el apartado uno del artículo 101, que quedará redactado de la 

siguiente manera: 
 

«Uno. Los sujetos pasivos que realicen actividades económicas en sectores 
diferenciados de la actividad empresarial o profesional deberán aplicar separadamente el 
régimen de deducciones respecto de cada uno de ellos. 

La aplicación de la regla de prorrata especial podrá efectuarse independientemente 
respecto de cada uno de los sectores diferenciados de la actividad empresarial o profesional 
determinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 9, número 1.°, letra c), letras a'), c') 
y d') de esta Ley. 

Los regímenes de deducción correspondientes a los sectores diferenciados de 
actividad determinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 9, número 1.°, letra c), 
letra b') de esta Ley se regirán, en todo caso, por lo previsto en la misma para los regímenes 
especiales simplificado, de la agricultura, ganadería y pesca, de las operaciones con oro de 
inversión y del recargo de equivalencia, según corresponda. 

Cuando se efectúen adquisiciones o importaciones de bienes o servicios para su 
utilización en común en varios sectores diferenciados de actividad, será de aplicación lo 
establecido en el artículo 104, apartados dos y siguientes de esta Ley, para determinar el 
porcentaje de deducción aplicable respecto de las cuotas soportadas en dichas adquisiciones 
o importaciones, computándose a tal fin las operaciones realizadas en los sectores diferen-
ciados correspondientes y considerándose que, a tales efectos, no originan el derecho a 
deducir las operaciones incluidas en el régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca 
o en el régimen especial del recargo de equivalencia. 

Por excepción a lo dispuesto en el párrafo anterior y siempre que no pueda aplicarse 
lo previsto en el mismo, cuando tales bienes o servicios se destinen a ser utilizados 
simultáneamente en actividades acogidas al régimen especial simplificado y en otras 
actividades sometidas al régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca o del recargo 



de equivalencia, el referido porcentaje de deducción a efectos del régimen simplificado será 
del 50 por 100 si la afectación se produce respecto de actividades sometidas a dos de los 
citados regímenes especiales, o de un tercio en otro caso.» 
 
Dieciocho. Se da nueva redacción al artículo 120, que quedará redactado de la siguiente 

manera: 
 

«Artículo 120. Normas generales. 
 

Uno. Los regímenes especiales en el Impuesto sobre el Valor Añadido son los 
siguientes: 
 

1.° Régimen simplificado. 
2.° Régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca. 
3.° Régimen especial de los bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos 

de colección. 
4.° Régimen especial aplicable a las operaciones con oro de inversión. 
5.° Régimen especial de las agencias de viajes. 
6.° Régimen especial del recargo de equivalencia. 
7.° Régimen especial aplicable a los servicios prestados por vía electrónica. 

 
Dos. Los regímenes especiales regulados en este Título tendrán carácter voluntario, 

a excepción de los comprendidos en los números 4.°, 5.° y 6.° del apartado anterior, sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 140 ter de esta Ley. 

Tres. El régimen especial de los bienes usados, objetos de arte, antigüedades y 
objetos de colección se aplicará exclusivamente a los sujetos pasivos que hayan presentado 
la declaración prevista en el artículo 164, apartado uno, número 1.° de esta Ley, relativa al 
comienzo de las actividades que determinan su sujeción al impuesto. 

Cuatro. Los regímenes especiales simplificado y de la agricultura, ganadería y pesca 
se aplicarán salvo renuncia de los sujetos pasivos, ejercitada en los plazos y forma que se 
determinen reglamentariamente. 

El régimen especial de los bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de 
colección se aplicará salvo renuncia de los sujetos pasivos, que podrá efectuarse para cada 
operación en particular y sin comunicación expresa a la Administración. 

Cinco. El régimen especial aplicable a los servicios prestados por vía electrónica se 
aplicará a aquellos operadores que hayan presentado la declaración prevista en el artículo 
163 ter de esta Ley, relativa al comienzo de la realización de las prestaciones de servicios 
electrónicos efectuadas en el interior de la Comunidad.» 
 
Diecinueve. Se modifica el artículo 122 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto 

sobre el Valor Añadido, que quedará redactado de la siguiente manera: 
 

«Artículo 122. Régimen simplificado. 
 

Uno. El régimen simplificado se aplicará a las personas físicas y a las entidades en 
régimen de atribución de rentas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, que 
desarrollen las actividades y reúnan los requisitos previstos en las normas que lo regulen, 
salvo que renuncien a él en los términos que reglamentariamente se establezcan. 

Dos. Quedarán excluidos del régimen simplificado: 
 

1.° Los empresarios o profesionales que realicen otras actividades económicas no 
comprendidas en el régimen simplificado, salvo que por tales actividades estén acogidos a 
los regímenes especiales de la agricultura, ganadería y pesca o del recargo de equivalencia. 
No obstante, no supondrá la exclusión del régimen simplificado la realización por el 
empresario o profesional de otras actividades que se determinen reglamentariamente. 

2.° Aquellos empresarios o profesionales en los que concurra cualquiera de las 
siguientes circunstancias, en los términos que reglamentariamente se establezcan: 
 



Que el volumen de ingresos en el año inmediato anterior, supere cualquiera de los 
siguientes importes: 
 

Para el conjunto de sus actividades empresariales o profesionales, 450.000 euros 
anuales. 

Para el conjunto de las actividades agrícolas, forestales y ganaderas que se 
determinen por el Ministro de Hacienda, 300.000 euros anuales. 
 

Cuando en el año inmediato anterior se hubiese iniciado una actividad, el volumen de 
ingresos se elevará al año. 

A efectos de lo previsto en este número, el volumen de ingresos incluirá la totalidad 
de los obtenidos en el conjunto de las actividades mencionadas, no computándose entre ellos 
las subvenciones corrientes o de capital ni las indemnizaciones, así como tampoco el 
Impuesto sobre el Valor Añadido que grave la operación. 

3.° Aquellos empresarios o profesionales cuyas adquisiciones e importaciones de 
bienes y servicios para el conjunto de sus actividades empresariales o profesionales, 
excluidas las relativas a elementos del inmovilizado, hayan superado en el año inmediato 
anterior el importe de 300.000 euros anuales, excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido. 

Cuando en el año inmediato anterior se hubiese iniciado una actividad, el importe de 
las citadas adquisiciones e importaciones se elevará al año. 

4.° Los empresarios o profesionales que renuncien o hubiesen quedado excluidos de 
la aplicación del régimen de estimación objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas por cualquiera de sus actividades. 
 

Tres. La renuncia al régimen simplificado tendrá efecto para un período mínimo de 
tres años, en las condiciones que reglamentariamente se establezcan.» 
 
Veinte. Se modifica el apartado Uno del artículo 123, que quedará redactado de la siguiente 

manera: 
 

«Uno. A) Los empresarios o profesionales acogidos al régimen simplificado 
determinarán, para cada actividad a que resulte aplicable este régimen especial, el importe 
de las cuotas devengadas en concepto de Impuesto sobre el Valor Añadido y del recargo de 
equivalencia, en virtud de los índices, módulos y demás parámetros, así como del 
procedimiento que establezca el Ministro de Hacienda. 

Del importe de las cuotas devengadas indicado en el párrafo anterior, podrá 
deducirse el importe de las cuotas soportadas o satisfechas por operaciones corrientes 
relativas a bienes o servicios afectados a la actividad por la que el empresario o profesional 
esté acogido a este régimen especial, de conformidad con lo previsto en el capítulo I del 
Título VIII de esta Ley. No obstante, la deducción de las mismas se ajustará a las siguientes 
reglas: 
 

a) No serán deducibles las cuotas soportadas por los servicios de desplazamiento o 
viajes, hostelería y restauración en el supuesto de empresarios o profesionales que 
desarrollen su actividad en local determinado. A estos efectos, se considerará local 
determinado cualquier edificación, excluyendo los almacenes, aparcamientos o depósitos 
cerrados al público. 
 

b) Las cuotas soportadas o satisfechas sólo serán deducibles en la 
declaración-liquidación correspondiente al último período impositivo del año en el que deban 
entenderse soportadas o satisfechas, por lo que, con independencia del régimen de 
tributación aplicable en años sucesivos, no procederá su deducción en un período impositivo 
posterior. 
 

c) La deducción de las cuotas soportadas o satisfechas no se verá afectada por la 
percepción por el empresario o profesional de subvenciones que no formen parte de la base 
imponible de sus operaciones, y que se destinen a financiar dicha actividad. 
 



d) Cuando se realicen adquisiciones o importaciones de bienes y servicios para su 
utilización en común en varias actividades por las que el empresario o profesional esté 
acogido a este régimen especial, la cuota a deducir en cada una de ellas será la que resulte 
del prorrateo en función de su utilización efectiva. Si no fuese posible aplicar dicho 
procedimiento, se imputarán por partes iguales a cada una de las actividades. 
 

e) Podrán deducirse las compensaciones agrícolas a que se refiere el artículo 130 de 
esta Ley, satisfechas por los empresarios o profesionales por la adquisición de bienes o 
servicios a empresarios acogidos al régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca. 
 

f) Adicionalmente, los empresarios o profesionales tendrán derecho, en relación con 
las actividades por las que estén acogidos a este régimen especial, a deducir el 1 por 100 del 
importe de la cuota devengada a que se refiere el párrafo primero de este apartado, en 
concepto de cuotas soportadas de difícil justificación. 
 

B) Al importe resultante de lo dispuesto en la letra anterior se añadirán las cuotas 
devengadas por las siguientes operaciones: 
 

1.° Las adquisiciones intracomunitarias de bienes. 
2.° Las operaciones a que se refiere el artículo 84, apartado uno, número 2.° de esta 

Ley. 
3.° Las entregas de activos fijos materiales y las transmisiones de activos fijos 

inmateriales. 
 

C) Del resultado de las dos letras anteriores, se deducirá el importe de las cuotas 
soportadas o satisfechas por la adquisición o importación de activos fijos, considerándose 
como tales los elementos del inmovilizado y, en particular, aquéllos de los que se disponga 
en virtud de contratos de arrendamiento financiero con opción de compra, tanto si dicha 
opción es vinculante, como si no lo es. A estos efectos, se tendrá en cuenta la percepción de 
subvenciones de capital destinadas a financiar la compra de determinados bienes o servicios, 
adquiridos en virtud de operaciones sujetas y no exentas del impuesto, en los términos dis-
puestos por los párrafos segundo y tercero del número 2.° del apartado dos del artículo 104 
de esta Ley. 

 
El ejercicio de este derecho a la deducción se efectuará en los términos que 

reglamentariamente se establezcan. 
 

D) La liquidación del impuesto correspondiente a las importaciones de bienes 
destinados a ser utilizados en actividades por las que el empresario o profesional esté 
acogido a este régimen especial, se efectuará con arreglo a las normas generales 
establecidas para la liquidación de las importaciones de bienes.» 

 
Veintiuno. Se modifica el artículo 124 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto 

sobre el Valor Añadido, que quedará redactado de la siguiente manera: 
 

«Artículo 124. Ámbito subjetivo de aplicación. 
 

Uno. El régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca será de aplicación a los 
titulares de explotaciones agrícolas, forestales, ganaderas o pesqueras en quienes concurran 
los requisitos señalados en este capítulo, salvo que renuncien a él en los términos que 
reglamentariamente se establezcan. 

Dos. Quedarán excluidos del régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca: 
 

1.° Las sociedades mercantiles. 
2.° Las sociedades cooperativas y las sociedades agrarias de transformación. 
3.° Los empresarios o profesionales cuyo volumen de operaciones durante el año 

inmediatamente anterior hubiese excedido del importe que se determine reglamentariamente. 



4.° Los empresarios o profesionales que renuncien a la aplicación del régimen de 
estimación objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas por cualquiera de 
sus actividades económicas. 

5.° Los empresarios o profesionales que renuncien a la aplicación del régimen 
simplificado. 

6.° Aquellos empresarios o profesionales cuyas adquisiciones e importaciones de 
bienes y servicios para el conjunto de sus actividades empresariales o profesionales, 
excluidas las relativas a elementos del inmovilizado, hayan superado en el año inmediato 
anterior el importe de 300.000 euros anuales, excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido. 
 

Cuando en el año inmediato anterior se hubiese iniciado una actividad, el importe de 
las citadas adquisiciones e importaciones se elevará al año. 

Tres. Los empresarios o profesionales que, habiendo quedado excluidos de este 
régimen especial por haber superado los límites de volumen de operaciones o de 
adquisiciones o importaciones de bienes o servicios previstos en los números 3.° y 6.° del 
apartado dos anterior, no superen dichos límites en años sucesivos, quedarán sometidos al 
régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca, salvo que renuncien al mismo. 

Cuatro. La renuncia al régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca tendrá 
efecto para un período mínimo de tres años, en las condiciones que reglamentariamente se 
establezcan.» 
 
Veintidós. Se añade un nuevo artículo 134 bis, que quedará redactado de la siguiente 

manera: 
 

«Artículo 134 bis. Comienzo o cese en la aplicación del régimen especial de la agricultura, 
ganadería y pesca. 
 

Uno. Cuando el régimen de tributación aplicable a una determinada actividad 
agrícola, ganadera, forestal o pesquera cambie del régimen general del Impuesto al especial 
de la agricultura, ganadería y pesca, el empresario o profesional titular de la «Artículo 140 
sexies. Conservación de las factuactividad quedará obligado a:   
 

1.° Ingresar el importe de la compensación correspondiente a la futura entrega de los 
productos naturales que ya se hubieren obtenido en la actividad a la fecha del cambio del 
régimen de tributación y que no se hubieran entregado a dicha fecha. El cálculo de esta 
compensación se efectuará con arreglo a lo dispuesto en el artículo 130 de esta Ley, fijando 
provisionalmente la base de su cálculo mediante la aplicación de criterios fundados, sin 
perjuicio de su rectificación cuando dicho importe resulte conocido. 

2.° Rectificar las deducciones correspondientes a los bienes, salvo los de inversión, y 
los servicios que no hayan sido consumidos o utilizados efectivamente de forma total o 
parcial en la actividad o explotación. 

Al efecto del cumplimiento de las obligaciones que se establecen en este apartado, el 
empresario o profesional quedará obligado a confeccionar y presentar un inventario a la fecha 
en que deje de aplicarse el régimen general. Tanto la presentación de este inventario como la 
realización del ingreso correspondiente se ajustarán a los requisitos y condiciones que se 
establezcan reglamentariamente. 
 

Dos. Cuando el régimen de tributación aplicable a una determinada actividad 
agrícola, ganadera, forestal o pesquera cambie del régimen especial de la agricultura, 
ganadería y pesca al general del Impuesto, el empresario o profesional titular de la actividad 
tendrá derecho a: 
 

1.° Efectuar la deducción de la cuota resultante de aplicar al valor de los bienes 
afectos a la actividad, Impuesto sobre el Valor Añadido excluido, en la fecha en que deje de 
aplicarse el régimen especial, los tipos de dicho impuesto que estuviesen vigentes en la 
citada fecha. A estos efectos, no se tendrán en cuenta los siguientes: 
 

a) Bienes de inversión, definidos conforme a lo dispuesto en el artículo 108 de esta 
Ley. 



b) Bienes y servicios que hayan sido utilizados o consumidos total o parcialmente en 
la actividad. 
 

2.° Deducir la compensación a tanto alzado que prevé el artículo 130 de esta Ley por 
los productos naturales obtenidos en las explotaciones que no se hayan entregado a la fecha 
del cambio del régimen de tributación. 
 

A efectos del ejercicio de los derechos recogidos en este apartado, el empresario o 
profesional deberá confeccionar y presentar un inventario a la fecha en que deje de aplicarse 
el régimen general. Tanto la presentación de este inventario como el ejercicio de estos 
derechos se ajustarán a los requisitos y condiciones que se establezcan reglamentariamente. 

Tres. Para la regularización de deducciones de las cuotas soportadas o satisfechas 
por la adquisición o importación de bienes de inversión, será cero la prorrata de deducción 
aplicable durante el período o períodos en que la actividad esté acogida a este régimen 
especial.» 
 
Veintitrés. Se añade un nuevo artículo, el 140 sexies, en la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, 

del Impuesto sobre el Valor Añadido, que quedará redactado de la siguiente manera: 
 
“Artículo 140 sexies. Conservación de las facturas. 

 
Los empresarios y profesionales que realicen operaciones que tengan por objeto oro 

de inversión, deberán conservar las copias de las facturas correspondientes a dichas 
operaciones, así como los registros de las mismas, durante un período de cinco años.» 

 
Veinticuatro. Se añade un nuevo capítulo VIII al Título IX, que quedará redactado de la 

siguiente manera: 
 

«CAPÍTULO VIII 
 

Régimen especial aplicable a los servicios 
prestados por vía electrónica 

 
Artículo 163 bis. Ámbito de aplicación y definiciones. 
 

Uno. Los empresarios o profesionales no establecidos en la Comunidad que presten 
servicios electrónicos a personas que no tengan la condición de empresario o profesional, y 
que estén establecidas en la Comunidad o que tengan en ella su domicilio o residencia 
habitual, podrán acogerse al régimen especial previsto en el presente capítulo. 

El régimen especial se aplicará a todas las prestaciones de servicios que, de acuerdo 
con lo dispuesto por la letra c) de la letra A) del número 4.° del apartado uno del artículo 70 
de esta Ley, o sus equivalentes en las legislaciones de otros Estados miembros, deban 
entenderse efectuadas en la Comunidad. 
 

Dos. A efectos del presente capítulo, serán de aplicación las siguientes definiciones: 
 

a) "Empresario o profesional no establecido en la Comunidad": todo empresario o 
profesional que no tenga la sede de su actividad económica en la Comunidad ni posea un 
establecimiento permanente en el territorio de la Comunidad ni tampoco tenga la obligación, 
por otro motivo, de estar identificado en la Comunidad conforme al número 2.° del apartado 
uno del artículo 164 de esta Ley o sus equivalentes en las legislaciones de otros Estados 
miembros; 
 

b) "Servicios electrónicos" o "servicios prestados por vía electrónica": los servicios 
definidos en la letra B) del número 4.° del apartado uno del artículo 70 de esta Ley; 
 

c) "Estado miembro de identificación": el Estado miembro por el que haya optado el 
empresario o profesional no establecido para declarar el inicio de su actividad como tal 



empresario o profesional en el territorio de la Comunidad, de conformidad con lo dispuesto en 
el presente artículo; 
 

d) "Estado miembro de consumo": el Estado miembro en el que se considera que 
tiene lugar la prestación de los servicios electrónicos conforme a la letra c) de la letra A) del 
número 4.° del apartado uno del artículo 70 o sus equivalentes en otros Estados miembros; 
 

e) "Declaración-liquidación periódica del régimen especial aplicable a los servicios 
prestados por vía electrónica": la declaración-liquidación en la que consta la información 
necesaria para determinar la cuantía del impuesto correspondiente en cada Estado miembro. 
 

Tres. Será causa de exclusión de este régimen especial cualquiera de las siguientes 
circunstancias: 
 

a) La presentación de la declaración de cese de las operaciones comprendidas en 
este régimen especial. 

b) La existencia de hechos que permitan presumir que las operaciones del 
empresario o profesional incluidas en este régimen especial han concluido. 

c) El incumplimiento de los requisitos necesarios para acogerse a este régimen 
especial. 

d) El incumplimiento reiterado de las obligaciones impuestas por la normativa de este 
régimen especial. 
 
Artículo 163 ter. Obligaciones formales. 
 

Uno. En caso de que España sea el Estado de identificación elegido por el 
empresario o profesional no establecido en la Comunidad, éste quedará obligado a: 
 

a) Declarar el inicio, la modificación o el cese de sus operaciones comprendidas en 
este régimen especial. Dicha declaración se presentará por vía electrónica. 

La información facilitada por el empresario o profesional no establecido al declarar el 
inicio de sus actividades gravadas incluirá los siguientes datos de identificación: nombre, 
direcciones postal y de correo electrónico, las direcciones electrónicas de los sitios de internet 
a través de los que opere, en su caso, el número mediante el que esté identificado ante la 
Administración fiscal del territorio tercero en el que tenga su sede de actividad, y una 
declaración en la que manifieste que carece de identificación a efectos de la aplicación de un 
impuesto análogo al Impuesto sobre el Valor Añadido en un Estado miembro. Igualmente, el 
empresario o profesional no establecido comunicará toda posible modificación de la citada 
información. 

A efectos de este régimen, la Administración tributaria identificará al empresario o 
profesional no establecido mediante un número individual. 

La Administración tributaria notificará por vía electrónica al empresario o profesional 
no establecido el número de identificación que le haya asignado. 

b) Presentar por vía electrónica una declaración-liquidación del Impuesto sobre el 
Valor Añadido por cada trimestre natural, independientemente de que haya suministrado o no 
servicios electrónicos. La declaración se presentará dentro del plazo de veinte días a partir 
del final del período al que se refiere la declaración. 

Esta declaración-liquidación deberá incluir el número de identificación y, por cada 
Estado miembro de consumo en que se haya devengado el impuesto, el valor total, excluido 
el impuesto sobre el volumen de negocios que grave la operación, de los servicios prestados 
por vía electrónica durante el período al que se refiere la declaración, la cantidad global del 
impuesto correspondiente a cada Estado miembro y el importe total, resultante de la suma de 
todas éstas, que debe ser ingresado en España. 

Si el importe de la contraprestación de las operaciones se hubiera fijado en moneda 
distinta del euro, el mismo se convertirá a euros aplicando el tipo de cambio válido que 
corresponda al último día del período de declaración. El cambio se realizará siguiendo los 
tipos de cambio publicados por el Banco Central Europeo para ese día o, si no hubiera 
publicación correspondiente a ese día, del día siguiente. 



c) Ingresar el impuesto en el momento en que se presente la declaración. El importe 
se ingresará en euros en la cuenta bancaria designada por la Administración tributaria. 

d) Mantener un registro de las operaciones incluidas en este régimen especial. Este 
registro deberá llevarse con la precisión suficiente para que la Administración tributaria del 
Estado miembro de consumo pueda comprobar si la declaración mencionada en el párrafo b) 
anterior es correcta. 

Este registro estará a disposición tanto del Estado miembro de identificación como 
del de consumo, quedando obligado el empresario o profesional no establecido a ponerlo a 
disposición de las Administraciones tributarias de los referidos Estados, previa solicitud de las 
mismas, por vía electrónica. 

Este registro de operaciones deberá conservarse por el empresario o profesional no 
establecido durante un período de diez años desde el final del año en que se hubiera 
realizado la operación. 

e) Expedir y entregar factura o documento sustitutivo cuando el destinatario de las 
operaciones se encuentre establecido o tenga su residencia o domicilio habitual en el 
territorio de aplicación del impuesto. 
 

Dos. En caso de que el empresario o profesional no establecido hubiera elegido 
cualquier otro Estado miembro distinto de España para presentar la declaración de inicio en 
este régimen especial, y en relación con las operaciones que, de acuerdo con lo dispuesto 
por la letra c) de la letra A) del número 4.° del apartado uno del artículo 70 de esta Ley, deban 
considerarse efectuadas en el territorio de aplicación del impuesto, el ingreso del impuesto 
correspondiente a las mismas deberá efectuarse mediante la presentación en el Estado 
miembro de identificación de la declaración a que se hace referencia en el apartado anterior. 

Además, el empresario o profesional no establecido deberá cumplir el resto de 
obligaciones contenidas en el apartado uno anterior en el Estado miembro de identificación y, 
en particular, las establecidas en la letra d) de dicho apartado. Asimismo, el empresario o 
profesional deberá expedir y entregar factura o documento sustitutivo cuando el destinatario 
de las operaciones se encuentre establecido o tenga su residencia o domicilio habitual en el 
territorio de aplicación del Impuesto. 

Tres. El Ministro de Hacienda dictará las disposiciones necesarias para el desarrollo 
y aplicación de lo establecido en el presente capítulo. 
 
Artículo 163 quáter. Derecho a la deducción de las cuotas soportadas. 
 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el número 2.° del apartado dos del artículo 119 de 
esta Ley, los empresarios o profesionales no establecidos en la Comunidad que se acojan a 
este régimen especial tendrán derecho a la devolución de las cuotas del Impuesto sobre el 
Valor Añadido soportadas o satisfechas en la adquisición o importación de bienes y servicios 
que deban entenderse realizadas en el territorio de aplicación del impuesto, siempre que 
dichos bienes y servicios se destinen a la prestación de los servicios a los que se refiere la 
letra b) del apartado dos del artículo 163 bis de esta Ley. El procedimiento para el ejercicio de 
este derecho será el previsto en el artículo 119 de esta Ley. 

A estos efectos no se exigirá que esté reconocida la existencia de reciprocidad de 
trato a favor de los empresarios o profesionales establecidos en el territorio de aplicación del 
impuesto. 

Los empresarios o profesionales que se acojan a lo dispuesto en este artículo no 
estarán obligados a nombrar representante ante la Administración tributaria a estos efectos.» 
 
Veinticinco. Se da nueva redacción al artículo 164, que quedará redactado de la siguiente 

manera: 
 

«Artículo 164. Obligaciones de los sujetos pasivos. 
 

Uno. Sin perjuicio de lo establecido en el Título anterior, los sujetos pasivos del 
impuesto estarán obligados, con los requisitos, límites y condiciones que se determinen 
reglamentariamente, a: 
 



1.° Presentar declaraciones relativas al comienzo, modificación y cese de las 
actividades que determinen su sujeción al impuesto. 

2.° Solicitar de la Administración el número de identificación fiscal y comunicarlo y 
acreditarlo en los supuestos que se establezcan. 

3.° Expedir y entregar factura de todas sus operaciones, ajustada a lo que se 
determine reglamentariamente. 

4.° Llevar la contabilidad y los registros que se establezcan, sin perjuicio de lo 
dispuesto en el Código de Comercio y demás normas contables. 

5.° Presentar periódicamente o a requerimiento de la Administración, información 
relativa a sus operaciones económicas con terceras personas. 

6.° Presentar las declaraciones-liquidaciones correspondientes e ingresar el importe 
del impuesto resultante. 

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, los sujetos pasivos deberán 
presentar una declaración-resumen anual. 

En los supuestos del artículo 13, número 2.°, de esta Ley deberá acreditarse el pago 
del impuesto para efectuar la matriculación definitiva del medio de transporte. 

7.° Nombrar un representante a efectos del cumplimiento de las obligaciones 
impuestas en esta Ley cuando se trate de sujetos pasivos no establecidos en la Comunidad, 
salvo que se encuentren establecidos en Canarias, Ceuta o Melilla, o en un Estado con el 
que existan instrumentos de asistencia mutua análogos a los instituidos en la Comunidad. 
 

Dos. La obligación de expedir y entregar factura por las operaciones efectuadas por 
los empresarios o profesionales se podrá cumplir, en los términos que reglamentariamente se 
establezcan, por el cliente de los citados empresarios o profesionales o por un tercero, los 
cuales actuarán, en todo caso, en nombre y por cuenta del mismo. 

Cuando la citada obligación se cumpla por un cliente del empresario o profesional, 
deberá existir un acuerdo previo entre ambas partes, formalizado por escrito. Asimismo, 
deberá garantizarse la aceptación por dicho empresario o profesional de cada una de las 
facturas expedidas en su nombre y por su cuenta, por su cliente. 

Las facturas expedidas por el empresario o profesional, por su cliente o por un 
tercero, en nombre y por cuenta del citado empresario o profesional, podrán ser transmitidas 
por medios electrónicos, siempre que, en este último caso, el destinatario de las facturas 
haya dado su consentimiento y los medios electrónicos utilizados en su transmisión 
garanticen la autenticidad de su origen y la integridad de su contenido. 
 

Reglamentariamente se determinarán los requisitos a los que deba ajustarse la 
facturación electrónica. 
 

Tres. Lo previsto en los apartados anteriores será igualmente aplicable a quienes, sin 
ser sujetos pasivos de este impuesto, tengan sin embargo la condición de empresarios o 
profesionales a los efectos del mismo, con los requisitos, límites y condiciones que se 
determinen reglamentariamente. 
 

Cuatro. La Administración tributaria, cuando lo considere necesario a los efectos de 
cualquier actuación dirigida a la comprobación de la situación tributaria del empresario o 
profesional o sujeto pasivo, podrá exigir una traducción al castellano, o a cualquier otra 
lengua oficial, de las facturas correspondientes a entregas de bienes o prestaciones de 
servicios efectuadas en el territorio de aplicación del impuesto, así como de las recibidas por 
los empresarios o profesionales o sujetos pasivos establecidos en dicho territorio.» 
 
Veintiséis. Se modifica el artículo 165, que quedará redactado de la siguiente manera: 

 
«Artículo 165. Reglas especiales en materia de facturación. 
 

Uno. En los supuestos a que se refieren los artículos 84, apartado uno, números 2.° y 
3.°, y 140 quinque de esta Ley y en las adquisiciones intracomunitarias definidas en el 
artículo 13, número 1.° de la misma, a la factura expedida por quien efectuó la entrega de 
bienes o prestación de servicios correspondiente o al justificante contable de la operación se 



unirá una factura que contenga la liquidación del impuesto. Dicha factura se ajustará a los 
requisitos que se establezcan reglamentariamente. 
 

Dos. Las facturas recibidas, los justificantes contables, las facturas expedidas 
conforme a lo dispuesto en el apartado anterior y las copias de las demás facturas expedidas 
deberán conservarse, incluso por medios electrónicos, durante el plazo de prescripción del 
impuesto. Esta obligación se podrá cumplir por un tercero, que actuará en nombre y por 
cuenta del sujeto pasivo. 
 

Cuando las facturas recibidas o expedidas se refieran a adquisiciones por las cuales 
se hayan soportado o satisfecho cuotas del Impuesto sobre el Valor Añadido, cuya deducción 
esté sometida a un período de regularización, dichas facturas deberán conservarse durante el 
período de regularización correspondiente a dichas cuotas y los cuatro años siguientes. 
 

Reglamentariamente se establecerán los requisitos para el cumplimiento de las 
obligaciones que establece este apartado. 
 

Tres. Reglamentariamente podrán establecerse fórmulas alternativas para el 
cumplimiento de las obligaciones de facturación y de conservación de los documentos a que 
se refiere el apartado dos anterior, con el fin de impedir perturbaciones en el desarrollo de las 
actividades empresariales o profesionales. 
 

Cuatro. Cuando el sujeto pasivo conserve por medios electrónicos las facturas 
expedidas o recibidas, se deberá garantizar a la Administración tributaria tanto el acceso en 
línea a dichas facturas como su carga remota y utilización. La anterior obligación será 
independiente del lugar de conservación.» 
 
Veintisiete. Se modifica el número 3.° del apartado dos del artículo 170, que quedará 

redactado de la siguiente manera: 
 

«3.° La repercusión improcedente en factura, por personas que no sean sujetos 
pasivos del Impuesto, de cuotas impositivas que no hayan sido objeto de ingreso en el plazo 
correspondiente.» 
 
Veintiocho. Se modifica el párrafo b) del anexo quinto que quedará redactada de la siguiente 

manera: 
 

«b) En relación con los demás bienes, el régimen de depósito distinto de los 
aduaneros será el régimen suspensivo aplicable a los bienes excluidos del régimen de 
depósito aduanero por razón de su origen o procedencia con sujeción, en lo demás, a las 
mismas normas que regulan el mencionado régimen aduanero. 

También se incluirán en este régimen los bienes que se negocien en mercados 
oficiales de futuros y opciones basados en activos no financieros, mientras los referidos 
bienes no se pongan a disposición del adquirente. 

El régimen de depósito distinto de los aduaneros a que se refiere este párrafo b) no 
será aplicable a los bienes destinados a su entrega a personas que no actúen como 
empresarios o profesionales con excepción de los destinados a ser introducidos en las 
tiendas libres de impuestos.» 
 

SECCIÓN 2.ª IMPUESTO SOBRE TRANSMISIONES PATRIMONIALES 
Y ACTOS JURÍDICOS DOCUMENTADOS 

 
Artículo 5. Modificación del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales 
y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto legislativo 1/1993, de 24 de 
septiembre. 
 

Con efectos desde el 1 de enero del año 2003, se introducen las siguientes modificaciones en 
el texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados, aprobado por el Real Decreto legislativo 1/1993, de 24 de septiembre. 



 
Uno. Se modifica el artículo 30, que quedará redactado de la siguiente manera: 

 
«Artículo 30. 
 

1. En las primeras copias de escrituras públicas que tengan por objeto directo 
cantidad o cosa valuable servirá de base el valor declarado, sin perjuicio de la comprobación 
administrativa. La base imponible en los derechos reales de garantía y en las escrituras que 
documenten préstamos con garantía estará constituida por el importe de la obligación o 
capital garantizado, comprendiendo las sumas que se aseguren por intereses, indemniza-
ciones, penas por incumplimiento u otros conceptos análogos. Si no constare expresamente 
el importe de la cantidad garantizada, se tomará como base el capital y tres años de 
intereses. 

En la posposición y mejora de rango de las hipotecas o de cualquier otro derecho de 
garantía, la base imponible estará constituida por la total responsabilidad asignada al derecho 
que empeore de rango. En la igualación de rango, la base imponible se determinará por el 
total importe de la responsabilidad correspondiente al derecho de garantía establecido en 
primer lugar. 

2. En las actas notariales se observará lo dispuesto en el apartado anterior, salvo en 
las de protesto, en las que la base imponible coincidirá con la tercera parte del valor nominal 
del efecto protestado o de la cantidad que hubiese dado lugar al protesto. 

3. Se entenderá que el acto es de objeto no valuable cuando durante toda su 
vigencia, incluso en el momento de su extinción, no pueda determinarse la cuantía de la 
base. Si ésta no pudiese fijarse al celebrarse el acto, se exigirá el impuesto como si se tratara 
de objeto no valuable, sin perjuicio de que la liquidación se complete cuando la cuantía quede 
determinada.» 
 
Dos. Se modifica el apartado 2 del artículo 31, que quedará de la siguiente manera: 

 
«2. Las primeras copias de escrituras y actas notariales, cuando tengan por objeto 

cantidad o cosa valuable, contengan actos o contratos inscribibles en los Registros de la 
Propiedad, Mercantil, de la Propiedad Industrial y de Bienes Muebles no sujetos al Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones o a los conceptos comprendidos en los números 1 y 2 del 
artículo 1 de esta Ley, tributarán, además, al tipo de gravamen que, conforme a lo previsto en 
la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administra-
tivas del nuevo sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y 
Ciudades con Estatuto de Autonomía, haya sido aprobado por la Comunidad Autónoma. 

Si la Comunidad Autónoma no hubiese aprobado el tipo a que se refiere el párrafo 
anterior, se aplicará el 0,50 por 100, en cuanto a tales actos o contratos.» 

 
Tres. Se añade un párrafo 4 al artículo 50, que queda redactado en los siguientes términos: 

 
«4. En el supuesto de escrituras autorizadas por funcionarios extranjeros, el plazo de 

prescripción se computará desde la fecha de su presentación ante cualquier Administración 
española, salvo que un Tratado, Convenio o Acuerdo Internacional, suscrito por España, fije 
otra fecha para el inicio de dicho plazo.» 
 

Cuatro. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 56, que quedará redactado de la siguiente manera: 
 

«5. En las transmisiones de inmuebles, los contribuyentes no residentes en España 
tendrán su domicilio fiscal, a efectos del cumplimiento de sus obligaciones tributarias por este 
impuesto, en el domicilio de su representante, que deben designar según lo previsto en el 
artículo 9 de la Ley 41/1998, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes y Normas Tributarias. Dicho nombramiento deberá ser comunicado a la 
Administración tributaria competente en el plazo de dos meses desde la fecha de adquisición 
del inmueble. 

Cuando no se hubiese designado representante o se hubiese incumplido la 
obligación de comunicar dicha designación, se considerará como domicilio fiscal del 
contribuyente no residente el inmueble objeto de la transmisión.» 



 
Cinco. Se incorpora un nuevo artículo numerado como 57 bis, con el siguiente contenido: 
 

«Artículo 57 bis. Bonificación de la cuota en Ceuta y Melilla. 
 

1. La cuota gradual de documentos notariales del gravamen de actos jurídicos 
documentados se bonificará en un 50 por 100 cuando el Registro en el que se deba proceder 
a la inscripción o anotación de los bienes o actos radique en Ceuta o Melilla. 

2. Se bonificará en un 50 por 100 la cuota que corresponda al gravamen de 
operaciones societarias cuando concurra cualquiera de las siguientes circunstancias: 
 

a) Que la entidad tenga en Ceuta o Melilla su domicilio fiscal. 
b) Que la entidad tenga en dichas Ciudades con Estatuto de Autonomía su domicilio 

social, siempre que la sede de dirección efectiva no se encuentre situada en el ámbito 
territorial de otra Administración tributaria de un Estado miembro de la Unión Europea o, 
estándolo, dicho Estado no grave la operación societaria con un impuesto similar. 

c) Que la entidad realice en las mencionadas Ciudades con Estatuto de Autonomía 
operaciones de su tráfico, cuando su sede de dirección efectiva y su domicilio social no se 
encuentren situados en el ámbito territorial de otra Administración tributaria de un Estado 
miembro de la Unión Europea o, estándolo, estos Estados no graven la operación societaria 
con un impuesto similar. 
 

3. Las cuotas derivadas de la aplicación de la modalidad de transmisiones 
patrimoniales onerosas tendrán derecho a la aplicación de una bonificación del 50 por 100 en 
los siguientes casos: 
 

a) Transmisiones y arrendamiento de inmuebles situados en Ceuta o Melilla y 
constitución o cesión de derechos reales, incluso de garantía sobre los mismos. Se 
considerará transmisión de bienes inmuebles los supuestos previstos en el artículo 108 de la 
Ley 24/1988, de 28 de julio, del Mercado de Valores, pudiéndose aplicar la bonificación 
cuando los inmuebles integrantes del activo de la entidad cuyos valores se transmitan estén 
radicados en cualquiera de las dos Ciudades con Estatuto de Autonomía. 

b) Constituciones de hipotecas mobiliarias o prendas sin desplazamiento o se refiera 
a buques y aeronaves, que deban inscribirse en los Registros que radiquen en Ceuta o 
Melilla. 

c) Transmisiones de bienes muebles, semovientes o créditos, constitución y cesión 
de derechos reales sobre los mismos, cuyos adquirentes tengan su residencia habitual, si es 
persona física o domicilio fiscal, si es persona jurídica, en las citadas Ciudades con Estatuto 
de Autonomía. 

d) Transmisiones de valores que se formalicen en Ceuta y Melilla. 
e) Constitución de préstamos simples, fianzas, arrendamientos no inmobiliarios y 

pensiones cuyos sujetos pasivos tengan su residencia habitual o domicilio fiscal, según se 
trate de personas físicas o jurídicas, en Ceuta y Melilla. 

f) Concesiones administrativas de bienes, ejecuciones de obras o explotaciones de 
servicios que radiquen, se ejecuten o se presten en las citadas Ciudades con Estatuto de 
Autonomía. Asimismo, se aplicará la bonificación a los actos y negocios administrativos que 
tributen por equiparación a las concesiones y cumplan las condiciones anteriores. En el 
supuesto de concesiones o de actos o negocios administrativos equiparados a las mismas, 
que excedan el ámbito territorial de Ceuta o Melilla, se aplicará la bonificación sobre la parte 
de la cuota que, de acuerdo con las reglas previstas en el artículo 25.2.C).6.ª de la Ley 
21/2001, de 27 de diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del 
nuevo sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y 
Ciudades con Estatuto de Autonomía, correspondiera atribuir a los territorios de Ceuta y 
Melilla. 

g) Anotaciones preventivas que se produzcan en un órgano registral que tenga su 
sede en Ceuta o Melilla. 
 

4. Para la aplicación de estas bonificaciones, se tendrán en cuenta las normas 
establecidas sobre residencia habitual y puntos de conexión en la Ley 21/2001, de 27 de 



diciembre, por la que se regulan las medidas fiscales y administrativas del nuevo sistema de 
financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de 
Autonomía.» 
 

SECCIÓN 3.ª IMPUESTOS ESPECIALES 
 

Artículo 6. Modificación de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales. 
 

Con efectos a partir del día 1 de enero del año 2003, se introducen las siguientes 
modificaciones en la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales: 
 

Uno. Se modifican los apartados 7 y 8 del artículo 4, que quedarán redactados de la siguiente 
manera: 
 

«7. "Depósito fiscal". El establecimiento o la red de oleoductos o gasoductos donde, 
en virtud de la autorización concedida y con cumplimiento de las condiciones y requisitos que 
se establezcan reglamentariamente, pueden almacenarse, recibirse, expedirse y, en su caso, 
transformarse, en régimen suspensivo, productos objeto de los Impuestos Especiales de 
Fabricación. 

8. Exportación. La salida del ámbito territorial interno con destino fuera del ámbito 
territorial comunitario. 

No obstante, no se considerará exportación la salida del ámbito territorial comunitario 
de los carburantes contenidos en los depósitos normales de vehículos y contenedores 
especiales y utilizados en el funcionamiento de los mismos con ocasión de su circulación de 
salida del referido ámbito.» 
 
Dos. Se adiciona un nuevo párrafo al apartado 1 del artículo 21, que quedará redactado de la 

siguiente manera: 
 

«1. La fabricación e importación de alcohol y de bebidas alcohólicas que se destinen 
a la producción de vinagre. Se entiende por vinagre el producto clasificado en el código NC 
2209. 

La aplicación de la exención, en los casos de utilización de alcohol destilado de 
origen agrícola, queda condicionada a que dicho alcohol lleve incorporado, como marcador, 
vinagre de alcohol con cumplimento de las condiciones y en los porcentajes exigidos 
reglamentariamente.» 
 
Tres. Se modifican los párrafos a) y c) del artículo 35, que quedan redactados de la siguiente 

manera: 
 

«a) La existencia de diferencias en más en relación con el grado alcohólico 
volumétrico adquirido del vino o las bebidas fermentadas en existencias en una fábrica de 
productos intermedios o utilizados en la misma. La infracción se sancionará con multa del 100 
por 100 de la cuota que correspondería a la diferencia expresada en hectolitros de alcohol 
puro, aplicando el tipo impositivo establecido para el Impuesto sobre el Alcohol y Bebidas 
Derivadas.» 
 

«c) La existencia de diferencia en más en primeras materias, distintas del alcohol y 
las bebidas derivadas, en fábricas de productos intermedios, que excedan de los porcentajes 
autorizados reglamentariamente. La infracción se sancionará con multa equivalente al 100 
por 100 de la cuota que correspondería a los productos intermedios a cuya fabricación fuesen 
a destinarse las primeras materias, presumiéndose que, salvo prueba en contrario, los 
productos intermedios a que iban a destinarse tendrían un grado alcohólico volumétrico 
adquirido superior al 15 por 100 vol.» 
 
Cuatro. Se modifican los siguientes epígrafes de la tarifa 1.ª del apartado 1 del artículo 50, 

que quedarán redactados del modo que a continuación se indica: 
 

«Epígrafe 1.6. GLP para uso general: 125 euros por tonelada. 



Epígrafe 1.12. Queroseno destinado a usos distintos de los de carburante: 78,714555 
euros por 1.000 litros.» 

 
Cinco. Se añade un nuevo artículo 50 bis, que quedará redactado de la siguiente manera: 
 

«Artículo 50 bis. Tipo impositivo especial para biocarburantes. 
 

1. Con efectos hasta el día 31 de diciembre de 2012, en las condiciones que 
reglamentariamente se determinen y sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 3 de este 
artículo, se aplicará a los biocarburantes un tipo especial de cero euros por 1.000 litros. El 
tipo especial se aplicará exclusivamente sobre el volumen de biocarburante aun cuando éste 
se utilice mezclado con otros productos. 

2. A los efectos de lo establecido en este artículo se consideran "biocarburantes" los 
siguientes productos incluidos en el ámbito objetivo del impuesto sobre hidrocarburos en 
virtud de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo 46 de esta ley: 
 

a) El alcohol etílico producido a partir de productos agrícolas o de origen vegetal 
(bioetanol) definido en el código NC 2207.20, ya se utilice como tal o previa modificación 
química. 

b) El alcohol metílico (metanol definido en el código NC 2905.11.00 y obtenido a 
partir de productos de origen agrícola o vegetal, ya se utilice como tal o previa modificación 
química. 

c) Los aceites vegetales definidos en los códigos NC 1507, 1508, 1510, 1511, 1512, 
1513, 1514, 1515 y 1518, ya se utilicen como tales o previa modificación química. 

Lo dispuesto en los artículos 50.2 y 54.1 de la Ley no será aplicable en relación con 
los biocarburantes definidos en este apartado 2. 
 

3. Siempre que la evolución comparativa de los costes de producción de los 
productos petrolíferos y de los biocarburantes así lo aconseje, las Leyes de Presupuestos 
Generales del Estado podrán sustituir el tipo cero contemplado en el apartado 1 de este 
artículo por un tipo de gravamen de importe positivo, que no excederá del importe del tipo 
impositivo aplicable al carburante convencional equivalente.» 

 
Seis. Se modifica el párrafo c) del apartado 2 del artículo 51, que quedará redactado de la 

siguiente manera: 
 

«c) La producción de electricidad en centrales eléctricas o a la producción de 
electricidad o a la cogeneración de electricidad y de calor en centrales combinadas. 

A los efectos de la aplicación de esta exención se consideran: 
 

"Central eléctrica": La instalación cuya actividad de producción de energía eléctrica 
queda comprendida en el ámbito de aplicación de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del 
Sector Eléctrico, y cuyo establecimiento y funcionamiento hayan sido autorizados con arreglo 
a lo establecido en el capítulo I del Título IV de dicha Ley. 

"Central combinada": La instalación cuya actividad de producción de electricidad o de 
cogeneración de energía eléctrica y calor útil para su posterior aprovechamiento energético 
queda comprendida en el ámbito de aplicación de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del 
Sector Eléctrico, y cuyo establecimiento y funcionamiento han sido autorizados con arreglo a 
lo establecido en el capítulo II del Título IV de dicha Ley.» 

 
Siete. Se modifica el apartado 3 del artículo 51 de la Ley 38/1992, de Impuestos Especiales, que 
quedará redactado de la siguiente manera: 
 

«3. La fabricación o importación de los productos que a continuación se relacionan, 
que se destinen a su uso como carburante, directamente o mezclados con carburantes 
convencionales, en el campo de los proyectos piloto para el desarrollo tecnológico de 
productos menos contaminantes: 
 



a) El alcohol etílico producido a partir de productos agrícolas o de origen vegetal 
(bioetanol) definido en el código NC 2207.20, ya se utilice como tal o previa modificación 
química. 

b) El alcohol metílico (metanol) definido en el código NC 2905.11.00 y obtenido a 
partir de productos de origen agrícola o vegetal, ya se utilice como tal o previa modificación 
química. 

c) Los aceites vegetales definidos en los códigos NC 1507, 1508, 1510, 1511, 1512, 
1513, 1514, 1515 y 1518, ya se utilicen como tales o previa modificación química. 
 

A los efectos del presente apartado y del párrafo c) del artículo 52 de esta Ley, 
tendrán la consideración de "proyectos piloto para el desarrollo tecnológico de productos 
menos contaminantes" los proyectos de carácter experimental y limitados en el tiempo, 
relativos a la producción o utilización de los productos indicados y dirigidos a demostrar la 
viabilidad técnica o tecnológica de su producción o utilización, con exclusión de la ulterior 
explotación industrial de los resultados de los mismos. Podrá considerarse acreditado el 
cumplimiento de estas condiciones respecto de los proyectos que afecten a una cantidad 
reducida de productos que no exceda de la que se determine reglamentariamente.» 

 
Ocho. Se modifica el apartado 1 del artículo 59, que quedará redactado de la siguiente 

manera: 
 

«1. A efectos de este impuesto, tendrán la consideración de cigarros o cigarritos, 
siempre que sean susceptibles de ser fumados tal como se presentan: 
 

a) Los rollos de tabaco constituidos totalmente por tabaco natural. 
b) Los rollos de tabaco provistos de una capa exterior de tabaco natural. 
c) Los rollos de tabaco con una mezcla de tripa batida y provistos de una capa 

exterior del color normal de los cigarros que cubre íntegramente el producto, incluido el filtro 
si lo hubiera, pero no la boquilla en el caso de los puros con boquilla, y una subcapa, ambas 
de tabaco reconstituido, cuando su masa unitaria sin filtro ni boquilla sea igual o superior a 
1,2 gramos y cuando la capa esté ajustada en espiral con un ángulo agudo mínimo de 30 
grados respecto al eje longitudinal del cigarro. 

d) Los rollos de tabaco con una mezcla de tripa batida y provistos de una capa 
exterior de tabaco reconstituido del color normal de los cigarros que cubre íntegramente el 
producto, incluido el filtro si lo hubiera, pero no la boquilla en el caso de los puros con 
boquilla, cuando su masa unitaria sin filtro ni boquilla sea igual o superior a 2,3 gramos y su 
perímetro, al menos en un tercio de su longitud, sea igualo superior a 34 milímetros. 

Estas labores tendrán la consideración de cigarros o cigarritos según que su peso 
exceda o no de 3 gramos por unidad.» 
 
Nueve. Con efectos desde el 1 de enero del año 2003, el apartado 1 del artículo 70 bis de la 

Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, quedará redactado de la siguiente forma: 
 

«1. Los sujetos pasivos que sean titulares de un vehículo automóvil de turismo 
usado, que cumpla las condiciones establecidas en el apartado 2 siguiente, tendrán derecho 
a practicar en la cuota del impuesto exigible con ocasión de la primera matriculación definitiva 
de un vehículo automóvil de turismo nuevo a su nombre, una deducción cuyo importe, que en 
ningún caso excederá del de la propia cuota, será de 480,81 euros.» 

 
SECCIÓN 4.ª IMPUESTO SOBRE LAS VENTAS MINORISTAS 

DE DETERMINADOS HIDROCARBUROS 
 
Artículo 7. Modificación del ámbito objetivo del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de determinados 
Hidrocarburos. 
 

Con efectos a partir del día 1 de enero del año 2003, se introducen las siguientes 
modificaciones en el artículo 9 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas fiscales, 
administrativas y del orden social. 
 



Uno. Se modifica el artículo 9.Tres, que quedará redactado de la siguiente manera: 
 

«1. Los hidrocarburos que se incluyen en el ámbito objetivo de este impuesto son las 
gasolinas, el gasóleo, el fuelóleo y el queroseno no utilizado como combustible de 
calefacción, tal como se definen en el artículo 49 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de 
Impuestos Especiales. 
 

2. También se incluyen en el ámbito objetivo: 
 

a) Los hidrocarburos líquidos distintos de los citados en el apartado 1 anterior, que se 
utilicen como combustible de calefacción. 

b) Los productos distintos de los citados en el apartado 1 anterior que, con excepción 
del gas natural, del metano, del gas licuado del petróleo, demás productos equivalentes y 
aditivos para carburantes contenidos en envases de capacidad no superior a un litro, se 
destinen a ser utilizados como carburante o para aumentar el volumen final de un carburante. 
 

3. Los productos incluidos en el ámbito objetivo, conforme a lo dispuesto en el 
apartado 2 anterior, tributarán al tipo impositivo aplicable al producto de los citados en el 
apartado 1 al que se añadan o al que se considere que sustituyen, conforme a los criterios 
establecidos en relación con el Impuesto sobre Hidrocarburos para la aplicación de los 
apartados 2 y 3 del artículo 46 y de la tarifa segunda del artículo 50.1 de la Ley 38/1992, de 
28 de diciembre, de Impuestos Especiales.» 

 
Dos. Se suprimen los apartados 7 y 8 del artículo 9.Cuatro y se sustituyen por un nuevo 

apartado 7, que quedaría redactado como sigue: 
 

«7. Queroseno. El queroseno que, con cumplimiento de los requisitos y condiciones 
establecidos en las disposiciones fiscales y de ordenación sectorial, no se utiliza como 
combustible de calefacción.» 
 

Tres. Se suprime el párrafo f) del apartado 2 del artículo 9.Diez, relativo al tipo de gravamen para el 
queroseno de calefacción. 
 

SECCIÓN 5.ª RÉGIMEN ECONÓMICO FISCAL DE CANARIAS 
 
Artículo 8. Impuesto General Indirecto Canario. 
 

Con efectos desde el 1 de enero de 2003, se introducen las siguientes modificaciones en la 
Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal 
de Canarias. 
 

Uno. Se modifican los apartados 1.° y 4.° del número 2 del artículo 6, que quedarán 
redactados de la siguiente manera: 
 

«1.° El suministro de un producto informático normalizado efectuado en cualquier 
soporte material. 

A estos efectos, se considerarán como productos informáticos normalizados aquellos 
que no precisen de modificación sustancial alguna para ser utilizados por cualquier usuario.» 
 

«4.° Las ejecuciones de obra que tengan por objeto la construcción o rehabilitación 
de una edificación, cuando el empresario que ejecute la obra aporte una parte de los 
materiales utilizados, siempre que el coste de los mismos exceda el 20 por 100 de la base 
imponible.» 
 
Dos. Se modifican los apartados 3.° y 16.° del número 2 del artículo 7, que quedarán 

redactados de la siguiente manera: 
 

«3.° Las cesiones de uso o disfrute de bienes.» 
 



«16.° El suministro de productos informáticos cuando no tenga la condición de 
entrega de bienes, considerándose accesoria a la prestación de servicios la entrega del 
correspondiente soporte. 
 

En particular, se considerará prestación de servicios el suministro de productos 
informáticos que hayan sido confeccionados previo encargo de su destinatario conforme a las 
especificaciones de éste, así como aquellos otros que hayan sido objeto de adaptaciones 
sustanciales necesarias para el uso por su destinatario.» 
 
Tres. Se da una nueva redacción al párrafo j) del apartado 18.° del número 1 del artículo 10, 

con la siguiente redacción: 
 

«j) Los servicios de intervención prestados por fedatarios públicos, incluidos los 
Registradores de la Propiedad y Mercantiles, en las operaciones exentas a que se refieren 
las letras anteriores de este apartado y en las operaciones de igual naturaleza no realizadas 
en el ejercicio de actividades empresariales o profesionales. 

Entre los servicios de intervención se comprenderán la calificación, inscripción y 
demás servicios relativos a la constitución, modificación y extinción de garantías a que se 
refiere el párrafo d) anterior.» 

 
Cuatro. Se modifica el apartado 28) del número 1 del artículo 10, que quedará redactado de 

la siguiente manera: 
 

«28) Las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas por sujetos 
pasivos personas físicas cuyo volumen total de operaciones realizadas durante el año natural 
anterior no hubiera excedido de 25.000 euros. Este límite se revisará automáticamente cada 
año por la variación del índice de precios al consumo en Canarias. 

A los efectos de este apartado, se considerará volumen de operaciones el importe 
total de las entregas de bienes y prestaciones de servicios efectuadas por el sujeto pasivo 
durante el año natural anterior, con independencia del régimen tributario o territorio donde se 
entreguen o presten. 

Los empresarios personas físicas, que sean titulares de explotaciones agrícolas en 
los términos establecidos en el artículo 55, podrán renunciar a la exención prevista en el 
párrafo anterior siempre que cumplan los requisitos que se establezcan reglamentariamente y 
desarrollen las actividades a que sea aplicable el régimen especial de la agricultura y 
ganadería y no renuncien al mismo. 

La renuncia a la exención operará respecto a la totalidad de sus actividades 
empresariales o profesionales.» 
 
Cinco. Se modifica el artículo 17, que quedará redactado de la siguiente manera: 

 
«Artículo 17. Lugar de realización de las prestaciones de servicios. 
 

Para la determinación del lugar de realización de las prestaciones de servicios en las 
relaciones con la Península, Islas Baleares, Ceuta, Melilla, cualquier otro Estado miembro de 
la Comunidad Europea o bien con terceros países serán de aplicación las reglas siguientes: 
 

1. Regla general: 
 

1.° Los servicios se considerarán prestados en el lugar donde esté situada la sede de 
la actividad económica de quien los preste. 

A los efectos de este impuesto, se entenderá situada la sede de la actividad 
económica en el territorio donde el interesado centraliza la gestión y el ejercicio habitual de su 
actividad empresarial o profesional, siempre que, además, carezca de establecimientos 
permanentes en otros territorios. 

2.° Si el sujeto pasivo ejerce su actividad con habitualidad y simultáneamente en las 
Islas Canarias y en la Península, Islas Baleares, Ceuta, Melilla, cualquier otro Estado 
miembro de la Comunidad Europea o bien en terceros países, se entenderán prestados los 



servicios donde radique el establecimiento permanente desde el que se realice la prestación 
de los mismos. 

Se considerará establecimiento permanente cualquier lugar fijo de negocios donde el 
sujeto pasivo realice actividades empresariales o profesionales. 

En particular tendrán esta consideración: 
 

a) La sede de dirección, sucursales, oficinas, fábricas, talleres, instalaciones, 
almacenes, tiendas y, en general, las agencias o representaciones autorizadas para contratar 
en nombre y por cuenta del sujeto pasivo. 

b) Las minas, canteras o escoriales, pozos de petróleo o de gas u otros lugares de 
extracción de productos naturales. 

c) Las obras de construcción, instalación o montaje efectuadas por el sujeto pasivo y 
cuya duración exceda de doce meses. 

d) Las explotaciones agrarias, forestales o pecuarias. 
 

3.° En defecto de los anteriores criterios se considerará lugar de prestación de los 
servicios el del domicilio de quien los preste. 
 

2. Reglas especiales: 
 

1.° Los servicios directamente relacionados con inmuebles, incluso el alquiler de 
cajas de seguridad y la mediación en las transacciones inmobiliarias, se entenderán 
realizados en el lugar donde radiquen los bienes inmuebles a que se refieran. 

2.° Los transportes se entenderán efectuados en las Islas Canarias o en otros 
territorios por la parte de trayecto realizada en cada uno de ellos, incluidos el espacio aéreo y 
aguas jurisdiccionales. 

3.° Se entenderán prestados en el lugar donde se realicen materialmente los 
siguientes servicios: 
 

a) Los de carácter cultural, artístico, deportivo, científico, docente, recreativo o 
similares, así como los accesorios de los anteriores. 

b) Los de organización para terceros de ferias y exposiciones de carácter comercial. 
c) Los accesorios a los transportes, tales como carga y descarga, transbordo, 

depósito y servicios análogos. 
d) Los realizados en bienes muebles corporales, incluso los de construcción, 

transformación y reparación de los mismos, así como los informes periciales, dictámenes y 
valoraciones relativos a dichos bienes. 

e) Los juegos de azar. 
 

4.° A) Los servicios de telecomunicación, de radiodifusión y de televisión, se 
entenderán realizados en las Islas Canarias en los siguientes casos: 
 

a) Cuando el destinatario sea un empresario o profesional y radique en el territorio de 
aplicación del impuesto la sede de su actividad económica o tenga en el mismo un 
establecimiento permanente o, en su defecto, su domicilio, cualquiera que sea el lugar donde 
esté establecido el prestador del servicio y el lugar desde el que lo preste. 

b) Cuando el destinatario del servicio no tenga la condición de empresario o 
profesional actuando como tal y esté establecido o tenga su domicilio o residencia habitual en 
las Islas Canarias. 

c) Cuando el destinatario del servicio no tenga la condición de empresario o 
profesional actuando como tal y la utilización o explotación efectivas de dichos servicios se 
realicen en territorio canario, en los dos casos siguientes: 
 

a') Cuando el destinatario del servicio tenga su residencia o domicilio habitual fuera 
de la Comunidad Europea, o de las Islas Canarias, así como cuando no resulte posible 
determinar su domicilio. 

b') Cuando el destinatario del servicio tenga su residencia o domicilio habitual en la 
Comunidad Europea, y la sede de la actividad económica o el establecimiento permanente 



desde el que el empresario o profesional presta los servicios se encuentre fuera de la citada 
Comunidad. 

Se presumirá que el destinatario del servicio tiene su domicilio o residencia habitual 
en un determinado territorio cuando se efectúe el pago de la contraprestación del servicio con 
cargo a cuentas abiertas en establecimientos de entidades de crédito ubicadas en dicho 
territorio. 

A los efectos de este artículo, se entiende por Comunidad Europea el territorio 
comprendido en el ámbito de aplicación del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea 
para cada Estado miembro, con las siguientes exclusiones: 
 

En la República Federal de Alemania, la isla de Helgoland y el territorio de Büsingen; 
en el Reino de España, Ceuta y Melilla y en la República Italiana, Livigno, Campione d'Italia y 
las aguas nacionales del lago de Lugano, en cuanto territorios no comprendidos en la Unión 
Aduanera. 

En el Reino de España, Canarias; en la República Francesa, los Departamentos de 
Ultramar y en la República Helénica, Monte Athos, en cuanto territorios excluidos de la 
armonización de los impuestos sobre el volumen de negocios. 
 

A efectos de esta Ley, se considerarán servicios de telecomunicación los que tengan 
por objeto la transmisión, emisión y recepción de señales de textos, imágenes y sonidos o 
información de cualquier naturaleza, por hilo, radio, medios ópticos u otros medios 
electromagnéticos, incluyendo la cesión o concesión de un derecho al uso de medios para tal 
transmisión, emisión o recepción e igualmente la provisión de acceso a redes informáticas. 

B) Los servicios de mediación en nombre y por cuenta ajena en los servicios de 
telecomunicación, de radiodifusión y televisión, se entenderán realizados en la sede de la 
actividad económica, establecimiento permanente o, en su defecto, en el lugar del domicilio 
del destinatario de los servicios de mediación, siempre que tales servicios tengan por 
destinatarios tales sede, establecimiento o domicilio. 
 

5.° A) Los servicios que a continuación se relacionan se considerarán prestados 
donde radique la sede de la actividad económica o el establecimiento permanente del 
destinatario de dichos servicios o, en su defecto, en el lugar de su domicilio, salvo cuando 
dicho destinatario esté domiciliado en un Estado miembro de la Comunidad Europea y no sea 
empresario o profesional o bien los servicios prestados no estén relacionados con el ejercicio 
de la actividad empresarial o profesional del mismo: 
 

a) Las cesiones y concesiones de derechos de autor, patentes, licencias, marcas de 
fábrica o comerciales y los demás derechos de propiedad intelectual o industrial. 

b) La cesión o concesión de fondos de comercio, de exclusivas de compra o venta o 
del derecho a ejercer una actividad profesional. 

c) Los servicios publicitarios. 
d) Los servicios profesionales de asesoramiento, auditoría, ingeniería, gabinete de 

estudios, abogacía, consultores, expertos contables o fiscales y otros análogos, excepto los 
comprendidos en el número 2, apartado 1.°, de este artículo. 

e) El suministro de informaciones, incluidos los procedimientos y experiencias de 
carácter comercial. 

f) Los servicios de traducción, corrección o composición de textos, así como los 
prestados por intérpretes. 

g) Las operaciones de seguro, reaseguro, capitalización y financieras descritas en el 
artículo 10, número 1, apartados 16 y 18 de esta Ley, incluidas las que no gocen de 
exención. 

Lo dispuesto en el párrafo anterior no se extiende al alquiler de cajas de seguridad. 
h) Las cesiones, incluso por tiempo determinado, de los servicios de personas físicas. 
i) El doblaje de películas. 
j) Los arrendamientos de bienes muebles corporales, con excepción de los medios de 

transporte y los contenedores. 
k) Las obligaciones de no prestar total o parcialmente cualquiera de los servicios 

mencionados en este número. 



I) Los de mediación y gestión en las operaciones definidas en los párrafos anteriores 
de este apartado, cuando el intermediario o gestor actúen en nombre y por cuenta ajena. 
 

La carga de la prueba de la condición del destinatario incumbe al sujeto pasivo que 
preste el servicio. 

B) Se considerarán prestados donde radique la sede de la actividad económica o el 
establecimiento permanente del destinatario o, en su defecto, en el lugar de su domicilio, los 
servicios prestados por vía electrónica, así como los servicios de mediación y gestión en los 
mismos, cuando el intermediario o gestor actúen en nombre y por cuenta ajena. 

A efectos de esta Ley, se consideran servicios prestados por vía electrónica aquellos 
que consistan en la transmisión enviada inicialmente y recibida en destino por medio de 
equipos de procesamiento, incluida la comprensión numérica y el almacenamiento de datos, 
y enteramente transmitida, transportada y recibida por cable, radio, sistema óptico u otros 
medios electrónicos. Entre otros, se consideran tales los siguientes: 
 

a) El suministro y alojamiento de sitios informáticos. 
b) El mantenimiento a distancia de programas y de equipos. 
c) El suministro de programas y su actualización. 
d) El suministro de imágenes, texto, información y la puesta a disposición de bases 

de datos. 
e) El suministro de música, películas, juegos, incluidos los de azar y de dinero, y de 

emisiones y manifestaciones políticas, culturales, artísticas, deportivas, científicas y de ocio. 
f) El suministro de enseñanza a distancia. 

 
A estos efectos, el hecho de que el prestador de un servicio y su destinatario se 

comuniquen por correo electrónico no implicará, por sí mismo, que el servicio prestado tenga 
la consideración de servicio prestado por vía electrónica. 
 

6.° Los servicios de mediación en nombre y por cuenta de terceros, en operaciones 
distintas de las comprendidas en los apartados 1.°, 4.° y 5.° de este número 2, se entenderán 
prestados donde se localice la operación principal. 
 

3. No obstante lo dispuesto en el número anterior, se considerarán prestados en las 
islas Canarias los servicios comprendidos en los apartados 4.° y 5.° de dicho número que 
tengan por destinatario a un empresario o profesional actuando como tal cuando su 
utilización o explotación efectivas se realicen en el citado territorio, siempre que, conforme a 
las reglas de localización aplicables a estos servicios, no se hubiesen entendido prestados en 
Canarias, la Comunidad Europea, Ceuta o Melilla.» 
 
Seis. Se modifican los números 2 y 3 del apartado Uno, y el número 2 del apartado dos del 

artículo 20 de la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los aspectos fiscales del Régimen 
Económico Fiscal de Canarias, que quedarán redactados de la siguiente manera: 
 

«2. La repercusión del impuesto deberá efectuarse mediante factura o documento 
sustitutivo, en las condiciones y con los requisitos que se determinen reglamentariamente. 

A estos efectos, la cuota repercutida se consignará separadamente de la base 
imponible, incluso en el caso de precios fijados administrativamente, indicando el tipo 
impositivo aplicado. 

Se exceptuarán de lo dispuesto en los párrafos anteriores de este número las 
operaciones que se determinen reglamentariamente. 

3. La repercusión del impuesto deberá efectuarse al tiempo de expedir y entregar la 
factura o documento sustitutivo correspondiente.» 
 

«2. Lo dispuesto en el apartado anterior también será de aplicación cuando, no 
habiéndose repercutido cuota alguna, se hubiese expedido la factura o documento sustitutivo 
correspondiente a la operación.» 
 
Siete. Se modifica el número 1 del artículo 21 bis, que quedará redactado de la siguiente 

manera: 



 
«1. Serán responsables solidarios de la deuda tributaria que corresponda satisfacer 

al sujeto pasivo los destinatarios de las operaciones que, mediante acción u omisión culposa 
o dolosa, eludan la correcta repercusión del impuesto. 

A los efectos de este número, la responsabilidad alcanzará a la sanción que pueda 
proceder.» 

 
Ocho. Se modifica el número 10 del artículo 22, que quedará redactado de la siguiente 

manera: 
 

«10. Cuando las cuotas del Impuesto General Indirecto Canario que graven las 
operaciones sujetas al mismo no se hubiesen repercutido expresamente en factura se 
entenderá que la contraprestación no incluyó dichas cuotas. 

Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior: 
 

1.° Los casos en que la repercusión expresa del impuesto no fuese obligatoria. 
2.° Los supuestos a que se refiere el número 2, apartado d), de este artículo.» 

 
Nueve. Se modifica el apartado 1.°, a), del número 1 del artículo 27, que quedará redactado 

de la siguiente manera: 
 

«a) La entrega de agua, incluso la envasada, y las entregas de bienes y prestaciones 
de servicios con destino a la captación y producción de agua y a la realización de 
infraestructuras de canalización hidráulica.» 
 
Diez. Se da una nueva redacción al párrafo f) del apartado 1.° del número 1 del artículo 27, 

que quedará redactado del modo siguiente: 
 

«f) Las ejecuciones de obras, con o sin aportación de materiales, consecuencia de 
contratos directamente formalizados entre el promotor y el contratista, que tengan por objeto 
la construcción y rehabilitación de las viviendas calificadas administrativamente como de 
protección oficial de régimen especial, así como la construcción o rehabilitación de obras de 
equipamiento comunitario. A los efectos de esta Ley, se consideran de rehabilitación las 
actuaciones destinadas a la reconstrucción mediante la consolidación y el tratamiento de 
estructuras, fachadas o cubiertas y otras análogas, siempre que el coste global de estas 
operaciones exceda del 25 por 100 del precio de adquisición si se hubiese efectuado durante 
los dos años inmediatamente anteriores o, en otro caso, del verdadero valor que tuviera la 
edificación o parte de la misma antes de su rehabilitación. 
 

A los efectos de este párrafo y del anterior, se entenderá por equipamiento 
comunitario aquel que consiste en: 
 

Los edificios públicos de carácter demanial. 
 

Las infraestructuras públicas de agua, telecomunicación, ferroviarias, energía 
eléctrica, alcantarillado, parques, jardines y superficies viales en zonas urbanas. 
 

No se incluyen, en ningún caso, las obras de conservación, mantenimiento, reformas, 
rehabilitación, ampliación o mejora de dichas infraestructuras. 
 

Las potabilizadoras, desalinizadoras y depuradoras de titularidad pública.» 
 
Once. Se modifica el número 1 del artículo 29, que quedará redactado de la siguiente 

manera: 
 

«1. Los sujetos pasivos a que se refiere el artículo anterior podrán deducir las cuotas 
del Impuesto General Indirecto Canario devengadas en las Islas Canarias que hayan 
soportado por repercusión directa en sus adquisiciones de bienes o en los servicios a ellos 
prestados. 



 
Serán también deducibles las cuotas del mismo impuesto devengadas en dicho 

territorio y satisfechas a la Hacienda Pública por el sujeto pasivo en los supuestos siguientes: 
 

1.° En las importaciones. 
 

2.° En los supuestos de inversión del sujeto pasivo que se regulan en el apartado 2.° 
del número 1 de los artículos 19 y 58 ter.6 de esta Ley, y en el supuesto de sustitución a que 
se refiere el apartado 2 del artículo 25 de la Ley 19/1994, de 6 de julio.» 
 
Doce. Se modifica el artículo 31, que quedará redactado de la siguiente manera: 

 
«Artículo 31. Requisitos formales de la deducción. 
 

1. Sólo podrán ejercitar el derecho a la deducción los sujetos pasivos que estén en 
posesión del documento justificativo de su derecho. 

A estos efectos, únicamente se consideran documentos justificativos del derecho a la 
deducción: 
 

1.° La factura original expedida por quien realice la entrega o preste el servicio o, en 
su nombre y por su cuenta, por su cliente o por un tercero, siempre que, para cualquiera de 
estos casos, se cumplan los requisitos que se establezcan reglamentariamente. 

2.° El documento acreditativo del pago del impuesto a la importación. 
3.° La factura expedida en los supuestos de inversión del sujeto pasivo que se 

regulan en el apartado 2.° del número 1 de los artículos 19 y 58 ter.6 de esta Ley, y en el 
supuesto de sustitución a que se refiere el apartado 2 del artículo 25 de la Ley 19/1994, de 6 
de julio. 

4.° El recibo original firmado por el titular de la explotación agrícola, forestal, 
ganadera o pesquera a que se refiere el artículo 58.4 de esta Ley. 
 

2. Los documentos anteriores que no cumplan todos y cada uno de los requisitos 
establecidos legal y reglamentariamente no justificarán el derecho a la deducción, salvo que 
se produzca la correspondiente rectificación de los mismos. El derecho a la deducción de las 
cuotas cuyo ejercicio se justifique mediante un documento rectificativo sólo podrá efectuarse 
cuando el empresario o profesional reciba dicho documento o en los siguientes, siempre que 
no haya transcurrido el plazo al que hace referencia el artículo 33 bis de esta Ley. 

3. Tratándose de bienes o servicios adquiridos en común por varios sujetos pasivos, 
cada uno de los adquirentes podrá efectuar la deducción de la parte proporcional 
correspondiente, siempre que en cada uno de los ejemplares de la factura o documento 
justificativo se consigne, en forma distinta y separada, la porción de base imponible y cuota 
repercutida a cada uno de los adquirentes en común. 

4. En ningún caso será admisible el derecho a deducir en cuantía superior a la cuota 
tributaria expresa y separadamente consignada que haya sido repercutida o, en su caso, 
satisfecha según el documento justificativo de la deducción, salvo en el caso de la deducción 
que se establece en el número 3 del artículo 29 de esta Ley.» 
 
Trece. Se modifica el apartado 4 del artículo 33, que quedará redactado de la siguiente 

manera: 
 

«4. Se entenderán soportadas las cuotas deducibles, así como la carga impositiva 
implícita en las adquisiciones a comerciantes minoristas, en el momento en que el empresario 
o profesional que las soportó reciba la correspondiente factura o demás documentos 
justificativos del derecho a deducir. 

Si el devengo del impuesto se produjese en un momento posterior al de la recepción 
de la factura, dichas cuotas se entenderán soportadas cuando se devenguen. 

En los supuestos de inversión del sujeto pasivo que se regulan en el apartado 2.° del 
número 1 de los artículos 19 y 58 ter.6 de esta Ley, y en el supuesto de sustitución a que se 
refiere el apartado 2 del artículo 25 de la Ley 19/1994, de 6 de julio, las cuotas se entenderán 
soportadas en el momento en el que se expida la factura a la que se refieren los artículos 



citados, salvo que el momento del devengo sea posterior al de dicha emisión, en cuyo caso 
dichas cuotas se entenderán soportadas en el momento del devengo de las mismas. 

En el caso a que se refiere el número 2 del artículo anterior de esta Ley, las cuotas 
deducibles se entenderán soportadas en el momento en que nazca el derecho a la 
deducción.» 

 
Catorce. Se modifica el número 3 del artículo 44, que quedará redactado de la siguiente 

manera: 
 

«3. La rectificación de deducciones podrá efectuarse en el plazo máximo de cuatro 
años a partir del nacimiento del derecho a deducir o, en su caso, de la fecha de realización 
del hecho que determina la variación en el importe de las cuotas a deducir. 

No obstante, en los supuestos de error en la liquidación de las cuotas repercutidas 
que determinen un incremento de las cuotas a deducir, no podrá efectuarse la rectificación 
después de transcurrido un año a partir de la fecha de expedición de la factura rectificada.» 

 
Quince. Se modifica el artículo 49 de la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los 

aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de Canarias, que quedará redactado de la siguiente 
manera: 
 

«Artículo 49. Régimen simplificado. 
 

1. El régimen simplificado se aplicará a los sujetos pasivos personas físicas y a las 
entidades en régimen de atribución de rentas en el Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas que desarrollen las actividades y reúnan los requisitos previstos en las normas que lo 
regulen, salvo que renuncien a él en los términos que reglamentariamente se establezcan. 

2. Quedarán excluidos del régimen simplificado: 
 

1.° Los sujetos pasivos que realicen otras actividades económicas no comprendidas 
en el régimen simplificado, salvo que por tales actividades estén acogidos a los regímenes 
especiales de la agricultura y ganadería o de los comerciantes minoristas o resulten exentas 
en virtud de lo dispuesto en el artículo 10, número 1, apartado 27), de esta Ley. 

No obstante, no supondrá la exclusión del régimen simplificado la realización por el 
sujeto pasivo de otras actividades que se determinen reglamentariamente. 

2.° Aquellos sujetos pasivos en los que concurra cualquiera de las siguientes 
circunstancias, en los términos que reglamentariamente se establezcan: 
 

Que el volumen de ingresos en el año inmediato anterior supere cualquiera de los 
siguientes importes: 
 

Para el conjunto de sus actividades empresariales o profesionales, 450.000 euros 
anuales. 

Para el conjunto de las actividades agrícolas, forestales y ganaderas que se 
determinen por la Consejería competente en materia de Hacienda del Gobierno Autónomo de 
Canarias, 300.000 euros anuales. 
 

Cuando en el año inmediato anterior se hubiese iniciado una actividad, el volumen de 
ingresos se elevará al año. 
 

A efectos de lo previsto en este número, el volumen de ingresos incluirá la totalidad 
de los obtenidos en el conjunto de las actividades mencionadas, no computándose entre ellos 
las subvenciones corrientes o de capital ni las indemnizaciones, así como tampoco el 
Impuesto General Indirecto Canario que grave la operación. 
 

3.° Aquellos sujetos pasivos cuyas adquisiciones e importaciones de bienes y 
servicios para el conjunto de sus actividades empresariales o profesionales, excluidas las 
relativas a elementos del inmovilizado, hayan superado en el año inmediato anterior el 
importe de 300.000 euros anuales, excluido el Impuesto General Indirecto Canario. 



Cuando en el año inmediato anterior se hubiese iniciado una actividad, el importe de 
las citadas adquisiciones e importaciones se elevará al año. 

4.° Los sujetos pasivos que renuncien o hubiesen quedado excluidos del régimen de 
la aplicación del régimen de estimación objetiva del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas por cualquiera de sus actividades. 
 

3. La renuncia al régimen simplificado tendrá efecto para un período mínimo de tres 
años, en las condiciones que reglamentariamente se establezcan.» 
 
Dieciséis. Se modifica el apartado 1 del artículo 50, que quedará redactado de la siguiente 

manera: 
 

«1. A) Los sujetos pasivos acogidos al régimen simplificado determinarán, con 
referencia a cada actividad a que resulte aplicable este régimen especial, el importe de las 
cuotas devengadas en concepto de Impuesto General Indirecto Canario, en virtud de los 
índices, módulos y demás parámetros, así como del procedimiento que establezca la 
Consejería competente en materia de Hacienda del Gobierno Autónomo de Canarias. 

Del importe de las cuotas devengadas indicado en el párrafo anterior, podrá 
deducirse el importe de las cuotas soportadas o satisfechas por operaciones corrientes 
relativas a bienes o servicios afectados a la actividad por la que el empresario o profesional 
esté acogido a este régimen especial, de conformidad con lo previsto en el capítulo Primero 
del Título II del Libro Primero de esta Ley. No obstante, la deducción de las mismas se 
ajustará a las siguientes reglas: 
 

a) No serán deducibles las cuotas soportadas por los servicios de desplazamiento o 
viajes, hostelería y restauración en el supuesto de empresarios o profesionales que 
desarrollen su actividad en local determinado. A estos efectos, se considerará local 
determinado cualquier edificación, excluyendo los almacenes, aparcamientos o depósitos 
cerrados al público. 

b) Las cuotas soportadas o satisfechas sólo serán deducibles en la 
declaración-liquidación correspondiente al último período impositivo del año en el que deban 
entenderse soportadas o satisfechas, por lo que, con independencia del régimen de 
tributación aplicable en años sucesivos, no procederá su deducción en un período impositivo 
posterior. 

c) La deducción de las cuotas soportadas o satisfechas no se verá afectada por la 
percepción por el empresario o profesional de subvenciones que no formen parte de la base 
imponible de sus operaciones y que se destinen a financiar dicha actividad. 

d) Cuando se realicen adquisiciones o importaciones de bienes y servicios para su 
utilización en común en varias actividades por las que el empresario o profesional esté 
acogido a este régimen especial, la cuota a deducir en cada una de ellas será la que resulte 
del prorrateo en función de su utilización efectiva. Si no fuese posible aplicar dicho 
procedimiento, se imputarán por partes iguales a cada una de las actividades. 

e) Podrán deducirse las compensaciones agrícolas a que se refiere el artículo 57 de 
esta Ley, satisfechas por los empresarios o profesionales por la adquisición de bienes o 
servicios a empresarios acogidos al régimen especial de la agricultura y ganadería. 

f) Adicionalmente, los empresarios o profesionales tendrán derecho, en relación con 
las actividades por las que estén acogidos a este régimen especial, a deducir el 1 por 100 del 
importe de la cuota devengada a que se refiere el párrafo primero de este apartado, en 
concepto de cuotas soportadas de difícil justificación. 
 

B) Al importe resultante de lo dispuesto en la letra anterior se añadirán las cuotas 
devengadas por las siguientes operaciones: 
 

1.° Las operaciones a que se refiere el artículo 19, número 1, apartado 2.°, de esta 
Ley. 

2.° Las entregas de activos fijos materiales y las transmisiones de activos fijos 
inmateriales. 
 



C) Del resultado de las dos letras anteriores se deducirá el importe de las cuotas 
soportadas o satisfechas por la adquisición o importación de activos fijos, considerándose 
como tales los elementos del inmovilizado y, en particular, aquéllos de los que se disponga 
en virtud de contratos de arrendamiento financiero con opción de compra, tanto si dicha 
opción es vinculante, como si no lo es. A estos efectos, se tendrá en cuenta la percepción de 
subvenciones de capital destinadas a financiar la compra de determinados bienes o servicios, 
adquiridos en virtud de operaciones sujetas y no exentas del impuesto, en los términos dis-
puestos por los párrafos cuarto y quinto del número 2.° del apartado 2 del artículo 37 de esta 
Ley. 

El ejercicio de este derecho a la deducción se efectuará en los términos que 
reglamentariamente se establezcan. 

D) La liquidación del impuesto correspondiente a las importaciones de bienes 
destinados a ser utilizados en actividades sometidas al régimen simplificado se efectuará con 
arreglo a las normas generales establecidas para la liquidación de las importaciones de 
bienes.» 
 
Diecisiete. Se modifican los apartados 1, 2 y 3 del artículo 55 de la Ley 20/1991, de 7 de 

junio, de modificación de los aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de Canarias, que 
quedarán redactados de la siguiente manera: 
 

«1. El régimen especial de la agricultura y ganadería será de aplicación a los titulares 
de explotaciones agrícolas, forestales, ganaderas o pesqueras en quienes concurran los 
requisitos señalados en este capítulo, siempre que no hubiesen renunciado al mismo. 

La renuncia al régimen especial de la agricultura y ganadería producirá efectos en 
tanto no sea revocada por el interesado y, en todo caso, para un período mínimo de tres 
años. 

2. Quedarán excluidos del régimen especial de la agricultura y ganadería: 
 

1.° Las sociedades mercantiles. 
2.° Las sociedades cooperativas. 
3.° Los sujetos pasivos cuyo volumen de operaciones durante el año inmediatamente 

anterior hubiese excedido del importe que se determine reglamentariamente. 
4.° Los sujetos pasivos que hubiesen renunciado al régimen de estimación objetiva 

del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas por cualquiera de sus actividades 
económicas. 

5.° Los sujetos pasivos que hubieran renunciado a la aplicación del régimen 
simplificado. 

6.° Aquellos empresarios o profesionales cuyas adquisiciones e importaciones de 
bienes y servicios para el conjunto de sus actividades empresariales o profesionales, 
excluidas las relativas a elementos del inmovilizado, hayan superado en el año inmediato 
anterior el importe de 300.000 euros anuales, excluido el Impuesto General Indirecto Canario. 
Cuando en el año inmediato anterior se hubiese iniciado una actividad, el importe de las 
citadas adquisiciones e importaciones se elevará al año. 
 

Los sujetos pasivos que, habiendo quedado excluidos de este régimen especial por 
haber superado los límites de volumen de operaciones o de adquisiciones o importaciones de 
bienes o servicios previstos en los números 3.° y 6.° anteriores, no superen dichos límites en 
años sucesivos, quedarán sometidos al régimen especial de la agricultura y ganadería, salvo 
que renuncien al mismo. 
 

3. La renuncia al régimen especial de la agricultura y ganadería tendrá efecto para un 
período mínimo de tres años, en las condiciones que regiamentariamente se establezcan.» 
 
Dieciocho. Se modifican los párrafos b) y c) del apartado 1, y se introducen dos nuevos 

apartados, el 4 y el 5, en el artículo 59, que quedarán redactados de la siguiente manera: 
 

«b) Expedir y entregar facturas de las operaciones en que intervienen, 
adaptadas a las normas generales que regulan el deber de expedir y entregar factura 
que incumbe a los empresarios y profesionales. 



c) Conservar las facturas recibidas y los duplicados de las facturas emitidas 
durante el plazo de prescripción del impuesto. Cuando las facturas recibidas se 
refieran a bienes de inversión deberán conservarse durante su correspondiente 
período de regularización y los cinco años siguientes.» 
 

«4. La obligación de expedir y entregar factura por las operaciones 
efectuadas por los empresarios o profesionales se podrá cumplir, en los términos que 
reglamentariamente se establezcan, por el cliente del citado empresario o profesional 
o por un tercero, los cuales actuarán, en todo caso, en nombre y por cuenta del 
mismo. 

Cuando la citada obligación se cumpla por un cliente del empresario o 
profesional, deberá existir un acuerdo previo entre ambas partes, formalizado por 
escrito. Asimismo, deberá garantizarse la aceptación por dicho empresario o 
profesional de cada una de las facturas expedidas, en nombre y por su cuenta, por su 
cliente. 

Las facturas expedidas por el empresario o profesional, por su cliente o por 
un tercero, en nombre y por cuenta del citado empresario o profesional, podrán ser 
transmitidas por medios electrónicos, siempre que en este último caso, el destinatario 
de las facturas haya dado su consentimiento y los medios electrónicos utilizados en 
su transmisión garanticen la autenticidad de su origen y la integridad de su contenido. 

Reglamentariamente, se determinarán los requisitos a los que deba ajustarse 
la facturación electrónica.» 
 

«5. La Administración tributaria, cuando lo considere necesario a los efectos 
de cualquier actuación dirigida a la comprobación de la situación tributaria del 
empresario o profesional o sujeto pasivo, podrá exigir una traducción al castellano, o 
a cualquier otra lengua oficial, de las facturas correspondientes a entregas de bienes 
o prestaciones de servicios efectuadas en el territorio de aplicación del impuesto, así 
como de las recibidas por los empresarios o profesionales o sujetos pasivos esta-
blecidos en dicho territorio.» 

 
Diecinueve. Se da una nueva redacción al apartado 3.° del número 2 del artículo 63: 

 
«3.° La repercusión improcedente en factura por personas que no sean sujetos 

pasivos del impuesto, o que siéndolo no debiesen realizar tal repercusión, de cuotas 
impositivas que no hayan sido devueltas a quienes las soportaron ni declaradas en los plazos 
de presentación de las declaraciones-liquidaciones del impuesto correspondiente.» 

 
Veinte. Se da una nueva redacción al párrafo a) del anexo I bis: 

 
«a) Los vehículos accionados a motor con potencia igual o inferior a 11 CV fiscales, 

excepto: 
 

a') Los vehículos incluidos en los apartados 4.° y 5.° del número 1 del anexo I de la 
presente Ley. 

b') Los vehículos de dos, tres y cuatro ruedas cuya cilindrada no sea superior a 50 
centímetros cúbicos y cumplan la definición jurídica de ciclomotor. 

c') Los vehículos exceptuados de la aplicación del tipo incrementado del 13 por 100 
contenidos en el apartado 3.° del número 1 del anexo II de la presente Ley.» 

 
Veintiuno. Se modifican los apartados 1.°, 2.°, 3.°, 7.°, 8.°, 10.° y 11.° del número 1 del anexo 

II, que quedarán redactados de la siguiente manera: 
 

« 1.° Cigarros puros con precio superior a 1,8 euros por unidad. Los demás cigarros 
puros tributan al tipo general. 

2.° Los aguardientes compuestos, los licores, los aperitivos sin vino base y las demás 
bebidas derivadas de alcoholes naturales, conforme a las definiciones del Estatuto de la Viña 
del Vino y de los Alcoholes y reglamentaciones complementarias y asimismo, los extractos y 
concentrados alcohólicos aptos para la elaboración de bebidas derivadas. 



3.° Los vehículos accionados a motor con potencia superiora 11 CV fiscales, excepto: 
 

a) Los camiones, tractocamiones, furgones y furgonetas y demás vehículos que, por 
su configuración objetiva, no puedan destinarse a otra finalidad que el transporte de 
mercancías. 

b) Los autobuses y demás vehículos aptos para el transporte colectivo de viajeros 
que tengan una capacidad que exceda de nueve plazas, incluida la del conductor. 

c) Los vehículos automóviles considerados como taxi, autotaxi o autoturismos por la 
legislación vigente. 

d) Los que, objetivamente considerados, sean de exclusiva aplicación industrial, 
comercial, agraria, clínica o científica, siempre que sus modelos de serie o los vehículos 
individualmente hubieran sido debidamente homologados por la Administración tributaria 
canaria. A estos efectos, se considerará que tienen exclusivamente algunas de estas 
aplicaciones los automóviles derivados de turismos siempre que dispongan únicamente de 
dos asientos para el conductor y el ayudante, en ningún caso posean asientos adicionales, y 
el espacio destinado a la carga no goce de visibilidad lateral y sea superior al 50 por 100 del 
volumen interior. 

e) Los vehículos mixtos adaptables cuya altura total sobre el suelo sea superior a 
1.800 mm que no sean vehículos todo terreno, en las condiciones que determine 
reglamentariamente el Gobierno de Canarias. 

f) Los vehículos adquiridos por minusválidos, no contemplados en el anexo I, para su 
uso exclusivo siempre que concurran los siguientes requisitos: 
 

Que hayan transcurrido al menos cuatro años desde la adquisición de otro vehículo 
en análogas condiciones. 

No obstante, este requisito no se exigirá en supuestos de siniestro total de los 
vehículos, certificado por la compañía aseguradora. 

Que no sean objeto de una transmisión posterior por actos "inter vivos" durante el 
plazo de cuatro años siguientes a la fecha de su adquisición. 
 

El incumplimiento de este requisito determinará la obligación, a cargo del beneficiario, 
de ingresar a la Hacienda Pública la diferencia entre la cuota que hubiese debido soportar por 
aplicación del tipo incrementado y la efectivamente soportada al efectuar la adquisición del 
vehículo. 

La aplicación del tipo impositivo general requerirá el previo reconocimiento del 
derecho del adquirente en la forma que se determine reglamentariamente, previo certificado o 
resolución, que acredite el grado de minusvalía, expedido por el Instituto de Migraciones y 
Servicios Sociales o por el órgano competente de las Comunidades Autónomas en materia 
de valoración de minusvalías.» 
 

«7.° Escopetas, incluso las de aire comprimido, y las demás armas largas de fuego, 
cuya contraprestación por unidad sea igual o superior a 270,46 euros. 

8.° Cartuchería para escopetas de caza y, en general, para las demás armas 
enumeradas en el apartado anterior, cuando su contraprestación por unidad sea superior a 
0,10 euros.» 
 

«10.° Relojes de bolsillo, pulsera, sobremesa, pie, pared, etc., cuya contraprestación 
por unidad sea igual o superior a 120,20 euros. 

11.° Toda clase de artículos de vidrio, cristal, loza, cerámica y porcelana que tengan 
finalidad artística o de adorno cuya contraprestación por unidad sea igualo superior a 60,10 
euros.» 
 
Veintidós. Se modifica el anexo VI, que quedará redactado de la siguiente manera: 
 

«ANEXO VI 
 

Se aplicarán los siguientes tipos impositivos del Impuesto General Indirecto Canario 
cuando las operaciones a las que se refieren los distintos apartados estén sujetas y no 
exentas del Arbitrio sobre Importaciones y Entregas de Mercancías: 



 
1. Tipo cero del impuesto general indirecto canario en la importación y entrega de los 

bienes muebles corporales incluidos en las partidas arancelarias 1604, 4418, 481840, 6802, 
7308, 9401 y 9403, cuando, en los dos últimos casos, los muebles sean de madera o de 
plástico. 

2. Tipo reducido del 2 por 100 del Impuesto General Indirecto Canario en la 
importación y entrega de muebles de metal incluidos en las partidas arancelarias 9401 y 9403 
(excepto la 9403209900).» 

 
Artículo 9. Arbitrio sobre Importaciones y Entregas de Mercancías en Canarias. 
 

Se modifica la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los aspectos fiscales del 
Régimen Económico Fiscal de Canarias, en los términos que a continuación se señalan: 
 

Uno. Se modifica el número 2 del artículo 70, que quedará redactado como sigue: 
 

«2. Están exentas las siguientes entregas de combustible: 
 

a) El necesario para el funcionamiento de los grupos generadores de las empresas 
productoras de energía eléctrica en Canarias, así como el necesario para la cogeneración de 
la misma energía por cualquiera de los productores autorizados en Canarias. 

b) El necesario para la realización de actividades de captación y producción de agua 
y a la realización de infraestructuras de canalización hidráulica. 

c) El que se utilice en el transporte regular marítimo o aéreo de pasajeros y de 
mercancías entre las Islas Canarias. 
 

Reglamentariamente se establecerán por la Consejería competente en materia de 
hacienda del Gobierno de Canarias módulos de consumo límite de combustible para la 
realización de las actividades a que se refiere este apartado, así como los específicos 
deberes de información de los sujetos pasivos que realicen las entregas exentas.» 
 
Dos. Se modifican los números 2 y 3 del apartado uno del artículo 78, que quedarán 

redactados como sigue: 
 

«2. La repercusión del Arbitrio deberá efectuarse en la factura, que podrá emitirse por 
vía telemática, en las condiciones y con los requisitos que se determinen 
reglamentariamente. 

3. Quienes soporten cuotas de conformidad con lo dispuesto en el número 2 anterior 
tendrán derecho a exigir la expedición de factura.» 

 
Tres. Con efectos desde el 1 de enero de 2003, se modifica el artículo 83, que quedará 

redactado como sigue: 
 

«Artículo 83. Tipos impositivos. 
 

1. El tipo de gravamen está constituido por el porcentaje fijado para cada clase de 
bien mueble corporal en el anexo IV de la Ley, o por el tipo específico establecido en éste 
para los productos derivados del petróleo, y será el mismo para la importación o entrega de 
los bienes. 

2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, cuando de la aplicación del tipo 
impositivo previsto en el anexo IV para los cigarrillos resultase una cuota tributaria inferior a 6 
euros por cada 1.000 cigarrillos, se aplicará, en lugar del tipo impositivo contenido en dicho 
anexo, un tipo impositivo de carácter específico de importe igual a 6 euros por cada 1.000 
cigarrillos. 

3. El tipo de gravamen aplicable a cada operación será el vigente en el momento del 
devengo. 

4. Los anexos IV y V de esta Ley se establecerán siguiendo la estructura del arancel 
aduanero de las Comunidades Europeas. Cuando se produzcan variaciones en la estructura 
del arancel aduanero de las Comunidades Europeas, el Consejero de Economía, Hacienda y 



Comercio del Gobierno de Canarias procederá a la actualización formal de las 
correspondientes referencias contenidas en los anexos IV y V de esta Ley. Tal actualización 
formal de referencias en ningún caso podrá implicar una modificación del contenido real de 
dichos anexos.» 
 
Cuatro. Se modifica el artículo 84, que quedará redactado como sigue: 

 
«Artículo 84. Devoluciones en las exportaciones en régimen de viajeros. 
 

En el supuesto de operaciones de entrega de bienes sujetas al Arbitrio pero exentas 
por aplicación de lo dispuesto en el artículo 71.1 de esta Ley, cuando la entrega se haya 
realizado en favor de viajeros, se repercutirá el Arbitrio no obstante estar exentas las 
operaciones. La cuota del Arbitrio repercutida se devolverá en la forma y condiciones que se 
establezcan reglamentariamente por el Gobierno de Canarias.» 
 
Cinco. Se modifica el número 2 del artículo 85, que quedará redactado como sigue: 

 
«2. No podrán ser objeto de devolución las cuotas soportadas por la importación de bienes 
incluidos en el anexo V de la presente Ley, salvo que tales bienes se utilicen en la realización 
de las operaciones descritas en los artículos 71 y 72 de la presente Ley, incluso cuando los 
envíos o exportaciones no estén sujetos al Arbitrio.» 
 
Seis. Se modifica el párrafo b) del número 1 del artículo 88, que quedará redactado como 

sigue: 
 
«b) Expedir y entregar facturas de las operaciones sujetas al Arbitrio, adaptados a las normas 
generales que regulan el deber de expedir y entregar factura que incumbe a los empresarios 
y profesionales.» 
 
Siete. Con efectos desde el 1 de enero de 2003, se modifican los anexos IV y V en los 

términos que a continuación se indican: 
 

«1. Se incluyen en el anexo IV las mercancías que a continuación se indican: 
 

 
P. Estadística 

 
Descripción Tipo 

0302699500  
200911 
 
 
20091200  
200919  
200941 
 
200949 
 
200971 
200979 
 
200990 
 
2103,salvo la 
2103909081  
 
220850  
220860  
220870 
 

Pargos dorados ("sparus aurata"). 
Jugo de naranja congelado. 
Solamente gravados los productos de envase inferior a 150 kilos.  
 
Jugo de naranja sin congelar de valor Brix inferior o igual a 20.  
Los demás jugos de naranja sin congelar. 
Jugo de piña (de valor Brix inferior o igual a 20). 
Solamente gravados los productos de envase inferior a 150 kilos 
Los demás jugos de piña. 
Solamente gravados los productos de envase inferior a 150 kilos 
Jugo de manzana (de valor Brix inferior o igual a 20). 
Los demás jugos de manzana. 
Solamente gravados los productos de envase inferior a 150 kilos 
Mezclas de jugos. 
Solamente gravados los productos de envase inferior a 150 kilos.  
Preparaciones para salsas y salsas preparadas; condimentos y 
sazonadores; compuestos; harina de mostaza y mostaza 
preparada. 
Ginebra y Gin. 
Vodka. 
Licores. 
  

5 
5 
 
 
5 
 
5 
 
 
5 
 
5 
5 
 
5 
15 
 
 
0 
0 
0 
 



P. Estadística 
 

Descripción Tipo 

2710114100 
 
2710114500 
 
2710114900 
 
2710115100 
 
2710119000  
 
2710192100  
 
2710192500  
 
2710194100 
 
2710194500 
 
 
2710194900 
 
2710195500 
 
2710196100 
 
2710196300 
 
2710196500 
 
2710196900 
 
391710 
 
39172110 
 
39172199 
 
391722 
391723 
 
391729  
391731  
39173210 
 
 
39173231 
 
39173235 
 
 
39173239 
 
 
39173251 
 
 
39173291  

Las demás gasolinas con un contenido en plomo igual o inferior 
a 0,013 g por litro con un octanaje inferior a 95. 
Las demás gasolinas con un contenido en plomo igual o inferior a 
0,013 g por litro con un octanaje inferior a 95. 
Las demás gasolinas con un contenido en plomo igual o inferior a 
0,013 g por litro con un octanaje igual o superior a 98. 
Las demás gasolinas con un contenido en plomo superior a 0,013 
g por litro con un octanaje inferior a 98. 
Los demás aceites ligeros. 
 
Aceites medios carburorreactores. 
 
Los demás aceites medios. 
 
Aceites pesados o gasóleos que se destinen a otros usos con un 
contenido en azufre inferior o igual al 0,05 por 100. 
Aceites pesados o gasóleos que se destinen a otros usos con un 
contenido en azufre superior al 0,05 por 100 pero inferior o igual al 
0,2 por 100. 
Aceites pesados o gasóleos que se destinen a otros usos con 
contenido en azufre superior al 0,2 por 100. 
Fuel que se destine a una transformación química mediante un 
tratamiento distinto de los definidos para la subpartida 27101951. 
Fuel que se destine a otros usos con un contenido en azufre 
inferior o igual al 1 por 100. 
Fuel que se destine a otros usos con un contenido en azufre 
superior al 1 por 100 sin exceder del 2 por 100. 
Fuel que se destine a otros usos con un contenido en azufre 
superior al 2 por 100 sin exceder del 2,8 por 100. 
Fuel que se destine a otros usos con un contenido en azufre 
superior al 2,8 por 100. 
Tripas artificiales de proteínas endurecidas o de plásticos 
celulósicos. 
Tubos rígidos de polímeros de etileno solamente gravados los de 
diámetro inferior a 250 mm. 
Los demás tubos rígidos de polímeros de etileno destinados a la 
agricultura con gotero insertado. 
Tubos rígidos de polímeros de propileno. 
Tubos rígidos de polímeros de cloruro de vinilo de pared compacta 
solamente gravados los de diámetro inferior a 400 mm. 
Tubos rígidos de los demás plásticos. 
Tubos flexibles para una presión igual o superior a 27,6 m.p.a. 
Los demás, sin reforzar ni combinar con otras materias, sin 
accesorios, de productos de polimerización de reorganización o de 
condensación, incluso modificados químicamente. 
Tubos rígidos de polímeros de etileno de doble pared del tipo 
estructural con rigidez circunferencial igual o superior a 6 KNm2. 
Tubos rígidos de polímeros de cloruro de vinilo de doble pared del 
tipo estructural con rigidez circunferencial igual o superior a 6 
KNm2. 
Los demás, sin reforzar ni combinar con otras materias, sin 
accesorios, de los demás productos de polimerización de adición. 
Solamente gravados los de diámetro inferior a 250 mm. 
Los demás, sin reforzar ni combinar con otras materias, sin 
accesorios. 
Solamente gravados los de diámetro inferior a 250 mm. 
Tripas artificiales. 

7 euros/ 
1.000litros 
7 euros/ 
1.000litros 
7,5 euros/ 
1.000 litros 
7,5 euros/ 
1.000 litros 
7,5 euros/ 
1.000 litros  
8,5 euros/ 
1.000 litros  
8,5 euros/ 
1.000 litros  
6,5 euros/ 
1.000 litros 
6,5 euros/ 
1.000 litros 
 
6,5 euros/ 
1.000 litros 
4 euros/Tm 
 
4 euros/Tm 
 
4 euros/Tm 
 
4 euros/Tm 
 
4 euros/Tm 
 
0 
 
15 
 
0 
 
0 
15 
 
0 
0 
0 
 
 
0 
 
0 
 
 
15 
 
 
15 
 
 
0 



P. Estadística 
 

Descripción Tipo 

39173299 
 
 
391733 
 
 
391739 
 
391740 
 
 
40121100 
 
 
40121200 
 
401213 
40121900  
4819 
 
 
 
48239014 
 
 
9404, salvo la 
940430 y la 
940490 
 
 
 
 

Los demás, sin reforzar ni combinar con otras materias, sin 
accesorios. 
Solamente gravados los de diámetro inferior a 250 mm. 
Los demás, sin reforzar ni combinar con otras materias, con 
accesorios. 
Solamente gravados los de diámetro inferior a 250 mm. 
Los demás. 
Solamente gravados los de diámetro inferior a 250 mm. 
Accesorios. 
Solamente gravados los de polímeros de cloruro de vinilo con un 
diámetro inferior a 200 mm. 
Neumáticos recauchutados de los tipos utilizados en automóviles 
de turismo, incluidos los del tipo familiar (break o station wagon) y 
los de carreras. 
Neumáticos recauchutados de los tipos utilizados en autobuses o 
camiones. 
Neumáticos recauchutados de los tipos utilizados en aeronaves. 
Los demás neumáticos recauchutados. 
Cajas; sacos; bolsas; cucuruchos y demás envases de papel; 
cartón; guata de celulosa o napas de fibra de celulosa; cartonajes 
de oficina, tienda o similares, excepto los envases "tetrabrik" y 
"tetrapack" de la 481920 y la 481940. 
Los demás papeles y cartones de los tipos utilizados en la 
escritura, impresión u otros fines gráficos, sin imprimir, estampar o 
perforar. 
Somieres, artículos de cama y artículos similares (por ejemplo: col-
chones, cubrepiés, edredones, cojines, pufes o almohadas), con 
muelles o bien rellenos o guarnecidos interiormente con cualquier 
materia; incluidos los de caucho o plástico celulares; recubiertos o 
no. 

15 
 
 
15 
 
 
15 
 
15 
 
 
5 
 
 
5 
 
5 
5 
15 
 
 
 
15 
 
 
15 
 
 

 
 

2. Se incluyen en el anexo V las mercancías que a continuación se indican: 
 

P. Estadística Descripción 
0302699500 
200911 
 
20091200  
200919  
200941 
 
200949 
 
200971 
200979 
 
200990 
 
2103, salvo la 
2103909081  
391710 
39172110 
 
 

Pargos dorados ("sparus aurata"). 
Jugo de naranja congelado. 
Solamente gravados los productos de envase inferior a 150 kilos. 
Jugo de naranja sin congelar de valor Brix inferior o igual a 20. 
Los demás jugos de naranja sin congelar. 
Jugo de piña (de valor Brix inferior o igual a 20). 
Solamente gravados los productos de envase inferior a 150 kilos. 
Los demás jugos de piña. 
Solamente gravados los productos de envase inferior a 150 kilos. 
Jugo de manzana (de valor Brix inferior o igual a 20). 
Los demás jugos de manzana. 
Solamente gravados los productos de envase inferior a 150 kilos. 
Mezclas de jugos. 
Solamente gravados los productos de envase inferior a 1 50 kilos. 
Preparaciones para salsas y salsas preparadas; condimentos y 
sazonadores; compuestos; harina de mostaza y mostaza preparada. 
Tripas artificiales de proteínas endurecidas o de plásticos celulósicos. 
Tubos rígidos de polímeros de etileno solamente gravados los de diámetro 
inferior a 250 mm. 
 



P. Estadística Descripción 
39172199 
 
391722 
391723 
 
391729  
391731  
39173210 
 
 
39173231 
 
39173235 
 
39173239 
 
 
39173251 
 
39173291  
39173299 
 
391733 
 
391739 
 
391740 
 
 
40121100 
 
40121200  
401213 
40121900  
4819 
 
 
 
48239014 
 
9404, salvo la 
940430 y la 
940490 
 
 

Los demás tubos rígidos de polímeros de etileno destinados a la agricultura 
con gotero insertado. 
Tubos rígidos de polímeros de propileno. 
Tubos rígidos de polímeros de cloruro de vinilo de pared compacta 
solamente gravados los de diámetro inferior a 400 mm. 
Tubos rígidos de los demás plásticos. 
Tubos flexibles para una presión igual o superior a 27,6 m.p.a. 
Los demás, sin reforzar ni combinar con otras materias, sin accesorios, de 
productos de polimerización de reorganización o de condensación, incluso 
modificados químicamente. 
Tubos rígidos de polímeros de etileno de doble pared del tipo estructural con 
rigidez circunferencial igualo superior a 6 KNm2. 
Tubos rígidos de polímeros de cloruro de vinilo de doble pared del tipo 
estructural con rigidez circunferencial igual o superior a 6 KNm2. 
Los demás, sin reforzar ni combinar con otras materias, sin accesorios, de 
los demás productos de polimerización de adición. 
Solamente gravados los de diámetro inferior a 250 mm. 
Los demás, sin reforzar ni combinar con otras materias, sin accesorios. 
Solamente gravados los de diámetro inferior a 250 mm. 
Tripas artificiales. 
Los demás, sin reforzar ni combinar con otras materias, sin accesorios. 
Solamente gravados los de diámetro inferior a 250 mm. 
Los demás, sin reforzar ni combinar con otras materias, con accesorios. 
Solamente gravados los de diámetro inferior a 250 mm. 
Los demás. 
Solamente gravados los de diámetro inferior a 250 mm. 
Accesorios. 
Solamente gravados los de polímeros de cloruro de vinilo con un diámetro 
inferior a 200 mm. 
Neumáticos recauchutados de los tipos utilizados en automóviles de turismo, 
incluidos los del tipo familiar (break o station wagon) y los de carreras. 
Neumáticos recauchutados de los tipos utilizados en autobuses o camiones. 
Neumáticos recauchutados de los tipos utilizados en aeronaves. 
Los demás neumáticos recauchutados. 
Cajas; sacos; bolsas; cucuruchos y demás envases de papel; cartón; guata 
de celulosa o napas de fibra de celulosa; cartonajes de oficina, tienda o 
similares, excepto los envases "tetrabrik" y "tetrapack" de la 481920 y la 
481940. 
Los demás papeles y cartones de los tipos utilizados en la escritura, 
impresión u otros fines gráficos, sin imprimir, estampar o perforar. 
Somieres, artículos de cama y artículos similares (por ejemplo: colchones, 
cubrepiés, edredones, cojines, pufes o almohadas), con muelles o bien 
rellenos o guarnecidos interiormente con cualquier materia; incluidos los de 
caucho o plástico celulares; recubiertos o no. 
 
 

 
3. Se excluyen en el anexo IV las mercancías que a continuación se indican: 

 
 

P. Estadística Descripción Tipo 
0302696100 
 
 
0406 
 
1507909000 
 

Doradas de mar (de las especies "Dentex dentex" y 
"Pagellus spp.") frescas o refrigeradas. 
 
Queso y requesón, excepto 0406902300 y 
0406907800. 
Los demás (aceite de soja y sus fracciones, incluso 
refinado pero sin modificar químicamente). 

5 
 
 
0  
 
0 
 



P. Estadística Descripción Tipo 
1508909000 
 
1512199100 
 
 
1514909000 
 
 
1515299000 
 
 
20079939 
 
 
200911  
200919  
200940  
200970  
200990  
2103 
 
 
220850  
220860  
220870  
2710002700 
 
 
2710002900 
 
 
2710003200 
 
 
2710003400 
 
 
2710003900 
2710005100 
2710005500 
2710006600 
 
 
2710006700 
 
 
2710006800 
 
2710007200 
 
 
2710007400 
 
2710007600 
 
2710007700 
 
 

Los demás (aceite de cacahuete y sus fracciones, 
incluso refinado pero sin modificar químicamente). 
De girasol (aceites de girasol, de cártamo o de 
algodón, y sus fracciones, incluso refinados, pero sin 
modificar químicamente). 
Los demás (aceite de nabina, de colza o de mostaza, 
y sus fracciones, incluso refinados, pero sin modificar 
químicamente). 
Los demás (las demás grasas y aceites vegetales 
fijos, incluido el aceite de jojoba y sus fracciones, 
incluso refinados, pero sin modificar químicamente). 
Las demás (compotas, jaleas y mermeladas, purés y 
pastas de frutos, obtenidos por cocción, incluso 
azucarados de otro modo). 
Jugo de naranja congelado. 
Los demás jugos de naranja. 
Jugo de piña. 
Jugo de manzana. 
Mezclas de jugos. 
Preparaciones para salsas y salsas preparadas; 
condimentos y sazonadores; compuestos; harina de 
mostaza y mostaza preparada. 
Ginebra y Gin. 
Vodka. 
Licores. 
Las demás gasolinas con un contenido en plomo igual 
o inferior a 0,013 g por litro con un octanaje inferior a 
95. 
Las demás gasolinas con un contenido en plomo igual 
o inferior a 0,013 g por litro con un octanaje igual o 
superior a 95 pero inferior a 98. 
Las demás gasolinas con un contenido en plomo igual 
o inferior a 0,013 g por litro con un octanaje igual o 
superior a 98. 
Las demás gasolinas con un contenido en plomo 
superior a 0,013 g por litro con un octanaje inferior a 
98. 
Los demás aceites ligeros. 
Aceites medios carburorreactores. 
Los demás aceites medios. 
Aceites pesados o gasóleos que se destinen a otros 
usos con un contenido en azufre inferior o igual al 
0,05 por 100. 
Aceites pesados o gasóleos que se destinen a otros 
usos con un contenido en azufre superior al 0,05 por 
100 pero inferior o igual al 0,2 por 100. 
Aceites pesados o gasóleos que se destinen a otros 
usos con contenido en azufre superior al 0,2 por 100. 
Fuel que se destine a una transformación química 
mediante un tratamiento distinto de los definidos para 
la subpartida 27100071. 
Fuel que se destine a otros usos con un contenido en 
azufre inferior o igual al 1 por 100. 
Fuel que se destine a otros usos con un contenido en 
azufre superior al 1 por 100 sin exceder del 2 por 100.
Fuel que se destine a otros usos con un contenido en 
azufre superior al 2 por 100 sin exceder del 2,8 por 
100. 

0 
 
0 
 
 
0 
 
 
0 
 
 
5 
 
 
5 
5 
5 
5 
5 
15  
 
 
15  
15 
15 
7 euros/1.000 litros 
 
 
7 euros/1.000 litros 
 
 
7,5 euros/1.000 litros
 
 
7,5 euros/1.000 litros
 
 
7,5 euros/1.000 litros 
8,5 euros/1.000 litros 
8,5 euros/1.000 litros 
6,5 euros/1.000 litros
 
 
6,5 euros/1.000 litros
 
 
6,5 euros/1.000 litros
 
4 euros/Tm 
 
 
4 euros/Tm 
 
4 euros/Tm 
 
4 euros/Tm 
 
 



P. Estadística Descripción Tipo 
 
2710007800 
 
3917 
401210 
481840 
 
4819 
 
 
48235910 
 
48235990 
 
 
 
 
7325 
 
85445910 
 
9404 
 
 
 
 
 
94060031 
 
 

 
Fuel que se destine a otros usos con un contenido en 
azufre superior al 2,8 por 100. 
Tubos y accesorios de tubería de plástico. 
Neumáticos recauchutados. 
Compresas y tampones higiénicos; pañales y 
artículos higiénicos similares. 
Cajas; sacos; bolsas, cucuruchos y demás envases 
de papel; cartón; guata de celulosa o napas de fibra 
de celulosa; cartonajes de oficina, tienda o similares. 
Para máquinas de oficina y similares; en bandas o en 
bobinas. 
Los demás (los demás papeles, cartones, guatas de 
celulosa y napas de fibras de celulosa, cortados a su 
tamaño, los demás artículos de pasta de papel, de 
papel, cartón, guata de celulosa o de napas de fibra 
de celulosa). 
Las demás manufacturas moldeadas; de fundición, de 
hierro o acero. 
Hilos y cables para electricidad; con cabos de 
diámetro superior a 0,51 mm. 
Somieres, artículos de cama y artículos similares (por 
ejemplo: colchones, cubrepiés, edredones, cojines, 
pufes o almohadas), con muelles o bien rellenos o 
guarnecidos interiormente con cualquier materia; 
incluidos los de caucho o plástico celulares; 
recubiertos o no. 
Construcciones prefabricadas de hierro o acero para 
invernaderos. 

 
4 euros/Tm 
 
15 
5 
5 
 
15 
 
 
15 
 
15 
 
 
 
 
15 
 
5 
 
15 
 
 
 
 
 
5 

 
 

4. Se excluyen del anexo V las mercancías que a continuación se indican: 
 
 

P.estadistica Descripción 
0302696100  
 
0406 
1507909000  
 
1508909000 
 
1512199100 
 
1514909000 
 
1515299000 
 
20079939 
 
200911 
200919 
200940 
200970 
200990 
2103 
 

Doradas de mar (de las especies "Dentex dentex" y "Pagellus spp.") frescas o 
refrigeradas.  
Queso y requesón, excepto 0406902300 y 0406907800. 
Los demás (aceite de soja y sus fracciones, incluso refinado pero sin modificar 
químicamente). 
Los demás (aceite de cacahuete y sus fracciones, incluso refinado pero sin modificar 
químicamente). 
De girasol (aceites de girasol, de cártamo o de algodón, y sus fracciones, incluso 
refinados pero sin modificar químicamente). 
Los demás (aceite de nabina, de colza o de mostaza, y sus fracciones, incluso 
refinados, pero sin modificar químicamente). 
Los demás (las demás grasas y aceites vegetales fijos, incluido el aceite de jojoba, y 
sus fracciones, incluso refinados pero sin modificar químicamente). 
Las demás (compotas, jaleas y mermeladas, purés y pastas de frutos, obtenidos por 
cocción, incluso azucarados de otro modo). 
Jugo de naranja congelado. 
Los demás jugos de naranja. 
Jugo de piña. 
Jugo de manzana. 
Mezclas de jugos. 
Preparaciones para salsas y salsas preparadas; condimentos y sazonadores; 
compuestos; harina de mostaza y mostaza preparada. 



P.estadistica Descripción 
3917 
401210 
481840 
4819 
 
48235910 
48235990 
 
 
7325 
9404 
 
 
 
94060031 
 

Tubos y accesorios de tubería de plástico. 
Neumáticos recauchutados. 
Compresas y tampones higiénicos, pañales y artículos higiénicos similares. 
Cajas; sacos; bolsas; cucuruchos y demás envases de papel; cartón; guata de 
celulosa o napas de fibra de celulosa; cartonajes de oficina, tienda o similares. 
Para máquinas de oficina y similares; en bandas o en bobinas. 
Los demás (los demás papeles, cartones, guatas de celulosa y napas de fibras de 
celulosa, cortados a su tamaño, los demás artículos de pasta de papel, de papel, 
cartón, guata de celulosa o de napas de fibra de celulosa). 
Las demás manufacturas moldeadas, de fundición, de hierro o acero. 
Somieres, artículos de cama y artículos similares (por ejemplo: Colchones, cubrepiés, 
edredones, cojines, pufes o almohadas), con muelles o bien rellenos o guarnecidos 
interiormente con cualquier materia; incluidos los de caucho o plástico celulares; 
recubiertos o no. 
Construcciones prefabricadas de hierro o acero para invernaderos. 
 
 

 
 

Ocho. Con efectos desde el 1 de enero de 2002 y sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 
segundo anterior, se declaran exentas del Arbitrio las importaciones de los siguientes bienes 
realizadas durante el año 2002: 
 
 

P.estadistica Descripción 
0302696100 
 
20079939 
 
 
 

Doradas de mar (de las especies "Dentex dentes" y "Pagellus spp.") frescas o 
refrigeradas. 
Las demás (compotas, jaleas, y mermeladas, purés y pastas de frutos, obtenidos por 
cocción, incluso azucarados de otro modo). 

 
Los sujetos pasivos que hubieran satisfecho el Arbitrio como consecuencia de 

importaciones de las citadas mercancías llevadas a cabo durante el año 2002 tendrán 
derecho a la devolución de las cuotas satisfechas, que se hará efectiva por el procedimiento y 
en las condiciones establecidas para la devolución de ingresos indebidos de naturaleza 
tributaria.» 

 
Artículo 10. Modificación de la Ley 19/1994, de 6 de julio, del Régimen Económico y Fiscal de 
Canarias. 
 

Uno. Con efectos a partir del 1 de enero de 2002, se modifica el apartado 1 del artículo 26 de 
la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, que 
quedará redactado en los siguientes términos: 
 

«1. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades aplicarán una bonificación 
del 50 por 100 de la cuota correspondiente a los rendimientos derivados de la venta de 
bienes corporales producidos en Canarias por ellos mismos, propios de actividades agrícolas, 
ganaderas, industriales y pesqueras, siempre que, en este último caso, la pesca de altura se 
desembarque en los puertos canarios y se manipule o transforme en el archipiélago. Se 
podrán beneficiar de esta bonificación las personas o entidades domiciliadas en Canarias o 
en otros territorios que se dediquen a la producción de tales bienes en el archipiélago, 
mediante sucursal o establecimiento permanente.» 

 
Dos. Se modifican los apartados 2, 4, 7 y 8, y se añade un nuevo apartado 10 en el artículo 

27 de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, 
que quedarán redactados en los siguientes términos: 
 



«2. La reducción a que se refiere el apartado anterior se aplicará a las dotaciones 
que en cada período impositivo se hagan a la reserva para inversiones hasta el límite del 90 
por 100 de la parte de beneficio obtenido en el mismo período que no sea objeto de 
distribución, en cuanto proceda de establecimientos situados en Canarias. 

En ningún caso la aplicación de la reducción podrá determinar que la base imponible 
sea negativa. 

A estos efectos se considerarán beneficios no distribuidos los destinados a nutrir las 
reservas, excluida la de carácter legal. Tampoco tendrá la consideración de beneficio no 
distribuido el correspondiente a las rentas que se hayan beneficiado de la deducción 
establecida en el artículo 36 ter de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre 
Sociedades. 

Las asignaciones a reservas se considerarán disminuidas en el importe que 
eventualmente se hubiese detraído de los fondos propios, ya en el ejercicio al que la 
reducción de la base imponible se refiere, ya en el que se adoptara el acuerdo de realizar las 
mencionadas asignaciones». 

«4. Las cantidades destinadas a la reserva para inversiones en Canarias deberán 
materializarse en el plazo máximo de tres años, contados desde la fecha del devengo del 
impuesto correspondiente al ejercicio en que se ha dotado la misma, en la realización de 
alguna de las siguientes inversiones: 
 

a) La adquisición de activos fijos situados o recibidos en el archipiélago canario, 
utilizados en el mismo y necesarios para el desarrollo de actividades empresariales del sujeto 
pasivo o que contribuyan a la mejora y protección del medio ambiente en el territorio canario. 
A tal efecto se entenderán situados y utilizados en el archipiélago las aeronaves que tengan 
su base en Canarias y los buques con pabellón español y matriculados en Canarias, incluidos 
los inscritos en el Registro Especial de Buques y Empresas Navieras. 

Se considerarán como adquisición de activo fijo las inversiones realizadas por 
arrendatarios en inmuebles, cuando el arrendamiento tenga una duración mínima de cinco 
años, y las inversiones destinadas a la rehabilitación de un activo fijo si, en ambos casos, 
cumplen los requisitos contables para ser consideradas como activo fijo para el inversor. 

A los efectos de este apartado, se entenderán situados o recibidos en el archipiélago 
canario las concesiones administrativas de uso de bienes de dominio público radicados en 
Canarias, las concesiones administrativas de prestación de servicios públicos que se 
desarrollen exclusivamente en el archipiélago, así como las aplicaciones informáticas, y los 
derechos de propiedad industrial, que no sean meros signos distintivos del sujeto pasivo o de 
sus productos, y que vayan a aplicarse exclusivamente en procesos productivos o actividades 
comerciales que se desarrollen en el ámbito territorial canario. 

El importe de los gastos en investigación que cumplan los requisitos para ser 
contabilizados como activo fijo se considerará materialización de la reserva para inversiones 
en la parte correspondiente a los gastos de personal satisfechos a investigadores cualificados 
adscritos en exclusiva a actividades de investigación y desarrollo realizadas en Canarias, y 
en la parte correspondiente a los gastos de proyectos de investigación y desarrollo contra-
tados con universidades, Organismos públicos de investigación o centros de innovación y 
tecnología, oficialmente reconocidos y registrados y situados en Canarias. Esta 
materialización será incompatible, para los mismos gastos, con cualquier otro beneficio fiscal. 

Tratándose de activos fijos usados, éstos no podrán haberse beneficiado 
anteriormente del régimen previsto en este artículo, y deberán suponer una mejora 
tecnológica para la empresa. 

El inmueble adquirido para su rehabilitación tendrá la consideración de activo usado 
apto para la materialización de la reserva cuando el coste de la reforma sea superior a la 
parte del precio de adquisición correspondiente a la construcción. 

b) La suscripción de títulos valores o anotaciones en cuenta de deuda pública de la 
Comunidad Autónoma de Canarias, de las Corporaciones locales Canarias o de sus 
empresas públicas u Organismos autónomos, siempre que la misma se destine a financiar 
inversiones en infraestructura o de mejora y protección del medio ambiente en el territorio 
canario, con el límite del 50 por 100 de las dotaciones. 

A estos efectos el Gobierno de la Nación aprobará la cuantía y el destino de las 
emisiones, a partir de las propuestas que en tal sentido le formule la Comunidad Autónoma 
de Canarias, previo informe del Comité de Inversiones Públicas. 



c) La suscripción de acciones o participaciones en el capital de sociedades que 
desarrollen en el archipiélago su actividad, siempre que éstas realicen las inversiones 
previstas en el apartado a) de este artículo, en las condiciones reguladas en esta Ley. Dichas 
inversiones no darán lugar a la aplicación de ningún otro beneficio fiscal por tal concepto.» 
 

«7. La aplicación del beneficio de la reserva para inversiones será incompatible, para 
los mismos bienes, con la deducción por inversiones y con la deducción por reinversión de 
beneficios extraordinarios a que se refiere el artículo 36 ter de la Ley 43/1995, de 27 de 
diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.» 

«8. El cumplimiento de los requisitos contemplados en este artículo podrá acreditarse 
por los medios de prueba admitidos en derecho. A estos efectos, la dotación de la reserva se 
podrá entender probada cuando el sujeto pasivo haya presentado dentro del plazo 
legalmente establecido la declaración tributaria en la que aplique el incentivo regulado en 
este artículo. 

La disposición de la reserva para inversiones con anterioridad al plazo de 
mantenimiento de la inversión o para inversiones diferentes a las previstas, así como el 
incumplimiento de cualquier otro de los requisitos establecidos en este artículo, dará lugar a 
la integración en la base imponible del ejercicio en que ocurrieran estas circunstancias de las 
cantidades que en su día dieron lugar a la reducción de la misma. 

Sobre la parte de cuota derivada de lo previsto en el párrafo anterior se girará el 
interés de demora correspondiente, calculado desde el último día del plazo de ingreso 
voluntario de la liquidación en la que se realizó la correspondiente reducción de la base 
imponible.» 

«10. Los sujetos pasivos a que se refiere este artículo podrán llevar a cabo 
inversiones anticipadas de futuras dotaciones a la reserva para inversiones, siempre que 
cumplan los restantes requisitos exigidos en el mismo y las citadas dotaciones se realicen 
con cargo a beneficios obtenidos hasta el 31 de diciembre de 2005. 

Se comunicará la citada materialización y su sistema de financiación conjuntamente 
con la declaración del Impuesto sobre Sociedades, el Impuesto sobre la Renta de no 
Residentes o el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas del período impositivo en 
que se realicen las inversiones anticipadas. 

El incumplimiento de cualquiera de los requisitos previstos en este apartado 
ocasionará la pérdida del beneficio fiscal y será de aplicación lo previsto en el apartado 8 de 
este artículo.» 
 

SECCIÓN 6.ª IMPUESTO SOBRE LA PRODUCCIÓN, LOS SERVICIOS 
Y LA IMPORTACIÓN PARA LAS CIUDADES DE CEUTA Y MELILLA 

 
Artículo 11. Compensación por la que se garantiza la evolución de la recaudación por el Impuesto 
sobre la Producción, los Servicios y la Importación de las Ciudades de Ceuta y Melilla. 
 

Uno. Con el fin de mantener la suficiencia financiera de las Ciudades de Ceuta y Melilla, se 
garantiza una recaudación líquida del Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación 
correspondiente a las importaciones y al gravamen complementario sobre las labores del tabaco de 
las Ciudades de Ceuta y Melilla del ejercicio equivalente a la recaudación líquida del ejercicio 2001 
por dichos conceptos incrementada en la variación del PIB nominal, al coste de los factores, habida 
en el período. 

Dos. En el caso de que la recaudación líquida del ejercicio por dichos conceptos no alcance 
la cuantía a garantizar a que se refiere el apartado anterior, se compensará a cada una de las 
Ciudades con cargo a los Presupuestos Generales del Estado para el ejercicio siguiente por la 
diferencia calculada con arreglo a la siguiente fórmula: 
 

C(x) i = [RL(2001)I * PIB(x)/PIB (2001)] - RL(x)i. 
 

Donde: 
 

C(x)i es la compensación a efectuar a la Ciudad (i) correspondiente al ejercicio (x) con cargo 
a los Presupuestos Generales del Estado para (x +1); 



RL(2001)i y RL(x)i son la recaudación líquida, deducida de la liquidación del Presupuesto del 
ejercicio, por el Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación correspondiente a las 
importaciones y al Gravamen complementario sobre las Labores del Tabaco de cada Ciudad (i), en el 
ejercicio (2001) y (x), respectivamente; 

PIB (2001) y PIB(x) es el PIB nominal, al coste de los factores, Base-2001, correspondiente a 
los años (2001) y (x), respectivamente. 
 

Tres. La garantía a que se refiere el apartado anterior se calculará por vez primera en 
relación con el ejercicio 2002, con cargo a los Presupuestos Generales del Estado para 2003. 
 

CAPÍTULO III 
 

Tasas 
 
Artículo 12. Tasa por la autorización, celebración u organización de rifas, tómbolas, apuestas y combi-
naciones aleatorias. 
 

Se introducen las siguientes modificaciones en el texto refundido de Tasas Fiscales, 
aprobado por Decreto 3059/1966, de 1 de diciembre. 
 

Uno. Se modifica el artículo 36 del texto refundido de Tasas Fiscales, que quedará redactado 
de la siguiente forma: 
 

«Artículo 36. Hecho imponible. 
 

Se exigirán estas tasas por la autorización, celebración u organización de rifas, 
tómbolas, apuestas y combinaciones aleatorias. 

Su exacción corresponderá al Estado cuando, cualquiera que sea el medio manual, 
técnico, telemático o interactivo a través del cual se realicen las actividades gravadas, el 
ámbito territorial de participación sea nacional o superior al de una Comunidad Autónoma. 
Por el contrario, será exigible por cada concreta Comunidad Autónoma cuando el ámbito 
territorial de participación no exceda del suyo propio.» 

 
Dos. Se modifican los párrafos a) y b) del apartado 1 del artículo 38 del texto refundido de 

Tasas Fiscales, que quedarán redactadas como sigue: 
 

«a) Las rifas y tómbolas tributarán con carácter general al tipo del 15 por 100 del 
importe total de los boletos, billetes o medios de participación ofrecidos o, en defecto de 
soportes físicos, del importe total de los ingresos obtenidos. 

Cuando por cualquier causa no pudieran conocerse con carácter previo los ingresos 
a obtener, se practicará una liquidación a cuenta según los ingresos susceptibles de 
obtención, de conformidad, en su caso, con el órgano autorizante, sin perjuicio de la 
liquidación tributaria que proceda una vez acreditado el importe definitivo de los ingresos 
obtenidos. 

b) Las declaradas de utilidad pública o benéfica tributarán al tipo del 5 por 100.» 
 
Artículo 13. Modificación de la Ley 16/1979, de 2 de octubre, sobre Tasas de la Jefatura Central de 
Tráfico. 
 

Con efectos desde el 1 de enero de 2003, se modifica la Ley 16/1979, de 2 de octubre, sobre 
Tasas de la Jefatura Central de Tráfico, en los términos que a continuación se señalan: 
 

Uno. Se crea una nueva tarifa 9 dentro del artículo 6, en el grupo IV, «Otras Tarifas», con la 
siguiente redacción: 

 
«Grupo IV.9. Prestación de los siguientes servicios, efectuados por los Agentes de la 

Agrupación de Tráfico de la Guardia Civil: 
 



Escolta, control y regulación de la circulación de vehículos que por sus características 
técnicas o en razón de las cargas que transportan exceden de las masas y dimensiones 
máximas autorizadas o transitan a velocidades inferiores a las mínimas reglamentariamente 
establecidas. 
 

Tarifa: 22 euros por hora y agente destinado a la prestación del servicio. 
 

El importe de la liquidación será el resultado de la aplicación de la tarifa de la tasa al 
número de horas empleadas en el servicio.» 

 
Dos. Se modifica el artículo 14, que quedará redactado de la siguiente forma: 
 

«Artículo 14. Sustitutos del contribuyente. 
 

1. No obstante lo previsto en el artículo cuarto de esta Ley, serán sujetos pasivos, 
como sustitutos del contribuyente, de la tasa por anotación del resultado de la inspección 
técnica de vehículos, las personas, organismos o estaciones que realicen la inspección. 
 

Los sujetos pasivos sustitutos repercutirán el importe de la tasa a quienes soliciten 
los servicios de inspección. 
 

Por Orden del Ministerio del Interior se establecerá la forma y plazos en que los 
sujetos pasivos sustitutos deberán liquidar e ingresar el importe de las tasas, no siendo a 
estos efectos de aplicación lo establecido en el artículo décimo de esta Ley. 
 

Los resultados de la inspección efectuada se comunicarán a la Jefatura Central de 
Tráfico que efectuará la anotación correspondiente. 
 

2. Serán también sujetos pasivos, como sustitutos del contribuyente, de la tasa por 
anotación de la baja del vehículo, los centros autorizados de recepción y descontaminación 
que emitan los certificados de destrucción del vehículo al fin de la vida útil del mismo, y en 
esa condición repercutirán el importe de la tasa a quienes soliciten la destrucción del 
vehículo. 
 

Por Orden del Ministerio del Interior se establecerán la forma y plazos en que los 
sujetos pasivos deberán liquidar e ingresar el importe de las tasas, previas las 
comprobaciones correspondientes, no siendo a estos efectos de aplicación lo establecido en 
el artículo décimo de esta Ley. 
 

Los referidos centros autorizados de recepción y descontaminación comunicarán a la 
Jefatura Central de Tráfico relación identificativa de los vehículos que hayan sido destruidos, 
con la periodicidad y procedimiento que se establezcan.» 
 

Artículo 14. Modificación de las tasas del Boletín Oficial del Estado. 
 

Los artículos 16, 17, 23 y 24 de la Ley 25/1998, de 13 de julio, de modificación del Régimen 
Legal de las Tasas Estatales y Locales y de Reordenación de las Prestaciones Patrimoniales de 
Carácter Público, quedan redactados como sigue: 
 

«Artículo 16. Cuantía. 
 

Uno. Los anuncios que, a instancia del anunciante, se publiquen dentro de las 
veinticuatro horas siguientes a su entrega en la Administración del Boletín Oficial del Estado, 
satisfarán una cuantía doble a la que, en otro caso, hubiera resultado exigible. 

Idéntica cuantía deberá satisfacerse para los anuncios que sean entregados el 
viernes para su publicación el lunes siguiente. 

Dos. La liquidación e ingreso de las tarifas se efectuará conforme a la normativa 
reguladora del Boletín Oficial del Estado.» 
 



«Artículo 17. Modificación de las cuantías de la tasa. 
 

Uno. Sólo podrán modificarse mediante Ley el número e identidad de los elementos y 
criterios de cuantificación sobre los cuales se determinan las cuotas y tipos exigibles. 

Dos. A los efectos de lo previsto en el apartado anterior, se consideran elementos y 
criterios de cuantificación del importe exigible por los anuncios a que se refiere el hecho 
imponible de la tasa, el número de líneas de texto y, para los anuncios que se publiquen en la 
Sección VC, el número de líneas de título y el número de líneas de texto. 

Tres. La modificación de las cuantías fijas resultantes de la aplicación de los 
elementos y criterios a que se refieren los apartados anteriores podrá efectuarse mediante 
Orden ministerial. 

Cuatro. Las Ordenes ministeriales que, de conformidad con lo establecido en el 
anterior apartado de este artículo, modifiquen las cuantías fijas de la tasa deberán ir 
acompañadas de una memoria económico-financiera sobre el coste o valor del recurso o 
actividad de que se trate y sobre la justificación de la cuantía de la tasa propuesta, la cual 
deberá ajustarse al principio de equivalencia establecido en el artículo 7 de la Ley 8/1989, de 
13 de abril, de Tasas y Precios Públicos. 

La falta de este requisito determinará la nulidad de pleno derecho de la disposición.» 
 
«Artículo 23. Cuantía. 
 

Uno. En tanto no se produzca su modificación, continuarán vigentes las tarifas 
previstas en el artículo 46.4 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, para los actos a publicar 
en la Sección I del Boletín Oficial del Registro Mercantil. 

Dos. Los anuncios que, a instancia del anunciante, se publiquen dentro de las 
veinticuatro horas siguientes a su entrega en la Administración del Boletín Oficial del Estado, 
satisfarán una cuantía doble a la que, en otro caso, hubiera resultado exigible. 

Idéntica cuantía deberá satisfacerse para los anuncios que sean entregados el 
viernes para su publicación el lunes siguiente. 

Tres. La liquidación e ingreso de las tarifas se efectuará conforme a la regulación 
contenida en el Reglamento del Registro Mercantil y en la normativa reguladora del Boletín 
Oficial del Estado.» 
 
«Artículo 24. Modificación de las cuantías de la tasa. 
 

Uno. Sólo podrán modificarse mediante Ley el número e identidad de los elementos y 
criterios de cuantificación sobre los cuales se determinan las cuotas y tipos exigibles. 

Dos. A los efectos de lo previsto en el apartado anterior, se consideran elementos y 
criterios de cuantificación del importe exigible por los anuncios y avisos legales constitutivos 
de la Sección II del "Boletín Oficial del Registro Mercantil" a que se refiere el hecho imponible 
de la tasa, el número de líneas de título y el número de líneas de texto. 

Tres. La modificación de las cuantías fijas resultantes de la aplicación de los 
elementos y criterios a que se refieren los apartados anteriores podrá efectuarse mediante 
Orden ministerial. 

Cuatro. Las órdenes ministeriales que, de conformidad con lo establecido en el 
anterior apartado de este artículo, modifiquen las cuantías fijas de la tasa deberán ir 
acompañadas de una memoria económico-financiera, sobre el coste o valor del recurso o 
actividad de que se trate y sobre la justificación de la cuantía de la tasa propuesta, la cual 
deberá ajustarse al principio de equivalencia establecido en el artículo 7 de la Ley 8/1989, de 
13 de abril, de Tasas y Precios Públicos. 

La falta de este requisito determinará la nulidad de pleno derecho de la disposición.» 
 

Artículo 15. Tasa de Examen Preliminar Internacional de la Oficina Española de Patentes y Marcas. 
 

Se crean y establecen las siguientes cuantías para las tasas y derechos relativos a los 
exámenes preliminares internacionales que efectúe la Oficina Española de Patentes y Marcas, como 
consecuencia de la designación como Administración de Examen Preliminar Internacional a los 
efectos del procedimiento previsto en el Tratado de Cooperación en materia de Patentes (PCT) y en 
su Reglamento de Ejecución: 



 
Parte I. Tabla de tasas y derechos 

 
Tipo de tasa o derecho 

 
Cantidad 
(Euros) 

Tasa de examen preliminar [Regla 58.1.b)] ....................... 
Tasa adicional [Regla 68.3.a)] ........................................... 
 
Coste de las copias [Regla 71.2.b)], excepto primera 
copia: 
 
Documentos nacionales, cada documento .........................
Documentos internacionales, cada documento.................. 
Coste de las copias (Regla 94.2), excepto primera copia: 
Cada documento .............................................................. 
 
 

493,11
4q93,11

3,81
5,37

0,23
 

 
 
 
 

Parte II. Condiciones del reembolso de las tasas y medida en la que se efectuarán 
 

1) Será reembolsada cualquier cantidad pagada por error, sin necesidad, o en exceso de la 
cantidad adecuada, en concepto de las tasas indicadas en la parte 1. 

2) En los casos previstos en la Regla 58.3, la cantidad pagada de la tasa de examen 
preliminar será reembolsada íntegramente. 

3) Cuando se retire la solicitud internacional o la solicitud de examen preliminar internacional 
antes del comienzo del examen preliminar internacional, la cantidad pagada de la tasa de examen 
preliminar será reembolsada íntegramente. 
 
Artículo 16. Reforma de los cánones por concesiones y autorizaciones sobre dominio público maríti-
mo-terrestre. 
 

Uno. Se modifica el apartado 4 del artículo 84 de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, 
que queda redactado como sigue: 
 

«El tipo de gravamen anual será del 8 por 100 sobre el valor de la base, salvo en el 
caso de aprovechamiento, que será del 100 por 100.» 
 
Dos. Se modifica el apartado 7 del artículo 84 de la Ley 22/1988, de Costas, de 28 de julio, 

con la siguiente redacción: 
 

«El devengo del canon, calculado de acuerdo con los criterios establecidos en los 
apartados anteriores, se producirá con el otorgamiento inicial y mantenimiento anual de la 
concesión o autorización, y será exigible en la cuantía que corresponda y en los plazos que 
se señalen en las condiciones de dicha concesión o autorización. En el caso de 
aprovechamiento, el devengo se producirá cuando aquél se lleve a cabo. 

En el supuesto de concesiones de duración superior a un año, se podrá proceder a la 
actualización de la base cuando ésta no responda al valor actual de los bienes ocupados o 
aprovechados, en cuyo caso se tramitará un procedimiento al efecto.» 

 
Artículo 17. Modificación de la tasa por redacción de proyectos, confrontación y tasación de obras y 
proyectos. 
 

Uno. Se da nueva redacción al artículo 4.° del Decreto 139/1960, de 4 de febrero, por el que 
se convalida la tasa por redacción de proyectos, confrontación y tasación de obras y proyectos, que 
pasará a ser el siguiente: 
 

«Artículo 4.° Bases y tipos de gravamen. 



 
La base de la tasa es el importe del presupuesto total de ejecución material del 

proyecto de obras, servicios o instalaciones, y en el caso de tasación, el valor que resulte 
para la misma. 

El importe de la tasa se obtendrá multiplicando la raíz cúbica del cuadrado de la base 
por el coeficiente que a continuación se señala, es decir, por aplicación de la fórmula 
 

t=cxb⅔ 
 

a) En el caso de redacción de proyectos de obras, servicios e instalaciones, se 
aplicará el coeficiente c = 0,490898259. 

La tasa mínima será de 99,83 euros. 
b) En el caso de confrontación e informe se aplicará el coeficiente c = 0,145451336. 
La tasa mínima será de 49,88 euros. 
c) En el caso de tasaciones de obras, servicios o instalaciones, y en el de tasaciones 

de terrenos o edificios se aplicará el coeficiente c = 0,090907085. 
La tasa mínima será de 41,71 euros. 
d) En el caso de tasaciones de proyectos de obras, servicios o instalaciones, se 

aplicará el coeficiente c = 0,054544251. 
La tasa mínima será de 33,30 euros.» 

 
Dos. La redacción establecida en el apartado anterior tendrá vigencia a partir de 1 de enero 
de 2002. 
 

Artículo 18. Tasa por actuaciones de los Registros de buques y Empresas navieras. 
 

La tasa por actuaciones de los Registros de buques y Empresas navieras creadas por la Ley 
27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, en su actual redacción 
dada por la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del orden social, 
en su artículo 17, no será exigible al Estado y los demás Entes públicos territoriales o institucionales. 

Asimismo, dicha tasa no será exigible a los buques de Lista Octava pertenecientes a los 
sujetos citados en el párrafo anterior, afectos a una actividad pública. 
 
Artículo 19. Tasa de aterrizaje. 
 

El apartado 7 del artículo 11 de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas fiscales, 
administrativas y del orden social, queda redactado en los siguientes términos a partir del 1 de enero 
del año 2003: 
 

«7. Clasificación de los aeropuertos españoles: 
 

1. A los efectos de la aplicación de las cuantías de la presente tasa los aeropuertos 
españoles quedan clasificados en las siguientes categorías: 
 

Primera categoría: Madrid-Barajas, Barcelona, Gran Canaria, Málaga, Palma de 
Mallorca, Tenerife Sur, Alicante, Lanzarote, Fuerteventura, Bilbao, Tenerife Norte, Sevilla y 
Valencia. Menorca e Ibiza durante el período comprendido entre el 1 de mayo y el 31 de 
octubre, inclusive. 

Segunda categoría: Granada, A Coruña, Santiago, La Palma, Almería, Asturias, 
Jerez, Vigo. Girona y Reus durante el período comprendido entre el 1 de mayo al 31 de 
octubre. Menorca e Ibiza durante el período comprendido entre el 1 de noviembre y el 30 de 
abril, inclusive. 

Tercera categoría: Santander, Zaragoza, Córdoba, El Hierro, Madrid-Cuatro Vientos, 
Vitoria, Melilla, Pamplona, San Sebastián, Badajoz, Murcia-San Javier, Valladolid, 
Salamanca, Sabadell, Son Bonet, Torrejón, La Gomera, León, Burgos, Albacete, Mon-
florite-Huesca y La Rioja-Logroño. Girona y Reus durante el período comprendido entre el 1 
de noviembre al 30 de abril, inclusive. 
 



2. El resto de los aeropuertos y bases aéreas que con posterioridad a la publicación 
de esta Ley puedan ser gestionados por la Entidad pública empresarial Aeropuertos 
Españoles y Navegación Aérea quedarán clasificados en tercera categoría a efectos de 
aplicación de la tasa de aterrizaje. 

3. La presente clasificación podrá ser modificada por el Ministerio de Fomento 
mediante Orden ministerial en función del tráfico registrado en los aeropuertos». 

 
Artículo 20. Incremento del 4 por 100 de la tasa de aproximación. 
 

La tarifa unitaria de la tasa de aproximación regulada en el artículo 22 de la Ley 24/2001, de 
27 de diciembre, se eleva para el 2003 hasta la cantidad que resulte de la aplicación del coeficiente 
1,04 a la cuantía fijada para el año 2002. 

No será de aplicación lo dispuesto en el artículo 62.1 de la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2003. 
 
Artículo 21. Incremento del 4 por 100 de la tasa de seguridad. 
 

La tasa de seguridad regulada en el artículo 28 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, se 
eleva para el 2003 hasta la cantidad que resulte de la aplicación del coeficiente 1,04 a la cuantía 
fijada para el año 2002. 

No será de aplicación lo dispuesto en el artículo 62.1 de la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2003. 
 
Artículo 22. Tasa por derechos de examen para las titulaciones para el gobierno de las 
embarcaciones de recreo. 
 

Uno. La tasa por derechos de examen se regirá por la presente Ley y por las demás fuentes 
normativas que para las tasas se establecen en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de 
Tasas y Precios Públicos. 

Dos. Constituye el hecho imponible de la tasa la realización de exámenes teóricos para 
acceder a las titulaciones para el gobierno de embarcaciones de recreo y de motos náuticas. 

Tres. El devengo de la tasa se producirá en el momento de la inscripción en las pruebas de 
examen. 
La solicitud no se tramitará hasta tanto no se haya efectuado el pago. 

Cuatro. Serán sujetos pasivos de la tasa las personas físicas que soliciten la inscripción como 
aspirantes a las pruebas de examen. 

Cinco. Las cuantías de la tasa serán las siguientes: 
 

Tarifa única para la realización del examen teórico de acceso a las titulaciones de recreo y de 
motos náuticas; 
 

1) Capitán de Yate: 70 euros. 
2) Patrón de Yate: 60 euros. 
3) Patrón de Embarcaciones de Recreo: 45 euros. 
4) Patrón de Navegación Básica: 35 euros. 
5) Patrón de Moto Náutica «A»: 35 euros. 
6) Patrón de Moto Náutica «B»: 30 euros. 

 
Seis. El pago de la tasase realizará mediante ingreso efectivo en entidad de depósito 

autorizada por el Ministerio de Hacienda, siéndole aplicable lo dispuesto en el Reglamento General 
de Recaudación, aprobado por Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre. La gestión de la tasa se 
efectuará por la Dirección General de la Marina Mercante, dependiente del Ministerio de Fomento. 
 
Artículo 23. Canon por utilización de las infraestructuras ferroviarias. 
 

Uno. Hecho imponible. 
 

Constituye el hecho imponible del canon la utilización de las infraestructuras ferroviarias cuya 
administración haya sido encomendada por el Ministerio de Fomento a la Entidad pública empresarial 



Gestor de Infraestructuras Ferroviarias, así como la prestación de servicios inherentes a dicha 
utilización, en los términos que se especifican en las tarifas siguientes: 
 

a) La asignación de capacidad y supervisión de la circulación de los trenes (tarifa A). 
b) La reserva de capacidad respecto de la capacidad práctica del trayecto reservado o 

utilizado (tarifa B). 
A los efectos de la aplicación de esta tarifa se entenderá como capacidad práctica para un 

trayecto el número máximo de circulaciones posibles conforme a las necesidades de mantenimiento y 
las características técnicas y comerciales de las líneas por las que transcurra. 

c) La circulación de trenes o vehículos aislados (tarifa C). 
d) El tráfico producido sobre la infraestructura ferroviaria (tarifa D). 
e) El suministro de energía eléctrica de tracción a los trenes (tarifa E). 
f) El estacionamiento y la utilización de andenes en las estaciones (tarifa F). 
g) El paso por cambiadores de ancho (tarifa G). 
h) La emisión de acreditaciones con validez anual necesarias para facilitar el acceso no 

ocasional de vehículos y personas a las instalaciones ferroviarias (tarifa H). 
i) La prestación de facilidades de infraestructura a las empresas de telecomunicaciones para 

la transmisión de señal con sus propios equipos (tarifa I). 
 

Dos. Devengo. 
 

El devengo del canon se producirá en el momento de la adjudicación del derecho al uso de la 
infraestructura en el caso de las tarifas A) y B), cuando se inicie la utilización efectiva de la 
infraestructura en las tarifas C), D), E), F) y G), con la emisión o renovación anual del documento 
acreditativo en la tarifa H) y con el otorgamiento inicial y mantenimiento anual de la concesión, 
autorización o adjudicación en la tarifa I). 
 

Tres. Sujetos pasivos. 
 

Serán sujetos pasivos del canon en el caso de las tarifas A), B), C), D), E), F) y G) las 
empresas que presten los servicios de transporte ferroviario y en el caso de las tarifas H) e I) el 
usuario, persona autorizada o receptor del servicio de acreditación y la persona física o jurídica 
receptora de las facilidades de infraestructura, respectivamente. 
 

Cuatro. Cuantías. 
 

1. Sólo podrán modificarse mediante Ley el número o la identidad de los elementos y criterios 
de cuantificación sobre los cuales se determinen las cuotas exigibles en cada tarifa. 

2. A los efectos de lo previsto en el apartado anterior, se considerarán elementos y criterios 
de cuantificación para cada una de las tarifas del presente canon los siguientes: 
 

Tarifa A: Los servicios comerciales y maniobras en distancias superiores a 10 km y las 
maniobras entre dependencias con distancias que no excedan el kilometraje señalado. 

Tarifa B: Los kilómetros de longitud del surco reservado por el operador ferroviario. 
A los efectos de esta tarifa, por surco se entenderá la capacidad de infraestructura necesaria para 
que un tren o vehículo aislado circule entre dos puntos en un momento dado, bien en circulación 
comercial o de naturaleza técnica. 

Tarifa C: Las toneladas, toneladas dinámicas, el número de pantógrafos en captación u otras 
características técnicas significativas de los vehículos y la distancia recorrida por el tren. 

Tarifa D: El valor económico de la capacidad de tráfico ofertada (plazas-km, tm-km, TEU-km). 
Repercutirá a los obligados al pago los costes de carácter financiero, amortización del inmovilizado y, 
en su caso, los necesarios para garantizar el desarrollo razonable de las infraestructuras ferroviarias. 

Tarifa E: El coste del suministro correspondiente a la prestación efectuada. 
Tarifa F: El tiempo de estacionamiento del tren, la realización de operaciones de cambio de 

vía a solicitud del operador y la categoría de la estación. 
Tarifa G: Los pasos de tren por cambiador de ancho. 
Tarifa H: El ámbito objetivo de la autorización. 
Tarifa I: Las instalaciones (antenas, redes, etc.) o infraestructuras puestas a disposición del 

usuario. 



 
3. El establecimiento y modificación de las cuantías resultantes de la aplicación de los 

elementos y criterios a que se refieren los números anteriores podrá efectuarse mediante Orden 
ministerial. 

4. Las órdenes ministeriales que, de conformidad con lo establecido en el anterior número de 
este apartado, establezcan o modifiquen las cuantías del canon deberán ir acompañadas de una 
Memoria económico-financiera sobre el coste o valor del recurso o actividad de que se trate y sobre la 
justificación de la cuantía propuesta, la cual deberá ajustarse a lo establecido en el artículo 20.1 de la 
Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos. La falta de este requisito determinará la 
nulidad de pleno derecho de la disposición. 

5. Sobre las cuantías que resulten exigibles se aplicarán los impuestos indirectos que graven 
la prestación de los servicios objeto de gravamen, en los términos establecidos en la legislación 
vigente. 
 

Cinco. Gestión, recaudación y afectación. 
 

1. La gestión del canon corresponderá a la Entidad pública empresarial Gestor de 
Infraestructuras Ferroviarias. 

2. Las tarifas podrán ser objeto de liquidación de forma individualizada o conjunta en los 
términos que prevea la Orden ministerial que apruebe los modelos de liquidación y regule los plazos y 
medios para hacer efectivo el ingreso de las cuantías exigibles. 

3. El importe de lo recaudado por este canon formará parte del presupuesto de ingresos de la 
Entidad pública Empresarial Gestor de Infraestructuras Ferroviarias. 
 
Artículo 24. Canon por utilización de los andenes y terminales ferroviarios. 
 

Uno. Hecho imponible. 
 

Constituye el hecho imponible del canon la utilización de los andenes y terminales ferroviarios 
cuya administración haya sido encomendada por el Ministerio de Fomento a la Entidad pública 
empresarial Gestor de Infraestructuras Ferroviarias, así como la prestación de servicios inherentes a 
dicha utilización en los términos que se especifican en las tarifas siguientes: 
 

a) La utilización de estaciones por parte de los viajeros (tarifa A). 
b) La utilización de los aparcamientos de vehículos abiertos al público que sean explotados 

directamente por el Gestor de Infraestructuras Ferroviarias (tarifa B). 
c) La utilización de oficinas, locales y terrenos sin edificar (tarifa C). 
d) La prestación de servicios que precisen de autorización para el uso del dominio público 

ferroviario (tarifa D). 
e) La explotación de expendedores automáticos (tarifa E). 
f) La instalación de equipos terminales de autoservicios bancarios (tarifa F). 
g) La instalación de elementos publicitarios (tarifa G). 

 
Dos. Devengo. 

 
El canon se devengará en el momento del otorgamiento inicial y mantenimiento anual de la 

concesión, autorización o adjudicación, con la excepción de las tarifas A) y B), en las que el devengo 
coincidirá con el momento de producción del hecho imponible. 
 

Tres. Sujetos pasivos. 
  

Serán sujetos pasivos del canon las personas físicas o jurídicas que utilicen o se beneficien 
de la explotación de las estaciones ferroviarias, instalaciones y dependencias a que se refiere el 
primer apartado de este artículo. 
 

Cuatro. Cuantías. 
 

1. Sólo podrán modificarse mediante Ley el número o la identidad de los elementos y criterios 
de cuantificación sobre los cuales se determinen las cuotas exigibles en cada tarifa. 



2. A los efectos de lo previsto en el apartado anterior, se considerarán elementos y criterios 
de cuantificación para cada una de las tarifas del presente canon los siguientes: 

Tarifa A: La duración del recorrido de los viajeros. 
A los efectos de esta tarifa se consideran viajeros todas aquellas personas que no puedan 

ser consideradas tripulación y personal de supervisión tanto del operador como del gestor de la 
infraestructura. 

La presente tarifa deberá ser incluida en el precio del transporte por el operador ferroviario. 
Tarifa B: El tiempo de aparcamiento y el tipo de vehículo estacionado. 
Tarifa C: La categoría de la estación y la ubicación, dimensión y destino comercial del local. 
En el caso de que se utilicen procedimientos de licitación pública, podrá incluirse un importe 

fijo relacionado con la superficie, ubicación y destino del local y otro variable en función de la 
actividad desarrollada por el sujeto pasivo sobre la infraestructura ferroviaria. La cuantía exigible será 
la que resulte de la adjudicación. 

Tarifa D: El volumen de negocio y la intensidad en el uso del dominio público. 
Precisará de autorización por parte del GIF el desarrollo de cualquier actividad que se 

desarrolle en el ámbito del dominio público ferroviario, cuando para su normal desarrollo precisen de 
su ocupación. 

Cuando se utilicen procedimientos de licitación pública, la cuantía exigible será la que resulte 
de la adjudicación. 

Tarifa E: La categoría de la estación o instalación ferroviaria. 
Tarifa F: La categoría de la estación o instalación ferroviaria. 
Tarifa G: La categoría de la estación o instalación ferroviaria y el tipo y dimensiones del 

soporte publicitario. 
 

3. El establecimiento y modificación de las cuantías resultantes de la aplicación de los 
elementos y criterios a que se refieren los números anteriores podrá efectuarse mediante Orden 
ministerial. 

4. Las órdenes ministeriales que, de conformidad con lo establecido en el anterior número de 
este apartado, establezcan o modifiquen las cuantías del canon, deberán ir acompañadas de una 
Memoria económico-financiera sobre el coste o valor del recurso o actividad de que se trate y sobre la 
justificación de la cuantía propuesta, la cual deberá ajustarse a lo establecido en el artículo 20.1 de la 
Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos. La falta de este requisito determinará la 
nulidad de pleno derecho de la disposición. 

5. Las tarifas indicadas en el número 2 de este apartado no incluyen el consumo de energía 
eléctrica, líneas de teléfono, limpieza y similares, siendo por cuenta del explotador los gastos por 
consumos o suministros que facilite el Gestor de Infraestructuras Ferroviarias. 

6. Sobre las cuantías que resulten exigibles se aplicarán los impuestos indirectos que graven 
la prestación de los servicios objeto de gravamen, en los términos establecidos en la legislación 
vigente. 
 

Cinco. Gestión, recaudación y afectación. 
 

1. La gestión del canon corresponderá a la Entidad pública empresarial Gestor de 
Infraestructuras Ferroviarias, la cual podrá exigir la presentación de cualquier documento acreditativo 
que sea preciso para la práctica de las liquidaciones procedentes por aplicación del presente canon. 

2. Las tarifas podrán ser objeto de liquidación de forma individualizada o conjunta en los 
términos que prevea la Orden ministerial que apruebe los modelos de liquidación y regule los plazos y 
medios para hacer efectivo el ingreso de las cuantías exigibles. 

3. El importe de lo recaudado por este canon formará parte del presupuesto de ingresos de la 
Entidad pública empresarial Gestor de Infraestructuras Ferroviarias. 
 
Artículo 25. Precios privados por servicios y actividades comerciales. 
 

Uno. La prestación de servicios adicionales a la puesta a disposición de infraestructuras por 
el Gestor de Infraestructuras Ferroviarias y la realización por éste de actividades comerciales estará 
sujeta al pago de precios privados, que se regirán por lo previsto en este artículo y en la norma 
reglamentaria dictada en su desarrollo. 



Dos. Los precios serán exigibles desde que se solicite la prestación del servicio, la actividad o 
utilización de que se trate, abonándose su importe en efectivo en las condiciones que se establezcan 
en el momento de su establecimiento o modificación. 

Tres. En el supuesto de impago de los precios que correspondan, el Gestor de 
Infraestructuras Ferroviarias podrá suspender la prestación de los servicios, previa comunicación 
expresa dirigida al obligado al pago, hasta tanto éste no se efectúe o se garantice suficientemente. 
Igualmente, podrá solicitar depósitos, avales, pagos a cuenta o cualquier otra garantía suficiente para 
el cobro de los importes que resulten exigibles. 
 

Artículo 26. Modificación del artículo 29 de la Ley 24/2001, de Medidas fiscales, 
administrativas y del orden social. 
 

Uno. Se modifica el apartado dos del artículo 29, que quedará redactado como sigue: 
 

«Dos: Hecho imponible. Constituye el hecho imponible la prestación del servicio de 
inspección, vigilancia y control de acceso, tanto de viajeros como de equipajes, en las 
estaciones y demás recintos ferroviarios que, siendo titularidad estatal, estén administrados 
por RENFE o el Gestor de Infraestructuras Ferroviarias.» 

 
Dos. Se da nueva redacción al apartado tres del artículo 29, que quedará redactado de la 

siguiente manera: 
 

“Tres. Devengo. 
 

La tasa se devengará en el momento en que se inicie la prestación del servicio que 
constituye el hecho imponible, sin perjuicio de lo previsto en el siguiente apartado de este 
punto. 

De forma simultánea a la celebración del contrato de transporte o de arrendamiento, 
deberá constituirse un depósito previo equivalente al importe de esta tasa por parte del sujeto 
pasivo. Para aquellos contratos celebrados mediante venta a crédito al amparo de un 
convenio, la liquidación de la tasa se realizará en el plazo que esté pactado.» 

 
Tres. Se añade un nuevo párrafo al apartado cuatro del artículo 29, que quedará redactado 

de la siguiente manera: 
 

«Cuando la prestación del servicio gravado por esta tasa haya sido realizada por el 
Gestor de Infraestructuras Ferroviarias (GIF), el operador de transporte que la haya incluido 
en el precio de los títulos habilitantes de transporte estará obligado a liquidar a GIF el importe 
de la tasa y a ingresar esta cuantía en los plazos y condiciones convenidos con aquél o, en 
su defecto, en el plazo máximo de los quince días siguientes a la finalización del mes en el 
que el contribuyente haya adquirido el título habilitante para el transporte por ferrocarril.» 

 
Cuatro. Se modifica el apartado cinco.5) del artículo 29, que quedará redactado de la 

siguiente forma: 
 

«5) En aquellos contratos de transporte habilitantes para realizar un número 
indeterminado de viajes en dos o más medios, la cuantía de la tasa será el producto de 
multiplicar 0,20 euros por el número de meses de validez del título. Si la validez del título 
fuese inferior a un mes, la cuantía de la tasa será el producto de multiplicar 0,02 euros por el 
número de días de validez del título. En aquellos contratos de transporte habilitantes para 
realizar un número determinado de viajes en dos o más medios, la cuantía de la tasa será 
0,02 euros para aquellos títulos de transporte que habiliten para la realización de 10 viajes o 
menos; y para aquellos títulos habilitantes para la realización de más de 10 viajes, la cuantía 
de la tasa será el producto de multiplicar 0,20 euros por el número de meses o fracción de 
mes de validez del título.» 

 
Cinco. Se suprime el segundo párrafo del apartado cinco.1) y el segundo párrafo del apartado 

cinco.4) del artículo 29. 
Seis. El apartado seis quedará redactado como sigue: 



 
«Seis: gestión, recaudación y afectación. 

 
La gestión de esta tasa corresponde a la entidad pública empresarial que haya 

prestado el servicio gravado  la recaudación corresponderá a la RENFE. 
Lo recaudado por esta tasa se ingresará en el presupuesto de la entidad pública 

empresarial que haya prestado el servicio gravado.» 
 
Artículo 27. Tasa polos servicios de habilitación nacional del profesorado universitario. 
 

Uno. Se crea la tasa por los servicios de habilitación nacional del profesorado universitario, a 
los que hace referencia en el artículo 57 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de 
Universidades. Esta tasa se regirá por el presente artículo y por las demás fuentes normativas que 
para las tasas se establecen en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios 
Públicos. 

Dos. Constituye el hecho imponible de la tasa la prestación, por la Administración General del 
Estado, de los servicios y actuaciones inherentes a la realización de las pruebas de habilitación 
nacional, con carácter previo al acceso mediante concurso a los cuerpos de funcionarios docentes 
universitarios. 

Tres. El devengo de la tasa nace en el momento en que se presente la solicitud que motive el 
servicio o la actuación administrativa que constituye el hecho imponible de la misma. 

No obstante, en aquellos supuestos en que el servicio o la actuación que constituye el hecho 
imponible de la tasa se prestase de oficio por la Administración, la obligación del pago de aquélla 
nacerá en el momento en que se inicie la prestación del servicio o se realice la actividad, sin perjuicio 
de la posibilidad de exigir su depósito previo. 

Cuatro. Serán sujetos pasivos de la tasa las personas físicas incluidas en los artículos 58, 59 
y 60 de la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, que soliciten o a quienes se 
les preste cualquiera de los servicios y actuaciones que constituyen el hecho imponible. 

Cinco. La cuantía de la tasa es la siguiente: 
 

Euros  
1.Habilitación nacional de Profesores Titulares de 
Escuelas Universitarias ....................................... 

24,04 

2.Habilitación nacional de Profesores Titulares de 
Universidad y Catedráticos de Escuelas 
Universitarias......................................................... 

24,04 

3.Habilitación nacional de Catedráticos de 
Universidad .......................................................... 

24,04 

 
Seis. El pago de la tasa se realizará mediante ingreso efectivo en entidad de depósito 

autorizada por el Ministerio de Hacienda, de acuerdo con la liquidación que le será presentada por la 
Administración y le será aplicable lo dispuesto en el Reglamento General de Recaudación, aprobado 
por Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre. 

El pago de la tasa es requisito indispensable para la entrega del correspondiente certificado 
de habilitación nacional. 
 
Artículo 28. Tasa por homologación y convalidación de títulos y estudios extranjeros. 
 

Uno. Creación de la tasa. 
 

Se crea la tasa por homologación y convalidación de títulos y estudios extranjeros, que se 
regirá por la presente Ley y por las demás fuentes normativas que para las tasas se establecen en el 
artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos. 
 

Dos. Hecho imponible. 
 

Constituye el hecho imponible de la tasa la iniciación, a solicitud del interesado, de un 
expediente de homologación de títulos extranjeros de educación superior, o bien de un expediente de 
homologación o convalidación de títulos o estudios extranjeros de educación no universitaria. 



 
Tres. Devengo. 

 
El devengo de la tasa se producirá en el momento de la presentación de la solicitud de 

homologación o convalidación. La justificación del abono de la tasa será requisito necesario para la 
tramitación del expediente. 
 

Cuatro. Sujeto pasivo. 
  

Serán sujetos pasivos de la tasa las personas físicas que soliciten la homologación o 
convalidación de títulos o estudios extranjeros. 
 

Cinco. Cuantía. 
 

1. Las cuantías de la tasa serán las siguientes: 
 

Euros  
a) Solicitud de homologación al título español de Doctor............. 118 
b) Solicitud de homologación a un título español universitario de 
Licenciado, Ingeniero  o  Arquitecto.............................................. 

80 

c) Solicitud de homologación a un título español universitario de 
Diplomado, Ingeniero Técnico o Arquitecto Técnico.....................

40 

d) Solicitud de homologación al título Superior de Música, Danza 
o Arte Dramático........................................................................... 

80 

e) Solicitud de homologación al título español de Bachiller, 
Técnico Superior de Formación Profesional, Técnico Superior 
de Artes Plásticas y Diseño, Técnico Deportivo Superior, o 
Título Profesional de Música o Danza.......................................... 

40 

f) Solicitud de homologación al título español de Técnico de 
Formación Profesional, Técnico de Artes Plásticas y Diseño, o 
Técnico Deportivo......................................................................... 

40 

g) Solicitud de homologación al título español 
de Conservación y Restauración de Bienes Culturales ............... 

40 

h) Solicitud de homologación al Certificado de Aptitud de las 
Escuelas Oficiales de Idiomas...................................................... 

40 

i) Solicitud de convalidación por cursos o módulos de 
enseñanzas españolas de nivel no universitario.......................... 

20 

 
2. Cuando se trate de títulos o estudios no mencionados expresamente en los subapartados 

anteriores, se aplicará la cuantía correspondiente al título o estudios equivalentes por sus efectos o 
nivel académico. 

Seis. Exenciones. 
 

No se devengará tasa alguna por la solicitud de homologación al título español de Graduado 
en Educación Secundaria, ni por la solicitud de homologación de títulos de especialidades en 
Ciencias de la Salud. 

 
Siete. Gestión y recaudación. 

 
1. El pago de la tasa se realizará mediante ingreso en efectivo en entidad de depósito 

autorizada por el Ministerio de Hacienda, siéndole aplicable lo dispuesto en el Reglamento General 
de Recaudación, aprobado por Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre. 

2. No obstante, en aquellos países de residencia de los solicitantes en que no exista entidad 
de depósito autorizada, el ingreso se verificará mediante su ingreso en cuentas restringidas de 
recaudación abiertas en entidades de depósito para este fin. 

3. La gestión de la tasa se llevará a cabo por los servicios competentes del Ministerio de 
Educación, Cultura y Deporte. 
 



Artículo 29. Tasa por inspecciones y controles veterinarios de productos de origen animal no 
destinados a consumo humano, que se introduzcan en territorio nacional procedentes de países no 
comunitarios. 
 

Uno. La tasa por inspecciones y controles veterinarios de productos de origen animal no 
destinados a consumo humano, que se introduzcan en territorio nacional procedentes de países no 
comunitarios, se regirá por la presente Ley y por las demás fuentes normativas que para las tasas se 
establecen en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos. 

La tasa no será de aplicación a los productos que estén exentos de control veterinario en 
frontera de acuerdo con la normativa vigente. 

Dos. Constituye el hecho imponible de la tasa, la prestación de las actividades de inspección 
y control veterinario señaladas en el apartado anterior, por los servicios de inspección fronteriza 
dependientes funcionalmente del Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación, en los lugares 
específicamente autorizados para la introducción de dichos productos. 

Tres. Son sujetos pasivos de la tasa, en calidad de contribuyentes, las personas físicas o 
jurídicas para las que se realicen los servicios y actividades descritas en el apartado anterior. 

Cuatro. Será responsable de la tasa el interesado en la carga que participe en la introducción 
de los productos de origen animal no destinados a consumo humano, en el territorio nacional, 
procedentes de terceros países. Esta responsabilidad será de carácter solidario cuando actúe en 
nombre propio y por cuenta del sujeto pasivo, y subsidiaria cuando actúen en nombre y por cuenta 
del sujeto pasivo. 

Asimismo, serán responsables de las deudas tributarias derivadas de esta tasa las personas 
y entidades a que se refiere la sección II del capítulo III del Título II de la Ley 230/1963, de 28 de 
diciembre, General Tributaria, en los términos previstos en la misma. 

Cinco. La tasa se devengará en el momento en que se inicien las actividades de inspección y 
control sanitario en las instalaciones en que se desarrollen las mismas, sin perjuicio de que su pago 
se exija en el momento en que se soliciten las actuaciones de inspección y control cuya realización 
constituye el hecho imponible. 

Seis. Procederá el reembolso del importe de la tasa, a solicitud del sujeto pasivo, cuando no 
llegue a realizarse la actuación administrativa que constituye el hecho imponible por causa no 
imputable al mismo. 

Siete. Las cuantías de la tasa, para los productos de origen animal no destinados a consumo 
humano, serán las siguientes: 
 

a) Carnes frescas, refrigeradas o congeladas de cualquier especie animal, incluidos sus 
despojos y vísceras, destinados a la alimentación animal; productos cárnicos, preparados cárnicos y 
preparaciones alimenticias, que contengan carne de cualquier especie animal, destinada a la 
alimentación animal: la cuota tributaria será la resultante de aplicar 5 euros por tonelada de peso, con 
un mínimo de 29 euros por partida. 

b) Productos de la pesca y subproductos de la pesca destinados a la alimentación animal: la 
cuota tributaria será la resultante de aplicar 5 euros por tonelada de peso, con un mínimo de 29 euros 
por partida. 

c) Leche cruda, leche tratada térmicamente, leche destinada a la elaboración de productos 
lácteos, y productos lácteos: la cuota tributaria será la resultante de aplicar 5 euros por tonelada de 
peso, con un mínimo de 29 euros por partida. 

d) Huevos para incubar: la cuota tributaria será la resultante de aplicar 10 euros por cada 
unidad, siendo una unidad hasta 10.000 huevos (inclusive), con un mínimo de 29 euros por partida. 

e) Proteínas animales elaboradas: la cuota tributaria será la resultante de aplicar 5 euros por 
tonelada de peso, con un mínimo de 29 euros por partida. 

f) Alimentos para animales de compañía: la cuota tributaria será la resultante de aplicar 5 
euros por tonelada de peso, con un mínimo de 29 euros por partida. 

g) Grasas animales: la cuota tributaria será la resultante de aplicar 5 euros por tonelada de 
peso, con un mínimo de 29 euros por partida. 

h) Pieles, pelos, cerdas, lana, plumas: la cuota tributaria será la resultante de aplicar 5 euros 
por tonelada de peso, con un mínimo de 29 euros por partida. 

i) Trofeos de caza: la cuota tributaria será la resultante de aplicar 5 euros por tonelada de 
peso, con un mínimo de 29 euros por partida. 

j) Estiércol: la cuota tributaria será la resultante de aplicar 5 euros por tonelada de peso, con 
un mínimo de 29 euros por partida. 



k) Esperma de cualquier especie animal: la cuota tributaria será la resultante de aplicar 10 
euros por cada unidad, siendo una unidad hasta 100 pajuelas (inclusive), con un mínimo de 29 euros 
por partida. 

I) Óvulos y embriones de cualquier especie animal: la cuota tributaria será la resultante de 
aplicar 10 euros por cada unidad, siendo una unidad hasta 10 óvulos 0 10 embriones (inclusive), con 
un mínimo de 29 euros por partida. 

m) Otros productos de origen animal, no contemplados en los apartados anteriores: la cuota 
tributaria 
será la resultante de aplicar 5 euros por tonelada de peso, con un mínimo de 29 euros por partida. 
 

Estas tarifas se incrementarán en un 50 por 100 cuando las actuaciones tengan que ser 
realizadas fuera de la jornada u horario de trabajo. 

En el caso de importaciones procedentes de países terceros con los que existan acuerdos 
globales de equivalencia con la Unión Europea en materia de garantías veterinarias, basadas en el 
principio de reciprocidad de trato, la cuota tributaria será la que resulte de la aplicación de dichos 
acuerdos. 
 

Ocho. En todo lo relativo a la calificación de infracciones tributarias, así como en la 
determinación de las sanciones correspondientes, se estará, en cada caso, a lo dispuesto en los 
artículos 77 y siguientes de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria. 

Nueve. El importe de la tasa correspondiente no podrá ser objeto de restitución a terceros, ya 
sea de forma directa o indirecta. 

Diez. De acuerdo con el principio de equivalencia recogido en el artículo 7 de la Ley 8/1989, 
de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, y con la normativa que apruebe la Unión Europea, el 
Gobierno, mediante Real Decreto, podrá modificar las cuantías recogidas en el apartado siete de este 
artículo. 

Once. El pago de la tasa se realizará mediante ingreso en efectivo en entidad de depósito 
autorizada por el Ministerio de Hacienda, siéndole aplicable lo dispuesto en el Reglamento General 
de Recaudación, aprobado por Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre. 

El ingreso se realizará mediante autoliquidación del sujeto pasivo correspondiente, 
abonándose la tasa antes de que comiencen las actividades de inspección y control. Los productos 
no podrán abandonar el puesto de inspección fronterizo, centro de inspección o punto de entrada, sin 
que se haya efectuado dicho pago. 

Las autoridades no podrán autorizar el despacho en el territorio de la Unión Europea sin que 
se acredite el pago de la tasa. 

Doce. La gestión de la tasa se llevará a cabo por el Ministerio de Agricultura, Pesca y 
Alimentación. 
 
Artículo 30. Tasas exigibles por los servicios y actividades realizados en relación con la financiación 
con cargo a fondos de la Seguridad Social y fijación de precio de los efectos y accesorios. 
 

Se crea el grupo XI en el apartado 1 del artículo 117 de la Ley 25/1990, de 20 de diciembre, 
del Medicamento: 
 

«Grupo XI: Procedimientos de financiación con cargo a fondos de la Seguridad Social 
y fijación de precio de los efectos y accesorios. 

11.4 Procedimiento de inclusión de un efecto y accesorio en la prestación 
farmacéutica de la Seguridad Social: 318,24 euros. 

11.5 Procedimiento de exclusión de un efecto y accesorio en la prestación 
farmacéutica de la Seguridad Social: 318,24 euros.» 

 
Artículo 31. Tasas exigibles por los servicios y actividades en materia de industrias alimentarias, 
preparados alimenticios para regímenes especiales y/o dietéticos y aguas minerales naturales y de 
manantial. 
 

Uno. Estas tasas se regirán por la presente Ley y por las demás fuentes normativas que se 
establezcan para las tasas en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios 
Públicos. 
 



Dos. Constituye el hecho imponible de la tasa la realización por los órganos competentes de 
la Agencia Española de Seguridad Alimentaria, de la tramitación, estudios o evaluaciones para la 
autorización o inscripción en el Registro General Sanitario de Alimentos de industrias y 
establecimientos alimentarios situados en cualquier otro Estado miembro de la Unión Europea y su 
renovación de inscripción cada cinco años; de preparados alimenticios especiales y/o dietéticos 
procedentes de países no pertenecientes a la Unión Europea, o que, aun procediendo de países 
integrantes de ella, el responsable no tenga establecido su domicilio social en España y cuando se 
trate de la primera comercialización en España de productos ya comercializados en otro Estado 
miembro, así como los cambios de composición de los referidos productos; reconocimiento y registro 
de las aguas minerales naturales y de manantial procedentes de países no pertenecientes a la Unión 
Europea y su traslado a la Comisión Europea; y la expedición de certificados sobre datos registrales. 
 

Igualmente, constituye el hecho imponible la tramitación, estudios o evaluaciones necesarias 
para conseguir la idoneidad del expediente para su estudio por el Comité Científico de la Alimentación 
Humana y remisión del mismo a la Comisión Europea. 
 

Tres. Serán sujeto pasivo de las tasas las personas físicas o jurídicas que soliciten la 
prestación de cualquiera de los servicios que constituyan el hecho imponible de las mismas. 
 

Cuatro. El devengo de la tasa se producirá cuando se presente la solicitud que inicie la 
actuación o el expediente, que no se realizará o tramitará sin que se haya 
 efectuado el pago correspondiente. 
 
 Cinco. Cuantía de las tasas: 
 

Euros  
1) Por inscripción en el Registro General Sanitario de Alimentos 
de una industria o establecimiento alimentario situado en 
cualquier otro Estado miembro de la  Unión Europea ............... 

120 

2) Por renovación de la inscripción registral a que se refiere el 
punto anterior.............................................................................. 

60 

3) Por evaluación, estudio y, en su caso, registro de preparados 
alimenticios especiales y/o dietéticos procedentes de paí ses no 
pertenecientes a la Unión Europea, o que aun procediendo de 
países integrantes de ella, el responsable no tenga establecido 
su domicilio social en España y cuando se trate de la primera 
comercialización en España de productos ya comercializados en 
otro Estado miembro.................................................................... 

700 

4) Por modificaciones significativas en los productos a que se 
refiere el punto 3 (por ejemplo: cambios de composición) .......... 

700 

5) Por modificaciones menores en los productos a los que se 
refieren los puntos 3 y 4 (por ejemplo: cambios de nombre del 
producto, cambios de titular, fabricante)...................................... 

200 

 Euros 
6) Por autorización temporal de comercialización de productos 
alimenticios destinados a regímenes especiales y posterior 
registro......................................................................................... 

700 

7) Estudios y evaluación para, en su caso, la inscripción en el 
Registro General Sanitario de Alimentos de los complementos 
alimenticios ................................................................................. 

700 

8) Por modificaciones significativas en los productos a que se 
refiere el punto 7 (por ejemplo: cambios de composición)........... 

700 

9)  Por modificaciones menores en los productos a los que se 
refieren los puntos 7 y 8 (por ejemplo: cambios de nombre del 
producto, cambios de titular, fabricante)...................................... 

200 

10) Por reconocimiento y registro de las aguas minerales 
naturales y de manantial procedentes de países no 
pertenecientes a la Unión Europea ............................................ 

2.325 



11) Por evaluación de modificaciones sobre reconocimientos 
previamente autorizados.............................................................  

1.650 

12) Por expedición de certificados simples sobre los datos 
registrales de una empresa o producto....................................... 
(En el caso de que en una misma certificación se comprendan 
varias empresas o productos, se abonará una tasa igual por 
cada uno de ellos.) 

60 

13) Por expedición de certificación detallada de la composición 
de un producto ........................................................................... 

120 

 
Seis. Las tasas serán objeto de autoliquidación por los sujetos pasivos, de acuerdo con los 

modelos que se aprueben, realizándose su pago mediante ingreso en efectivo en entidad de depósito 
autorizada por el Ministerio de Hacienda, siéndole aplicable lo dispuesto en el Reglamento General 
de Recaudación, aprobado por Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre. 
 

Siete. La gestión de las tasas corresponde a la Agencia Española de Seguridad Alimentaria. 
 
Artículo 32. Tasas exigibles por los servicios y actividades en materia de adjudicación del código de 
identificación de los alimentos dietéticos destinados a usos médicos especiales susceptibles de 
financiación por el Sistema Nacional de Salud clasificación por tipo de dieta, así como los cambios de 
nombre y/o composición de los referidos productos. 
 

Uno. Estas tasas se regirán por la presente Ley y por las demás fuentes normativas que para 
las Tasas se establecen en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos. 
 

Dos. Constituye el hecho imponible de la tasa la realización por los órganos competentes de 
la Agencia Española de Seguridad Alimentaria de la tramitación, estudios o evaluaciones para la 
adjudicación del código de identificación de los alimentos dietéticos destinados a usos médicos 
especiales susceptibles de financiación por el Sistema Nacional de Salud, clasificación por tipo de 
dieta, así como, los cambios de nombre y/o composición de los referidos productos. 
 

Tres. Serán sujetos pasivos de las tasas las personas físicas o jurídicas que soliciten la 
prestación de cualquiera de los servicios que constituyan el hecho imponible de las mismas. 
 

Cuatro. El devengo de la tasa se producirá cuando se presente la solicitud que inicie la 
actuación o el expediente, que no se realizará o tramitará sin que se haya efectuado el pago 
correspondiente. 
 
 

Euros 
1) Por estudio, evaluación y, en su caso, adjudicación del Código 
de identificación para los alimentos dietéticos destinados a usos 
médicos especiales que se comercializan en España, 
susceptibles de financiación por el Sistema Nacional de Salud.... 

300 

2) Por modificaciones significativas en los productos a que se 
refiere el punto 1 (por ejemplo: cambios de composición) ...........  

300 

3) Por modificaciones menores en los productos a los que se 
refieren los puntos 1 y 2 (por ejemplo: cambios de nombre del 
producto, cambios de titular, fabricante) ...................................... 

125 

 
Seis. Las tasas serán objeto de autoliquidación por los sujetos pasivos, de acuerdo con los 

modelos que se prueben, realizándose su pago mediante ingreso en efectivo en entidad de depósito 
autorizada por el Ministerio de Hacienda, siéndole aplicable lo dispuesto en el Reglamento General 
de Recaudación, aprobado por Real Decreto 1684/1990, de 20 de diciembre. 
 

Siete. La gestión de las tasas corresponde a la Agencia Española de Seguridad Alimentaria. 
 



Artículo 33. Tasas exigibles por los servicios y actividades realizados en materia de plaguicidas de 
uso ambiental y en la industria alimentaria, así como para todos los biocidas en general en aplicación 
de la Directiva 98/8/CE. 
 

Uno. Estas tasas se regirán por la presente Ley y por las demás fuentes normativas previstas 
en el artículo 9 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos. 
 

Dos. Constituye el hecho imponible de la tasa la realización, por los órganos competentes de 
la Administración General del Estado de la tramitación, estudios o evaluaciones derivadas de la 
autorización o registro de productos biocidas según lo previsto en su reglamentación específica. 
 

Tres. Serán sujeto pasivo de las tasas las personas físicas o jurídicas que soliciten la 
prestación de cualquiera de los servicios que constituyan el hecho imponible de las mismas. 
 

Cuatro. El devengo de la tasa se producirá cuando se presente la solicitud que inicie la 
actuación o el expediente, que no se realizará o tramitará sin que se haya efectuado el pago 
correspondiente. 
 

Cinco. Cuantía de las tasas: 
 

La cuantía de las tasas se determinarán en función de la aplicación de la Directiva 98/8/CE, 
transpuesta a nuestro Ordenamiento Jurídico mediante su reglamentación específica. Estas tasas 
serán las siguientes: 
 

Euros  
1 Por evaluación de un expediente de una sustancia activa 
(nueva o existente) para su inclusión en el anexo I, IA o IB...........

 
100.000 

2 Por evaluación (autorización o registro) de un expediente de un 
producto biocida:  ..........................................................................  

 
2.100 

3 Por evaluación (autorización o registro) de un expediente en 
aplicación de formulaciones marco: ............................................... 

 
1.000 

4 Por reconocimiento de autorizaciones o registros concedidos 
en otros Estados Miembros............................................................

 
1.000 

5  Por autorizaciones provisionales................................................ 7.500 / producto 
+4500 / sustancia 

activa 
6 Por uso temporal de productos biocidas (120 días).................... 2.100 

7 Por notificación sobre el procedimiento orientado a 
investigación y desarrollo................................................................

 
2.100 

8 Por renovación de productos biocidas a los que se refieren los 
puntos 2 y 3..................................................................................... 

 
1.050/500 

9 Por modificaciones significativas en los productos biocidas a 
los que se refieren los puntos 2 y 3 (ej.: cambios en la 
formulación, extensiones de uso): .................................................

 
 

1.050/500 
10 Por modificaciones menores en los productos biocidas a los 
que se refieren los puntos 2 y 3: 
 
a) Modificaciones técnicas (ej.: cambios en clasificación y 
etiquetado): ....................................................................................
b) Cambios administrativos (ej.: cambio nombre producto, 
cambio titular): ............................................................................... 

 
 
 
 

210/100 
 

210/100 
11 Por la autorización de plaguicidas de uso ambiental e indus-
tria alimentaria que contengan sustancias activas existentes 
hasta su revisión en función de la Directiva 98/8/CE: 
a) Sustancias activas: ....................................................................
b) Formulaciones: ..........................................................................

 
 
 

600 
600 

 



12 Por renovación de autorización de productos a los que se 
refieren el punto 11: .......................................................................

 
450 

13 Por procedimientos de ampliación de autorización de un pro-
ducto ya registrado a los que se refiere el punto 11: .....................

 
300 

14. Por modificaciones significativas en los productos a los que 
se refiere el punto 11 (ej.: cambios en la formulación, exten-
siones de usos): ........................................................................... 

 
 

450 
15. Por modificaciones menores en los productos a los que se 
refiere el punto 11: 
 
a) Modificaciones técnicas (ej.: cambios en clasificación y 
etiquetado): ....................................................................................
 
b) Cambios administrativos (ej.: cambio nombre producto, 
cambio titular, cambio de fabricante): ............................................

 
 

 
 
 
 

150 
 
 

150 

 
 

Seis. Las tasas serán objeto de autoliquidación por los sujetos pasivos, de acuerdo con los 
modelos que se aprueben, realizándose su pago en efectivo mediante ingreso en entidad de depósito 
autorizada por el Ministerio de Hacienda. 
 
 Siete. La gestión de las tasas corresponde al Ministro de Sanidad y Consumo. 
 
Artículo 34. Modificación de la Ley 25/1990 de 20 de diciembre, del Medicamento. 
 

Con efectos a partir del 1 de enero del año 2003, se adiciona un párrafo al artículo 115 de la 
Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del Medicamento, con la siguiente redacción: 
 

«Asimismo estarán exentos los servicios y actividades por modificaciones en el 
material de acondicionamiento que tengan como objeto hacer efectiva la impresión en 
lenguaje braille, de acuerdo con lo previsto en el punto 10 del artículo 19 de esta Ley.» 

 
Artículo 35. Tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional en los órdenes civil y 
contencioso-administrativo. 
 

Uno. Hecho imponible y ámbito de aplicación. 
 

1. Constituye el hecho imponible de la tasa el ejercicio de la potestad jurisdiccional, a 
instancia de parte, en los órdenes jurisdiccionales civil y contencioso-administrativo, mediante la 
realización de los siguientes actos procesales: 
 

a) La interposición de la demanda en toda clase de procesos declarativos y de ejecución en 
el orden jurisdiccional civil, así como la formulación de reconvención. 
 

b) La interposición de recursos de apelación, extraordinario por infracción procesal y de 
casación en el orden civil. 
 

c) La interposición de recurso contencioso-administrativo. 
 

d) La interposición de recursos de apelación y casación en el ámbito de la jurisdicción 
contencioso-administrativa. 
 

2. La tasa regulada en esta Ley tiene carácter estatal y será exigible por igual en todo el 
territorio nacional, sin perjuicio de las tasas y demás tributos que puedan exigir las Comunidades 
Autónomas en ejercicio de sus respectivas competencias financieras. 
 

Dos. Sujetos pasivos. 



 
Son sujetos pasivos de la tasa quienes promuevan el ejercicio de la potestad jurisdiccional y 

realicen el hecho imponible de la misma. 
 

Tres. Exenciones. 
 
1. Exenciones objetivas. Están exentos de esta tasa: 

 
a) La interposición de demanda y la presentación de posteriores recursos en materia de 

sucesiones, familia y estado civil de las personas.  
b) La interposición de recursos contencioso-administrativos y la presentación de ulteriores 

recursos en materia de personal, protección de los derechos fundamentales de la persona y 
actuación de la Administración electoral, así como la impugnación de disposiciones de carácter 
general. 
 

2. Exenciones subjetivas.  
 
Están en todo caso exentos de esta tasa: 

 
a) Las entidades sinfines lucrativos que hayan optado por el régimen fiscal especial de la Ley 

49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal especial de las entidades sin fines lucrativos y de los 
incentivos fiscales al mecenazgo.  

b) Las entidades total o parcialmente exentas en el Impuesto sobre Sociedades.  
c) Las personas físicas.  
d) Los sujetos pasivos que tengan la consideración de entidades de reducida dimensión de 

acuerdo con lo previsto en la normativa reguladora del Impuesto sobre Sociedades. 
 

Cuatro. Devengo de la tasa. 
 

1. El devengo de la tasa se produce, en el orden jurisdiccional civil, en los siguientes 
momentos procesales: 
 

a) Interposición del escrito de demanda. 
b) Formulación del escrito de reconvención.  
c) Interposición del recurso de apelación. 
d) Interposición del recurso extraordinario infracción procesal.  
e) Interposición del recurso de casación. 

 
2. En el orden contencioso-administrativo el devengo de la tasa se produce en los siguientes 

momentos procesales: 
 

a) La interposición del recurso contencioso-administrativo, acompañada o no de la  
formulación de demanda. 
 b) La interposición del recurso de apelación. 
 c) La interposición del recurso de casación. 
 

Cinco. Base imponible. 
 

1. La base imponible coincide con la cuantía del procedimiento judicial, determinada con 
arreglo a las normas procesales. 

2. Los procedimientos de cuantía indeterminada o aquellos en los que resulte imposible su 
determinación de acuerdo con las normas de la Ley de Enjuiciamiento Civil, se valorarán en dieciocho 
mil euros (18.000 €) a los solos efectos de establecer la base imponible de esta tasa.  

3. En los supuestos de acumulación de acciones o en los casos en que se reclamen distintas 
pretensiones en una misma demanda, reconvención o interposición de recurso, la base imponible de 
la tasa estará integrada por la suma de las cuantías correspondientes a las pretensiones ejercitadas o 
a las distintas acciones acumuladas. En el caso de que alguna de las pretensiones o acciones 
acumuladas no fuera susceptible de valoración económica, se aplicará a ésta la regla señalada en el 
apartado anterior. 



Seis. Determinación de la cuota tributaria. 
 

1. Será exigible la cantidad fija que, en función de cada clase de proceso, se determina en la 
siguiente tabla: 
 

En el Orden Jurisdiccional Civil 
 

 
Verbal 

- 
Euros 

 
Ordinario 

- 
Euros 

 

Monitorio 
Cambiario 

- 
Euros 

Ejecución 
Extrajudicial 

- 
Euros 

 
Concursal 

- 
Euros 

 
Apelación 

- 
Euros 

Casación y de 
Infracc. Procesal 

- 
Euros 

90 150 90 150 150 300 600 
 
En el Orden Jurisdiccional Contencioso-Administrativo 

 
 

Abreviado 
- 

Euros 

 
Ordinario 

- 
Euros 

 

 
Apelación 

- 
Euros 

 
Casación 

- 
Euros 

120 210 300 600 
 

2. Además, se satisfará la cantidad que resulte de aplicar a la base imponible determinada 
con arreglo a lo dispuesto en el apartado anterior el tipo de gravamen que corresponda, según la 
siguiente escala: 
 
 

 
De 

 
A 
 

 
Tipo 

 
Máximo 

0 1.000.000  € 
Resto 

0,5 % 
0,25 % 

 
6.000 € 

 
 

Siete. Autoliquidación y pago. 
 

1. Los sujetos pasivos autoliquidarán esta tasa conforme al modelo oficial establecido por el 
Ministerio de Hacienda y procederán a su ingreso en el Tesoro Público con arreglo a lo dispuesto en 
la legislación tributaria general y en las normas reglamentarias de desarrollo de este artículo. 

2. El justificante del pago de la tasa con arreglo al modelo oficial, debidamente validado, 
acompañará a todo escrito procesal mediante el que se realice el hecho imponible de este tributo, sin 
el cual el secretario judicial no dará curso al mismo, salvo que la omisión fuere subsanada en un 
plazo de diez días. 

 
Ocho. Gestión de la tasa. 

 
La gestión de la tasa regulada en este artículo corresponde al Ministerio de Hacienda. 

 
Nueve. Bonificaciones derivadas de la utilización de medios telemáticos. 

 
La tasa judicial regulada en este artículo podrá ser objeto de bonificaciones en la cuota por la 

utilización de medios telemáticos en la presentación de los escritos procesales que constituyen el 
hecho imponible de la tasa y en el resto de las comunicaciones con los juzgados y tribunales en los 
términos que establezca la ley que regula las mismas. 
 

Diez. El Gobierno, a propuesta conjunta de los Ministerios de Hacienda y Justicia, dictará las 
disposiciones reglamentarias complementarias que sean necesarias para la aplicación de esta tasa. 
 

Once. La tasa judicial entrará en vigor el 1 de abril de 2003. 
 



Artículo 36. Modificación de la Ley 8/1989, de Tasas y Precios Públicos. 
 

El párrafo m) del artículo 13 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, 
tendrá la siguiente redacción: 
 

«m) El ejercicio de la potestad jurisdiccional a instancia de parte en los órdenes civil y 
contencioso-administrativo.» 

 
El actual párrafo m) pasa a ser el párrafo n). 

 
CAPÍTULO IV 

 
Otras normas tributarias 

 
Artículo 37. Modificación de la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria. 
 

Con efectos a partir del 1 de enero del año 2003, se introducen las siguientes modificaciones 
en la Ley 230/1963, de 28 de diciembre, General Tributaria. 
 

Uno. Se introduce un nuevo apartado 3 y se modifica el actual apartado 3, que pasa a ser el 
4, ambos del artículo 35, que quedarán redactados de la siguiente forma: 
 

«3. El contribuyente que esté obligado a presentar declaraciones o 
declaraciones-liquidaciones por medios telemáticos deberá conservar copia de los programas 
y ficheros generados que contengan los datos originarios de los que deriven los estados 
contables y declaraciones tributarias, sin perjuicio de lo previsto en la normativa de cada 
tributo. 

4. Las obligaciones a que se refieren los apartados 2 y 3 anteriores, en cuanto tengan 
el carácter de accesorias, no podrán exigirse una vez expirado el plazo de prescripción de la 
acción administrativa para hacer efectiva la obligación principal.» 

 
Dos. Se introduce un nuevo apartado 6 en el artículo 81, que quedará redactado de la 

siguiente forma: 
 

«6. Los procedimientos sancionadores que se incoen como consecuencia de un 
procedimiento de comprobación e investigación no podrán iniciarse una vez transcurrido el 
plazo de tres meses desde que se hubiese notificado o se entendiese notificada la 
correspondiente liquidación.» 

 
Tres. Se modifica el apartado 1 del artículo 142, que quedará redactado de la siguiente 

forma: 
 

«1. Los libros y la documentación del sujeto pasivo, incluidos los programas 
informáticos y archivos en soporte magnético, que tengan relación con el hecho imponible 
deberán ser examinados por los inspectores de los tributos en el domicilio, local, despacho u 
oficina de aquél, en su presencia o en la de la persona que designe, salvo que el obligado 
tributario consienta su examen en las oficinas públicas. No obstante, la Inspección de los 
Tributos podrá analizar en sus oficinas las copias de los mencionados libros y documentos.» 

 
Artículo 38. Declaraciones censales. 
 

Se modifican los apartados uno y tres del artículo 107 de la Ley 37/1988, de Presupuestos 
Generales del Estado para 1989, que quedarán redactados de la siguiente forma: 
 

«Uno. Las personas o Entidades que desarrollen o vayan a desarrollar en territorio 
español actividades empresariales o profesionales o satisfagan rendimientos sujetos a 
retención deberán comunicar a la Administración tributaria a través de las correspondientes 
declaraciones censales su alta en el censo de obligados tributarios, las modificaciones que se 
produzcan en su situación tributaria y la baja en dicho censo. El Censo de Obligados 



Tributarios formará parte del Censo de Contribuyentes, en el que figurarán la totalidad de 
personas físicas o jurídicas y entidades a que se refiere el artículo 33 de la Ley General 
Tributaria, identificadas a efectos fiscales en España. 

Las declaraciones censales servirán, asimismo, para comunicar el inicio de las 
actividades económicas que desarrollen, las modificaciones que les afecten y el cese en las 
mismas. A efectos de lo dispuesto en este artículo, tendrán la consideración de empresarios 
o profesionales quienes tuvieran tal condición de acuerdo con las disposiciones propias del 
Impuesto sobre el Valor Añadido, incluso cuando desarrollen su actividad fuera del territorio 
de aplicación de este impuesto.» 
«Tres. 

  
1. Reglamentariamente se regulará el contenido, la forma y los plazos para la 

presentación de estas declaraciones censales. 
2. La declaración censal de alta en el censo de obligados tributarios contendrá, al 

menos, la siguiente información: 
 

El nombre y apellidos o razón social del declarante. 
Su número de identificación fiscal si se trata de una persona física que lo tenga 

atribuido. Si se trata de personas jurídicas o entidades del artículo 33 de la Ley General 
Tributaria, la declaración de alta servirá para solicitar este número, para lo cual deberán 
aportar la documentación que se establezca reglamentariamente y completar el resto de la 
información que se relaciona en este apartado. De igual forma procederán las personas 
físicas sin número de identificación fiscal que resulten obligadas a la presentación de la 
declaración censal de alta, porque vayan a realizar actividades económicas o vayan a 
satisfacer rendimientos sujetos a retención. 

Su domicilio fiscal, y su domicilio social, cuando sea distinto de aquél. 
La relación de establecimientos y locales en los que vaya a desarrollar actividades 

económicas, con identificación de la Comunidad Autónoma, provincia, municipio, y dirección 
completa de cada uno de ellos. 

La clasificación de las actividades económicas que vaya a desarrollar según la 
codificación de actividades establecida a efectos del Impuesto sobre Actividades 
Económicas. 

El ámbito territorial en el que vaya a desarrollar sus actividades económicas, 
distinguiendo si se trata de ámbito nacional, de la Unión Europea o internacional. A estos 
efectos, el contribuyente que vaya a operar en la Unión Europea solicitará su alta en el censo 
de operadores intracomunitarios en los términos que se definan reglamentariamente. 

Su condición de persona o entidad residente o no residente. En este último caso, se 
especificará si cuenta o no con establecimientos permanentes, identificándose todos ellos, 
con independencia de que éstos deban darse de alta individualmente. Si se trata de un 
establecimiento permanente, en la declaración de alta se identificará la persona o entidad no 
residente de la que dependa, así como el resto de los establecimientos permanentes de 
dicha persona o entidad que se hayan dado de alta en el Censo de Obligados Tributarios. 

Su régimen de tributación en el Impuesto sobre Sociedades, en el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas o en el Impuesto sobre la Renta de no Residentes, según 
corresponda, con mención expresa de los regímenes y modalidades de tributación que le 
resulten de aplicación y los pagos a cuenta que le incumban. 

Su régimen de tributación en el Impuesto sobre el Valor Añadido, con referencia a las 
obligaciones periódicas derivadas de dicho impuesto que le correspondan y el plazo previsto 
para el inicio de la actividad, distinguiendo el previsto para el inicio de las adquisiciones e 
importaciones de bienes y servicios del previsto para las entregas de bienes y prestaciones 
de servicios que constituyen el objeto de su actividad, en el caso de que uno y otro sean 
diferentes. 

Su régimen de tributación en los impuestos que se determinen reglamentariamente. 
En el caso en que se trate de entidades en constitución, la declaración de alta 

contendrá, al menos, los datos identificativos y domicilio completo de las personas o 
entidades que promuevan su constitución. 

 



3. La declaración censal de modificación contendrá cualquier variación que afecte a 
los datos consignados en la declaración de alta o en cualquier otra declaración de 
modificación anterior, en los términos que se establezcan reglamentariamente. 

4. La declaración censal de baja se presentará cuando se produzca el cese efectivo 
en todas las actividades a que se refiere este artículo, de acuerdo con lo que se disponga 
reglamentariamente. 

5. La Administración tributaria llevará conjuntamente con el Censo de Obligados 
Tributarios un Censo de Operadores Intracomunitarios en el que se darán de alta los sujetos 
pasivos del Impuesto sobre el Valor Añadido que realicen entregas y adquisiciones 
intracomunitarias de bienes, así como determinadas prestaciones de servicios en los tér-
minos que se establezcan reglamentariamente. 

6. Las personas o Entidades a que se refiere el apartado uno de este artículo podrán 
resultar exoneradas reglamentariamente de presentar otras declaraciones de contenido o 
finalidad censal establecidas por las normas propias de cada tributo. 

7. Las sociedades en constitución que presenten el documento único electrónico para 
realizar telemáticamente sus trámites de constitución, de acuerdo con lo previsto en la Ley de 
la Sociedad Limitada Nueva Empresa, quedarán exoneradas de la obligación de presentar la 
declaración censal de alta, sin perjuicio de la presentación posterior de las declaraciones de 
modificación que correspondan en la medida en que varíe o deba ampliarse la información y 
circunstancias contenidas en dicho Documento Único Electrónico.» 

 
TÍTULO II 

 
De lo social 

 
(..................) 

 
 

SECCIÓN 3.ª SISTEMA FINANCIERO Y MONETARIO 
 
Artículo 95. Modificación de la Ley 6/2000, de 13 de diciembre, por la que se aprueban medidas 
fiscales urgentes de estímulo al ahorro familiar y a la pequeña y mediana empresa. 
 

Se modifica el párrafo primero del apartado 1 de la disposición adicional segunda de la Ley 
6/2000, de 13 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales urgentes de estímulo al ahorro 
familiar y a la pequeña y mediana empresa, que queda redactado en los siguientes términos: 
 

«1. Se crea una línea de apoyo a la capitalización de empresas de base tecnológica, 
cuyo objeto será la financiación de la toma de participación en el capital de empresas de alto 
contenido tecnológico por parte de entidades financieras cuyo objeto social sea la 
participación temporal en el capital de empresas no financieras. 

Las citadas entidades financieras deberán estar, en caso de resultar legalmente 
obligadas a ello, registradas ante la Comisión Nacional del Mercado de Valores y/o 
supervisadas por el Banco de España.» 

 
(..................) 
 
 
Disposición adicional primera. Compensación y deducción de determinadas deudas de las 
Comunidades Autónomas. 
 

Uno. El Estado podrá deducir de los importes de la participación en la recaudación líquida de 
los tributos cedidos gestionados por el mismo y de las entregas del Fondo de Suficiencia de las 
Comunidades Autónomas el importe de las deudas líquidas vencidas y exigibles contraídas con la 
Hacienda Pública del Estado por las mismas, así como por las Entidades de derecho público de ellas 
dependientes, por los conceptos tributarios objeto de dicha cesión, así como por cotizaciones a la 
Seguridad Social. 

Dos. Las deducciones serán acordadas por el Departamento de recaudación de la Agencia 
Estatal de la Administración Tributaria, en el caso de las deudas de naturaleza tributaria y por la 



Tesorería General de la Seguridad Social, en el caso de las deudas por cotizaciones a la Seguridad 
Social. 

Las deducciones serán aplicadas por el Ministerio de Hacienda, quien las practicará en las 
entregas a cuenta que le correspondan a la Comunidad Autónoma por la participación en la 
recaudación líquida de los tributos cedidos gestionados por el Estado y por Fondo de Suficiencia. 

Tres. Cuando concurran en la deducción deudas derivadas de tributos del Estado y deudas 
por cotizaciones a la Seguridad Social y excedan de la cuantía de las entregas a cuenta, se 
imputarán a dichas entregas a prorrata de su respectivo importe. 

Cuatro. La resolución en que se declare la extinción, total o parcial, de la deuda 
corresponderá al órgano competente para determinar la procedencia de la deducción, produciendo 
sus efectos desde el momento en que se practique y por la cuantía que se acuerde. 

Cinco. En el caso de que a la entrada en vigor de esta Ley existan deudas pendientes de 
aquellas a las que se refiere el apartado Uno anterior, el Ministerio de Hacienda y la Comunidad 
Autónoma correspondiente podrán acordar un plan de cancelación de dichas deudas. 
 
Disposición adicional segunda. Beneficios fiscales aplicables al «Año Santo Jacobeo 2004». 
 

Uno. El régimen de mecenazgo prioritario previsto en la normativa vigente será de aplicación 
a los programas y actividades relacionados con el «Año Santo Jacobeo 2004», siempre que se 
aprueben por el «Consejo Jacobeo» y se realice por las entidades o instituciones a las que resulte 
aplicable dicho régimen. 

A estos efectos, se elevarán en cinco puntos porcentuales los porcentajes de deducción 
previstos con carácter general en su normativa reguladora, en relación con los programas y 
actividades que se realicen para tal acontecimiento hasta el final del período de su vigencia. 

Dos. 1. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades podrán deducir de la cuota 
íntegra del impuesto el 15 por 100 de las inversiones que, efectuadas en el ámbito territorial que 
reglamentariamente se determine, se realicen en cumplimiento de los planes y programas de 
actividades establecidos por el «Consejo Jacobeo» y consistan en: 
 

a) Elementos del inmovilizado material nuevos, sin que, en ningún caso, se consideren como 
tales los terrenos. 

b) Obras de rehabilitación de edificios y otras construcciones que reúnan los requisitos 
establecidos en la normativa estatal sobre financiación de actuaciones protegidas en materia de 
vivienda que esté vigente en el momento de la ejecución de las obras de rehabilitación. 
Las citadas obras deberán cumplir, además, las normas arquitectónicas y urbanísticas que al 
respecto puedan establecer los Ayuntamientos correspondientes y el «Consejo Jacobeo». 

c) La realización en España o en el extranjero de gastos de propaganda y publicidad de 
proyección plurianual que sirvan directamente para la promoción del «Año Santo Jacobeo 2004», y 
reciban la aprobación del «Consejo Jacobeo». 

La base de la deducción será el importe total de la inversión realizada cuando el contenido 
del soporte publicitario se refiera de modo esencial a la divulgación de la celebración del «Año Santo 
Jacobeo 2004». En caso contrario, la base de la deducción será del 25 por 100 de la inversión 
realizada. 
 

2. Esta deducción, conjuntamente con las reguladas en el capítulo IV del Título VI de la Ley 
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, no podrá exceder del 35 por 100 de la 
cuota íntegra, minorada en las deducciones para evitar la doble imposición interna e internacional y 
las bonificaciones, y será incompatible para los mismos bienes o gastos con las previstas en la citada 
Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades. Las cantidades no deducidas 
podrán aplicarse, respetando igual límite, en las liquidaciones de los períodos impositivos que 
concluyan en los diez años inmediatos y sucesivos. 

El cómputo de los plazos para la aplicación de las deducciones previstas en el apartado Dos 
de esta disposición adicional podrá diferirse hasta el primer ejercicio en que, dentro del período de 
prescripción, se produzcan resultados positivos, en los siguientes casos: 
 

a) En las entidades de nueva creación. 
b) En las entidades que saneen pérdidas de ejercicios anteriores mediante la aportación 

efectiva de nuevos recursos, sin que se considere como tal la aplicación o capitalización de reservas. 
 



Tres. A los sujetos pasivos que ejerzan actividades económicas en régimen de estimación 
directa les será de aplicación la deducción establecida en el apartado anterior en los términos y con 
las condiciones que prevé la normativa del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 

Cuatro. Las transmisiones patrimoniales sujetas al impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados tendrán una bonificación del 95 por 100 de la cuota 
cuando los bienes y derechos adquiridos se destinen directa y exclusivamente por el sujeto pasivo a 
la realización de inversiones con derecho a deducción a que se refieren los apartados anteriores. 

Cinco. 1. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Actividades Económicas tendrán una 
bonificación del 95 por 100 en las cuotas y recargos correspondientes a las actividades de carácter 
artístico, cultural, científico o deportivo que hayan de tener lugar durante la celebración del «Año 
Santo Jacobeo 2004» y que certifique el «Consejo Jacobeo» que se enmarcan en sus planes y 
programas de actividades. 
 

2. Las empresas o entidades que desarrollen exclusivamente los objetivos de «Año Santo 
Jacobeo 2004» según certificación del «Consejo Jacobeo» tendrán una bonificación del 95 por 100 
en todos los impuestos y tasas locales que puedan recaer sobre sus operaciones relacionadas con 
dicho fin. 

3. A los efectos previstos en este apartado no será de aplicación lo dispuesto en los 
apartados 2 y 3 del artículo 9.° de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas 
Locales. 
 

Seis. La aplicación de los beneficios fiscales previstos en esta disposición requerirá el 
reconocimiento previo de la Administración tributaria sobre su procedencia en la forma que 
reglamentariamente se determine. 

A tal efecto, a la solicitud de reconocimiento deberá acompañarse certificación expedida por 
el «Consejo Jacobeo» de que las inversiones con derecho a deducción se han realizado en 
cumplimiento de sus planes y programas de actividades así como de las demás circunstancias 
previstas en esta disposición. 

Posteriormente, la Administración tributaria comprobará la concurrencia de las circunstancias 
o requisitos necesarios para la aplicación de los beneficios fiscales, practicando, en su caso, la 
regularización que resulte procedente de la situación tributaria de los sujetos pasivos. 

Siete. El «Consejo Jacobeo» remitirá a la Agencia Estatal de Administración Tributaria copia 
de los certificados emitidos en relación con los beneficios contenidos en esta disposición adicional en 
los meses de enero, abril, julio y octubre, para su ulterior remisión a los órganos de gestión 
correspondientes. 

Ocho. 1. Esta disposición cesará en su vigencia el 31 de diciembre de 2004. 
2. Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 

ejecución de lo previsto en esta disposición adicional. 
 
Disposición adicional tercera. Cesión de inmuebles efectuada por las Autoridades Portuarias a favor 
de otras Administraciones públicas. 
 

Quedan exentas de cualquier tributo de carácter estatal, autonómico o local, las rentas 
positivas que se pongan de manifiesto como consecuencia de las cesiones de inmuebles efectuadas 
por las Autoridades Portuarias a título gratuito a favor de cualquier Administración pública, siempre 
que se cumplan los siguientes requisitos: 
 

a) Que se formalicen en cumplimiento de convenios de colaboración entre las Autoridades 
Portuarias y la Administración correspondiente. 

b) Que los bienes objeto de cesión hayan sido desafectados y su cesión autorizada, conforme 
a los requisitos, y por el órgano competente que por razón de la cuantía, resulten del artículo 49.4 de 
la Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercante. 

c) Que los inmuebles se adscriban al patrimonio de la Administración pública destinataria de 
los bienes. 
 
Disposición adicional cuarta. Renovaciones del Catastro rústico. 
 

Hasta tanto se produzca la fijación de valores catastrales de los bienes inmuebles de 
naturaleza rústica de acuerdo con lo establecido en los artículos 68 y 70 de la Ley 39/1988, de 28 de 



diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, los referidos bienes continuarán tributando con los 
valores catastrales calculados conforme a lo establecido en la disposición transitoria segunda de la 
Ley antes citada una vez incorporadas las alteraciones catastrales que hayan experimentado o expe-
rimenten en cada ejercicio, con aplicación de los tipos evaluatorios de la Contribución Territorial 
Rústica y Pecuaria prorrogados en virtud del Real Decreto ley 7/1988, de 29 de diciembre, o de los 
que se hayan aprobado posteriormente en sustitución de ellos, y sin perjuicio de su actualización 
anual mediante los coeficientes establecidos y los que establezcan las Leyes de Presupuestos 
Generales del Estado. 

A los efectos de la aplicación del artículo 31 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de 
Medidas fiscales, administrativas y del orden social, se entenderá que las bases liquidables a que se 
refiere la disposición transitoria segunda de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, son las resultantes 
de la aplicación de los tipos evaluatorios que se indican en el párrafo anterior. 
 
Disposición adicional quinta. Constancia documental de la referencia catastral. 
 

El apartado Tres del artículo 50 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales, 
administrativas y del orden social, queda redactado como sigue: 
 

«Tres. La referencia catastral del inmueble se hará constar en los instrumentos públicos y en 
los expedientes y resoluciones administrativas por lo que resulte del documento que el obligado 
exhiba o aporte, que deberá ser uno de los siguientes: 
 

a) Último recibo justificando el pago del Impuesto sobre Bienes Inmuebles siempre que en 
este documento figure de forma indubitada la referencia catastral. 

b) Certificado u otro documento expedido por el gerente del Catastro, o escritura pública o 
información registral, siempre que en dichos documentos resulte de forma indubitada la referencia 
catastral. 

c) Certificación catastral electrónica obtenida por los procedimientos telemáticos que se 
aprueben por Resolución de la Dirección General del Catastro, en la que conste de forma indubitada 
la referencia catastral. 
 

La competencia para expedir u obtener el certificado a que se refiere el párrafo b) anterior 
podrá ser delegada en órganos de la propia o distinta Administración. Cuando los notarios y 
registradores de la propiedad obtengan directamente las certificaciones catastrales a que se refiere el 
párrafo c), los otorgantes del documento público o solicitantes de la inscripción quedarán eximidos de 
la obligación a que se refiere el apartado Dos de este artículo.» 
 
Disposición adicional sexta. Modificación del Real Decreto legislativo 1/1999, de 23 de diciembre, por 
el que se adecua la normativa del recurso previsto en el párrafo tercero de la base novena del Real 
Decreto-ley de 11 de junio de 1929, de Bases de Puertos, Zonas y Depósitos Francos, al sistema 
tributario vigente. 
 

Se introducen las siguientes modificaciones en el Real Decreto legislativo 1/1999, de 23 de 
diciembre, por el que se adecua la normativa del recurso previsto en el párrafo tercero de la base 
novena del Real Decreto-ley de 11 de junio de 1929, de Bases de Puertos, Zonas y Depósitos 
Francos, al sistema tributario vigente: 
 

Uno. Se añade un párrafo al artículo 3, que queda redactado de la siguiente manera: 
 

«A los efectos de este artículo se entiende por sujetos pasivos establecidos en las 
zonas francas aquellos que dispongan de establecimiento permanente en el ámbito territorial 
de las mismas.» 

 
Dos. El párrafo último del artículo 6 queda redactado de la siguiente manera: 

 
«El importe de los pagos al consorcio por el recurso no superará anualmente el 

importe máximo que, en su caso, hubiera fijado el Ministro de Hacienda en consideración a 
las necesidades financieras del mismo. En este supuesto, el exceso de recaudación del 
recurso sobre el importe máximo corresponderá al Tesoro.» 



 
Disposición adicional séptima. Cancelación de deuda de la Gerencia de Infraestructuras y 
Equipamientos de Educación y Cultura con el Estado. 
 

El saldo pendiente del préstamo otorgado por el Consejo de Ministros en su reunión de 10 de 
octubre de 1986, a la Junta de Construcciones e Instalaciones y Equipo Escolar, actualmente 
Gerencia de Infraestructuras y Equipamientos de Educación y Cultura, Organismo autónomo del 
Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, para la reposición de mobiliario y reconstrucción de sus 
almacenes destruidos por un incendio el 9 de julio de 1986, cuyo reintegro debía efectuarse mediante 
el ingreso de la indemnización que recibiera dicho Organismo de la Compañía de Seguros Albia, que-
da cancelado en virtud de los fallos de las Sentencias firmes del Juzgado de Primera Instancia 
número 17 de los de Madrid, de 10 de junio de 1996, y de la Audiencia Provincial de Madrid, Sección 
13.ª, de 8 de febrero de 1999. 
 
Disposición adicional octava. Baja definitiva de vehículos con quince o más años de antigüedad en el 
Registro de la Jefatura Central de Tráfico. 
 

Los titulares de vehículos con una antigüedad de quince o más años desde su primera 
inscripción en el Registro de Vehículos, podrán solicitar su baja definitiva en las Jefaturas de Tráfico 
sin necesidad de aportar el último justificante de pago del Impuesto municipal de Vehículos de 
Tracción Mecánica, respetándose el derecho de los Ayuntamientos al cobro del mismo. La anotación 
de la baja en el Registro de Vehículos estará exenta del pago de tasa. 
 
Disposición adicional novena. Control preventivo municipal de obras en zonas de interés para la 
defensa nacional. 
 

Las obras de nueva construcción, reparación y conservación, realizadas en zonas declaradas 
de interés para la defensa nacional o en las instalaciones militares señaladas en el artículo 8 del Real 
Decreto 689/1978, de 10 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 8/1975, de 12 de 
marzo, de Zonas e Instalaciones de Interés para la Defensa Nacional y calificadas como obras 
públicas que afecten directamente a la defensa nacional no estarán sometidas a los actos de control 
preventivo municipal. 

El Ministro de Defensa, a propuesta de los Jefes de Estado Mayor, señalará aquellas obras 
de nueva construcción, reparación y conservación que afecten directamente a la defensa nacional y 
que serán calificadas como de interés general. 
 
Disposición adicional décima. Indemnizaciones por residencia en las Ciudades de Ceuta y Melilla. 
 

El Gobierno analizará durante el año 2003 las condiciones que determinan la fijación de las 
indemnizaciones por residencia del personal en activo del sector público estatal en las Ciudades de 
Ceuta y Melilla, y procederá a su revisión y a la consiguiente modificación de las cuantías con objeto 
de adaptarlas a la realidad actual. Esta actualización no podrá suponer, en ningún caso, una 
minoración de las cantidades actualmente percibidas en este concepto. 
 
Disposición adicional decimoprimera. Exploración de Hidrocarburos en el Exterior y en el Interior. 
 

Se habilita al Ministerio de Economía, previo informe del Ministerio de Hacienda, a la 
realización de las propuestas pendientes para la liquidación final de los compromisos derivados del 
cumplimiento de los dos Acuerdos de Consejo de Ministros adoptados con fecha 30 de julio de 1982 
en relación con la Exploración de Hidrocarburos en el Exterior y en el Interior (España), de acuerdo 
con los criterios establecidos en dichos Acuerdos. 
 
Disposición adicional decimosegunda. Metro de Sevilla. 
 

En el ejercicio 2003, el Gobierno, en consideración a las necesidades que concurren en el 
transporte colectivo regular de viajeros en la ciudad de Sevilla, estudiará las condiciones de la 
participación económica de la Administración General del Estado en la financiación de las obras 
relativas al Metro de Sevilla, en orden a la suscripción de un Convenio para tal fin con las Admi-
nistraciones andaluzas competentes. 



 
Disposición adicional decimotercera. Reembolso del Impuesto sobre el Valor Añadido en 
importaciones de bienes mediante agentes de aduanas y personas o entidades que actúen en 
nombre propio y por cuenta de los importadores. 
 

Se modifica la disposición adicional única de la Ley 9/1998, de 21 de abril, que quedará 
redactada de la siguiente forma: 
 

«Disposición adicional única. Reembolso del Impuesto sobre el Valor Añadido en importacio-
nes de bienes mediante Agentes de Aduanas y personas o entidades que, debidamente habi-
litadas por la Administración aduanera, actúen en nombre propio y por cuenta de los impor-
tadores. 

 
A efectos del impuesto sobre el valor añadido, en las importaciones de bienes 

mediante agentes de aduanas y personas o entidades que, debidamente habilitadas por la 
Administración aduanera, actúen en nombre propio y por cuenta de los importadores que 
hubiesen hecho efectivo el pago de dicho impuesto por cuenta del importador, se aplicarán 
las siguientes reglas: 

 
1.ª El documento justificativo del derecho a la deducción de las cuotas satisfechas a 

la importación será el documento acreditativo del pago del impuesto, en el que conste el 
reconocimiento del agente de aduanas o de la persona o entidad que haya actuado en 
nombre propio y por cuenta del importador de haber obtenido de su cliente el reembolso del 
tributo. 

Los agentes de aduanas y las personas o entidades que actúen en nombre propio y 
por cuenta de los importadores tendrán derecho de retención del documento a que se refiere 
esta regla hasta que hayan obtenido el reembolso del impuesto. 

2.ª Si transcurrido un año desde el nacimiento del derecho a la deducción, el 
importador que tenga derecho a la deducción total del impuesto devengado por la importación 
no ha reembolsado la cuota satisfecha con ocasión de dicha importación por el agente de 
aduanas o la persona o entidad que haya actuado en nombre propio y por cuenta del 
importador, aquél o ésta podrá solicitar de la Aduana su devolución, en el plazo de los tres 
meses siguientes y en las condiciones y con los requisitos que se determinen 
reglamentariamente. 

El agente de aduanas o la persona o entidad que haya actuado en nombre propio y 
por cuenta del importador deberá acompañar a la solicitud de devolución el documento 
acreditativo del pago del impuesto, que quedará inutilizado a los efectos del ejercicio del 
derecho a la deducción o devolución. 

3.ª En los casos a que se refiere la regla 2.ª anterior no serán de aplicación los 
supuestos de responsabilidad previstos en el número 3.° del apartado dos y en el apartado 
tres del artículo 87 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor 
Añadido.» 



Disposición adicional decimocuarta. Modificación de la Ley Hipotecaria. 
 

Uno. Se añade al párrafo quinto del artículo 327 de la Ley Hipotecaria lo siguiente: 
 

«Igualmente lo trasladará a los titulares cuyos derechos consten presentados, 
inscritos, anotados o por nota al margen en el Registro y que puedan resultar perjudicados 
por la resolución que recaiga en su día. Cuando la nota desestimatoria se funde en la falta u 
omisión de una licencia o autorización de cualquier autoridad u organismo público o de la 
falta u omisión del consentimiento de una persona física o jurídica, el Registrador les 
notificará la interposición, en su caso, del recurso.» 

 
Dos. Se introduce un nuevo párrafo cuarto en el artículo 328 de la Ley Hipotecaria: 

 
«Cuando la resolución sea estimatoria, el Registrador que haya firmado la nota de 

calificación revocada, así como los titulares de derechos a quienes se les haya notificado la 
interposición del recurso, estarán también legitimados para recurrirla.» 

 
Disposición adicional decimoquinta. Fondos de Promoción de Empleo. 
 

Se habilita a la Comisión Liquidadora de los Fondos de Promoción de Empleo creada por el 
artículo 31 de la Ley 14/2000, para proponer a la Dirección General de Patrimonio del Estado la 
cesión de uso, con anterioridad a la extinción del proceso de liquidación de los Fondos, del bien 
inmueble titularidad de los Fondos existentes en Trapaga (Vizcaya), a la Fondo Formación Euskadi, a 
fines de formación profesional y de empleo. 

La cesión de uso, una vez autorizada por la Dirección General de Patrimonio del Estado, será 
acordada por la Comisión Liquidadora. 
Extinguidos los fondos, el bien se adscribirá al Patrimonio del Estado, manteniéndose la cesión de 
uso mientras se mantenga el fin que justifique dicha cesión. 
 
Disposición adicional decimosexta. Programa PREVER para la modernización del parque de 
vehículos automóviles. 
 

Con efectos desde el 1 de enero del año 2003, el apartado 1 del artículo 3 de la Ley 39/1997, 
de 8 de octubre, por la que se aprueba el programa PREVER para la modernización del parque de 
vehículos automóviles, el incremento de la seguridad vial y protección del medio ambiente, quedará 
redactado de la siguiente forma: 
 

«1. El fabricante, el primer receptor en España o, en su caso y en lugar de éstos, 
quien mantenga relaciones contractuales de distribución con el concesionario o vendedor 
final, podrá deducirse de la cuota íntegra del Impuesto sobre Sociedades o de la cuota 
íntegra del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas el importe de las bonificaciones 
otorgadas a los compradores y, en su caso, a los arrendatarios financieros, de vehículos 
industriales nuevos de menos de 6 toneladas de peso máximo autorizado que justifiquen que 
han dado de baja para el desguace otro vehículo industrial de menos de 6 toneladas de peso 
máximo autorizado del que sean titulares, cuando concurran las siguientes condiciones: 

 
a) Que el vehículo para el desguace tenga más de siete años de antigüedad desde 

su primera matriculación en España. 
 

b) Que tanto el vehículo nuevo como el vehículo para el desguace deberán estar 
comprendidos en los números 23 y 26 del anexo del Real Decreto legislativo 339/1990, de 2 
de marzo, por el que se aprueba el texto articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación de 
Vehículos a Motor y Seguridad Vial, así como en alguno de los supuestos de no sujeción del 
Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte contemplados en el párrafo a) 
del apartado 1 del artículo 65 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos 
Especiales.» 

 
Disposición adicional decimoséptima. Modificación de la Ley 66/1997 de 30 de diciembre, de Medidas 
fiscales, administrativas y del orden social. 



 
Se adiciona un nuevo apartado once al artículo 81 de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de 

Medidas fiscales, administrativas y del orden social, según la redacción dada al mismo por el artículo 
51 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del orden social, con 
el siguiente contenido: 
 

«Once. Sin perjuicio de lo establecido en los apartados anteriores, la Fabrica 
Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda podrá, en régimen de libre 
competencia, prestar servicios de certificación en el uso de la firma electrónica en las 
relaciones que mantengan los particulares, así como realizar la prestación de servicios 
técnicos para garantizar la seguridad, validez y eficacia de los servicios de la sociedad de la 
información y de la contratación por vía electrónica con arreglo a lo dispuesto en la legislación 
reguladora del uso de firma electrónica, y de servicios de la sociedad de la información y 
comercio electrónico y demás normas complementarias.» 

 
Disposición adicional decimoctava. Modificación de la Ley 44/2002, de 22 de noviembre, de Medidas 
de Reforma del Sistema Financiero. 
 

Se da nueva redacción al apartado primero del artículo 64 de la Ley 44/2002, de 22 de 
noviembre, de Medidas de Reforma del Sistema Financiero, que queda como sigue: 
 

«Primero. Los datos registrados en la C.I.R. se conservarán durante diez años 
contados desde la fecha a la que se refieran, cancelándose una vez transcurrido dicho plazo. 
No obstante, podrán conservarse indefinidamente mediante procedimientos que no permitan 
la identificación del afectado, atendiendo a sus valores históricos, estadísticos o científicos. 
También podrán conservarse indefinidamente los datos que identifiquen a las personas 
jurídicas para permitir el ejercicio de las finalidades contempladas en los guiones segundo y 
tercero del apartado primero del artículo 59 de la presente Ley.» 

 
Disposición adicional decimonovena. Modificación del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado 
por Real Decreto legislativo 1/2001, de 20 de julio. Suministro de información por empresas 
suministradoras de servicios energéticos. 
 

Se crea un nuevo apartado, el 5, al artículo 55 del texto refundido de la Ley de Aguas 
aprobado por Real Decreto legislativo 1/2001, de 20 de julio: 
 

«5. Las empresas suministradoras de servicios energéticos a que hacen referencia la 
Ley 34/1998 del Sector de Hidrocarburos y la Ley 54/1997 del Sector Eléctrico, facilitarán la 
información que les sea solicitada por el Organismo de cuenca en el ejercicio de sus 
competencias, en relación con las potencias instaladas y los consumos de energía para 
extracción de aguas subterráneas.» 

 
Disposición adicional vigésima. Modificación del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por 
Real Decreto legislativo 1/2001, de 20 de julio. Régimen sancionador. 
 

Se añaden nuevos apartados al artículo 116 del texto refundido de la Ley de Aguas, el 
contenido actual del artículo pasa a ser el apartado 3 del mismo: 
 

«El incumplimiento de lo establecido en esta Ley será sancionado con arreglo a lo 
dispuesto en este Título y en el Título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

La responsabilidad será solidaria cuando sean varios los responsables y no sea 
posible determinar el grado de participación de cada uno de ellos en la comisión de la 
infracción.» 

 
Contenido del actual artículo 116, que pasa a ser el apartado 3 del mismo: 

 



«3. Incurrirán en responsabilidad por la infracción de los apartados b) y h), las 
personas físicas o jurídicas siguientes: El titular del terreno, el promotor de la captación, el 
empresario que ejecuta la obra y el técnico director de la misma.» 

 
Disposición adicional vigésima primera. Modificación de la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan 
Hidrológico Nacional. 
 

Se incorpora un inciso en el apartado 2 del artículo 17 de la Ley 10/2001, de 5 de julio, del 
Plan Hidrológico Nacional, que quedará redactado en los siguientes términos: 
 

«En ningún caso, podrán destinarse las aguas trasvasadas a la creación de nuevos 
regadíos, a la ampliación de los existentes ni al riego de los campos de golf en las zonas 
beneficiadas por las transferencias.» 

 
Disposición adicional vigésima segunda. Beneficios fiscales aplicables al «Caravaca Jubilar 2003». 
 

Uno. El régimen de mecenazgo prioritario previsto en la normativa vigente será de aplicación 
a los programas y actividades relacionados con «Caravaca Jubilar 2003», siempre que se aprueben 
por la «Agencia para el desarrollo de la Comarca del Noroeste» y se realicen por las entidades o 
instituciones a las que resulte aplicable dicho régimen. 

A estos efectos, se elevarán en cinco puntos porcentuales los porcentajes de deducción 
previstos con carácter general en su normativa reguladora, en relación con los programas y 
actividades que se realicen para tal acontecimiento hasta el final del periodo de su vigencia. 

Dos. 1. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Sociedades podrán deducir de la cuota 
íntegra del impuesto el 15 por 100 de las inversiones que, efectuadas en el ámbito territorial que 
reglamentariamente se determine, se realicen en cumplimiento de los planes y programas de 
actividades establecidos por la «Agencia para el desarrollo de la Comarca del Noroeste» y consistan 
en: 
 

a) Elementos del inmovilizado material nuevos, sin que, en ningún caso, se consideren como 
tales los terrenos. 

b) Obras de rehabilitación de edificios y otras construcciones que reúnan los requisitos 
establecidos en la normativa estatal sobre financiación de actuaciones protegidas en materia de 
vivienda que esté vigente en el momento de la ejecución de las obras de rehabilitación. 

Las citadas obras deberán cumplir, además, las normas arquitectónicas y urbanísticas que al 
respecto puedan establecer el Ayuntamiento de Caravaca de la Cruz y la «Agencia para el desarrollo 
de la Comarca del Noroeste». 

c) La realización en España o en el extranjero de gastos de propaganda y publicidad de 
proyección plurianual que sirvan directamente para la promoción de «Caravaca Jubilar 2003» y 
reciban la aprobación de la «Agencia para el desarrollo de la Comarca del Noroeste». 

La base de la deducción será el importe total de la inversión realizada cuando el contenido 
del soporte publicitario se refiera de modo esencial a la divulgación de la celebración de «Caravaca 
Jubilar 2003». En caso contrario, la base de la deducción será del 25 por 100 de la inversión 
realizada. 
 

2. Esta deducción, conjuntamente con las reguladas en el capítulo IV del Título VI de la Ley 
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, no podrá exceder del 35 por 100 de la 
cuota íntegra, minorada en las deducciones para evitar la doble imposición interna e internacional y 
las bonificaciones, y será incompatible para los mismos bienes o gastos con las previstas en la citada 
Ley 43/1995, de 27 de diciembre. Las cantidades no deducidas podrán aplicarse, respetando igual 
límite, en las liquidaciones de los períodos impositivos que concluyan en los diez años inmediatos y 
sucesivos. 

El cómputo de los plazos para la aplicación de las deducciones previstas en este apartado 2 
podrá diferirse hasta el primer ejercicio en que, dentro del período de prescripción, se produzcan 
resultados positivos, en los siguientes casos: 
 

a) En las entidades de nueva creación. 
b) En las entidades que saneen pérdidas de ejercicios anteriores mediante la aportación 

efectiva de nuevos recursos, sin que se considere como tal la aplicación o capitalización de reservas. 



Tres. A los sujetos pasivos que ejerzan actividades económicas en régimen de estimación 
directa les será de aplicación la deducción establecida en el apartado anterior en los términos y con 
las condiciones que prevé la normativa del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 

Cuatro. Las transmisiones patrimoniales sujetas al impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados tendrán una bonificación del 95 por 100 de la cuota 
cuando los bienes y derechos adquiridos se destinen directa y exclusivamente por el sujeto pasivo a 
la realización de inversiones con derecho a deducción a que se refieren los apartados anteriores. 

Cinco. 1. Los sujetos pasivos del Impuesto sobre Actividades Económicas tendrán una 
bonificación del 95 por 100 en las cuotas y recargos correspondientes a las actividades de carácter 
artístico, cultural, científico o deportivo que hayan de tener lugar durante la celebración del «Caravaca 
Jubilar 2003» y que certifique la «Agencia para el desarrollo de la Comarca del Noroeste» que se 
enmarcan en sus planes y programas de actividades. 

2. Las empresas o entidades que desarrollen exclusivamente los objetivos de «Caravaca 
Jubilar 2003» según certificación de la «Agencia para el desarrollo de la Comarca del Noroeste», 
tendrán una bonificación del 95 por 100 en todos los impuestos y tasas locales que puedan recaer 
sobre sus operaciones relacionadas con dicho fin. 

3. A los efectos previstos en este apartado no será de aplicación lo dispuesto en los 
apartados 2 y 3 del artículo 9.° de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de las Haciendas 
Locales. 

Seis. La aplicación de los beneficios fiscales previstos en la presente disposición requerirá el 
reconocimiento previo de la Administración tributaria sobre su procedencia en la forma que 
reglamentariamente se determine. 

A tal efecto, a la solicitud de reconocimiento deberá acompañarse certificación expedida por 
la «Agencia para el desarrollo de la Comarca del Noroeste» de que las inversiones con derecho a 
deducción se han realizado en cumplimiento de sus planes y programas de actividades así como de 
las demás circunstancias previstas en esta disposición. 

Posteriormente, la Administración tributaria comprobará la concurrencia de las circunstancias 
o requisitos necesarios para la aplicación de los beneficios fiscales, practicando, en su caso, la 
regularización que resulte procedente de la situación tributaria de los sujetos pasivos. 

Siete. La «Agencia para el desarrollo de la Comarca del Noroeste» remitirá a la Agencia 
Estatal de Administración Tributaria copia de los certificados emitidos en relación con los beneficios 
contenidos en esta disposición adicional en los meses de enero, abril, julio y octubre, para su ulterior 
remisión a los órganos de gestión correspondientes. 

Ocho. 1. La presente disposición cesará en su vigencia el 31 de diciembre de 2003. 
2. Se autoriza al Gobierno a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 

ejecución de lo previsto en la presente disposición adicional. 
 
Disposición adicional vigésima tercera. Modificación del régimen fiscal de determinados contratos de 
arrendamiento financiero. 
 

Con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero del año 2002, 
se modifica el apartado 11 del artículo 128 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre 
Sociedades, quedando redactado de la siguiente forma: 
 

«11. El Ministerio de Hacienda podrá determinar, según el procedimiento que 
reglamentariamente se establezca, el momento temporal a que se refiere el apartado 6, 
atendiendo a las peculiaridades del período de contratación o de la construcción del bien, así 
como a las singularidades de su utilización económica, siempre que dicha determinación no 
afecte al cálculo de la base imponible derivada de la utilización efectiva del bien, ni a las 
rentas derivadas de su transmisión que deban determinarse según las reglas del régimen 
general del impuesto o del régimen especial previsto en el capítulo VIII del Título VIII de esta 
Ley.» 

 
Disposición adicional vigésima cuarta. Entrada en vigor del canon del control de vertidos. 
  

El apartado uno de la disposición transitoria octava del texto refundido de la Ley de Aguas, 
aprobada por el Real Decreto legislativo 1/2001, de 20 de julio, quedará redactado en los siguientes 
términos: 
 



«1. El canon de control de vertidos entrará en vigor cuando se determinen 
reglamentariamente los parámetros establecidos en esta Ley para la cuantificación del 
mismo. Durante el ejercicio 2002 y hasta la entrada en vigor de la norma reglamentaria 
anterior se aplicará el canon de vertido establecido en el artículo 105 de la Ley 29/1985, de 2 
de agosto, de Aguas.» 

 
Disposición adicional vigésima quinta. Aplicación del apartado 11 del artículo 128 de la Ley 43/1995, 
de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, a los activos cuyo período de construcción haya 
finalizado con anterioridad a 31 de diciembre de 2002. 
 

El momento temporal determinado por el Ministerio de Hacienda, a que se refiere el apartado 
11 del artículo 128 de la Ley del impuesto, podrá hacerse coincidir con el de la puesta en condiciones 
de funcionamiento, en el caso de activos cuyo período de construcción haya finalizado con 
anterioridad a 31 de diciembre de 2002 y cuya solicitud ante el Ministerio de Hacienda haya sido 
presentada antes de dicha fecha. 
 
Disposición adicional vigésima sexta. Modificación de la composición del Consejo Superior de 
Cámaras. 
 

Se añade un apartado 1 bis al artículo 19 de la Ley 3/1993, de 22 de marzo, Básica de las 
Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación, que quedará redactado como sigue: 
 

«Artículo 19. 
 

1 bis. Los órganos de gobierno y administración reflejarán de manera adecuada la 
realidad económica española y podrán incluir entre sus miembros a representantes de la 
organización empresarial de ámbito nacional más representativa.» 

 
Disposición adicional vigésima séptima. Excepción al plazo de materialización en activos fijos de la 
reserva para inversiones en Canarias. 
 

Uno. Los sujetos pasivos que hayan dotado reserva para inversiones en Canarias y cuyo 
proceso de materialización, ya iniciado, haya quedado afectado directa y temporalmente por las 
Directrices de Ordenación General y del Turismo en Canarias, de forma que no sea posible su 
conclusión en el plazo exigido en el apartado 4 del artículo 27 de la Ley 19/1994, de 6 de julio de 
1994, de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, podrán solicitar a la 
Administración tributaria la suspensión de dicho plazo hasta la finalización de la mencionada 
afectación. 
 

El proceso de materialización deberá estar iniciado y haberse desarrollado sin solución de 
continuidad ni interrupciones anómalas imputables al sujeto pasivo. La materialización realizada y la 
pendiente de realizar deberán ser perfectamente cuantificables y cumplir el resto de los requisitos 
exigidos por el mencionado artículo 27 de la Ley 19/1994. 
 

Las solicitudes se tramitarán según el procedimiento que reglamentariamente se determine, 
entendiéndose desestimadas una vez transcurridos tres meses desde su presentación. 
 

Dos. La entrada en vigor de las modificaciones contenidas en la presente disposición no se 
producirá hasta que, una vez autorizadas por la Comisión Europea, se promulgue el desarrollo 
reglamentario mencionado en el apartado uno. 
 
Disposición adicional vigésima octava. Reembolso del Impuesto General Indirecto Canario en las 
importaciones de bienes mediante Agentes de Aduanas y personas o entidades que actúen en 
nombre propio y por cuenta de los importadores. 
 

El apartado decimocuarto del artículo 9 de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social quedará redactado como sigue: 
 



«Decimocuarto. Reembolso del Impuesto General Indirecto Canario en las 
importaciones de bienes mediante Agentes de Aduanas y personas o entidades que, 
debidamente autorizadas por la Administración tributaria canaria, actúen en nombre propio y 
por cuenta de los importadores. 

A efectos del Impuesto General Indirecto Canario, en las importaciones de bienes 
mediante Agentes de Aduanas y personas o entidades que, debidamente autorizadas por la 
Administración tributaria canaria, actúen en nombre propio y por cuenta de los importadores y 
que hubiesen hecho efectivo el pago de dicho impuesto por cuenta de los mismos, se 
aplicarán las siguientes reglas: 

 
1.ª El documento justificativo del derecho a la deducción de las cuotas satisfechas a 

la importación será el documento acreditativo del pago del impuesto, en el que conste el 
reconocimiento del Agente de Aduanas o de la persona o entidad que haya actuado en 
nombre propio y por cuenta del importador de haber obtenido de su cliente el reembolso del 
tributo. 

Los Agentes de Aduanas y las personas o entidades que actúen en nombre propio y 
por cuenta de los importadores tendrán derecho de retención del documento a que se refiere 
esta regla hasta que hayan obtenido el reembolso del impuesto. 

2.ª Si transcurrido un año desde el nacimiento del derecho a la deducción, el 
importador que tenga derecho a la deducción total del Impuesto devengado por la 
importación no ha reembolsado la cuota satisfecha con ocasión de dicha importación por el 
Agente de Aduanas o la persona o entidad que haya actuado en nombre propio y por cuenta 
del importador, aquel o ésta podrá solicitar de la Administración tributaria canaria su 
devolución, en el plazo de los tres meses siguientes y en las condiciones y con los requisitos 
que se determinen reglamentariamente. 

El Agente de Aduanas o la persona o entidad que haya actuado en nombre propio y 
por cuenta del importador deberá acompañar a la solicitud de devolución el documento 
acreditativo del pago del impuesto, que quedará inutilizado a los efectos del ejercicio del 
derecho a la deducción o devolución. 

3.ª En los casos a que se refiere la regla 2.ª anterior no será de aplicación el 
supuesto de responsabilidad previsto en el apartado 3.° del número 2 del artículo 21 bis de la 
Ley 20/1991.» 

 
Disposición adicional vigésima novena. Militares de complemento. 
 

Se prorrogan hasta el 31 de diciembre del año 2003 los compromisos de los militares de 
complemento acogidos a lo regulado en el apartado 2 de la disposición adicional cuarta de la Ley 
17/1999, de 18 de mayo, de Régimen del Personal de las Fuerzas Armadas, que lo soliciten, estando 
exentos hasta esa fecha, dentro de las convocatorias por promoción interna de los límites de edad, 
empleo y número de convocatorias regulados en el artículo 66 de la citada Ley. 
 
Disposición adicional trigésima. Modificación de la Ley 17/1999, de 18 de mayo, de Régimen del 
Personal de las Fuerzas Armadas. 
 

Se modifica el apartado 1 de la disposición final quinta de la Ley 17/1999, de 18 de mayo, de 
Régimen del Personal de las Fuerzas Armadas, que queda redactado de la siguiente manera: 
 

«1. El tiempo de servicios en las Fuerzas Armadas como militar profesional de tropa y 
marinería o como militar de complemento se considerará como mérito en los sistemas de 
selección respecto de los Cuerpos, Escalas, plazas de funcionario y actividades de carácter 
laboral de las Administraciones públicas, en todos los supuestos en que sus funciones 
guarden relación con los servicios prestados, aptitudes o titulaciones adquiridas como militar 
durante los años de servicio, en los términos que legal o reglamentariamente se determinen.» 

 
Disposición transitoria primera. Impuesto sobre Bienes Inmuebles. 
 

Los valores catastrales contenidos en los padrones del Impuesto sobre Bienes Inmuebles de 
naturaleza rústica correspondientes a los períodos impositivos 1999, 2000, 2001 y 2002 de los 
municipios en los que resulte de aplicación un cuadro de tipos evaluatorios provinciales aprobados en 



el ejercicio 1999, deberán ser notificados conjuntamente a cada sujeto pasivo por los órganos de la 
Dirección General del Catastro dentro del plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de esta 
Ley, conforme al procedimiento previsto en el artículo 105 de la Ley General Tributaria. A tal efecto, la 
motivación de dichas notificaciones consistirá en la expresión de la calificación catastral, intensidad 
productiva, tipo evaluatorio, superficie, referencia catastral y paraje correspondientes a las parcelas y 
subparcelas a que se refieran. Una vez efectuadas estas notificaciones, los órganos competentes 
para la gestión tributaria de dicho impuesto practicarán las liquidaciones correspondientes a los 
citados períodos impositivos, que serán notificadas individualmente a los sujetos pasivos, sin perjuicio 
de la consideración como «a cuenta» de las liquidaciones ya practicadas y derivadas de los Padrones 
anteriormente indicados. 

Dichos valores mantendrán su vigencia hasta tanto se proceda a la renovación del Catastro 
Rústico conforme a lo previsto a la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas fiscales, 
administrativas y del orden social, sin perjuicio de su actualización mediante la aplicación de los 
coeficientes establecidos y los que establezcan las Leyes de Presupuestos Generales del Estado. 
 
Disposición transitoria segunda. Régimen transitorio para la aplicación del artículo 134 bis de la Ley 
37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. 
 

Mientras no entre en vigor el desarrollo reglamentario del artículo 134 bis de la Ley 37/1992, 
de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, se aplicará, en cuanto resulte procedente, 
el desarrollo reglamentario del artículo 155 de dicha Ley. 
 
Disposición transitoria tercera. Modificación de la Ley del Patrimonio del Estado. 
 

La modificación del artículo 24 de la Ley del Patrimonio del Estado efectuada por el apartado 
Dos del artículo 74 de esta Ley surtirá efecto respecto de las disposiciones gratuitas de bienes o 
derechos a favor del Estado que se hubieran perfeccionado antes de su entrada en vigor, siempre 
que previamente no se hubiera ejercitado la correspondiente acción revocatoria. 
 
Disposición transitoria cuarta. Modificación de la Ley 10/ 1990, de 15 de octubre, del Deporte. 
 

Las modificaciones introducidas en el Título XI de la Ley 10/1990, de 15 de octubre, del 
Deporte, entrarán en vigor el día 1 de enero de 2003, sin perjuicio de que las Ligas Profesionales, 
Federaciones deportivas y demás entidades comprendidas en el ámbito de aplicación de la citada 
Ley, deban adaptar sus normas estatutarias y reglamentarias, en el plazo máximo de seis meses a 
contar desde la fecha citada. 
 
Disposición transitoria quinta. Mutualidad General Judicial. 
 

Hasta la entrada en vigor del Real Decreto de regulación de los órganos de gobierno, 
administración y representación de la Mutualidad General Judicial a que hace referencia la 
disposición final quinta de esta Ley, subsistirán los anteriores órganos con la misma composición y 
atribuciones. 
 
Disposición transitoria sexta. Régimen transitorio de las exenciones del Impuesto sobre Hidrocarburos 
en actividades piloto para el desarrollo tecnológico de productos menos contaminantes. 
 

Los acuerdos de reconocimiento de la exención prevista en el apartado 3 del artículo 51 de la 
Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, dictados con anterioridad al 31 de 
diciembre de 2002, mantendrán sus efectos por el período expresado en tales acuerdos, sin 
posibilidad de ser prorrogados y sin que dicha vigencia pueda prolongarse más allá del 31 de 
diciembre de 2010. Cuando dichos acuerdos de exención se refieran a biocarburantes que se 
mezclan con carburantes convencionales, directamente o previa transformación, la aplicación de la 
exención comprenderá todos aquellos que hayan sido objeto de la certificación prevista en el artículo 
105.5.b) del Reglamento de Impuestos Especiales, aprobado por el Real Decreto 1165/1995, de 7 de 
julio, con independencia del destino que, a su salida de fábrica o depósito fiscal, reciba la mezcla de 
la que dichos biocarburantes forman parte. 

No obstante, los acuerdos de reconocimiento perderán su vigencia a partir del momento en 
que los titulares de las mismas apliquen a los productos menos contaminantes que producen, 



importan o utilizan, el tipo especial previsto en el artículo 50 bis de la Ley 38/1992, de 28 de 
diciembre, de Impuestos Especiales. 
 
Disposición transitoria séptima. Régimen transitorio de la modificación del «Régimen Fiscal de la 
Investigación y Explotación de Hidrocarburos». 
 

1. Los sujetos pasivos que, con anterioridad al 31 de diciembre de 2000, tuvieran derecho a 
aplicar el «Régimen Fiscal de la Investigación y Explotación de Hidrocarburos» establecido en el 
capítulo X del Título VIII de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, 
podrán optar por continuar aplicando dicho régimen, en su redacción vigente el 31 de diciembre de 
2002, durante los períodos impositivos que concluyan hasta el 31 de diciembre de 2005. 

2. Los saldos pendientes de inversión, a la fecha de inicio del primer período impositivo que 
comience a partir de 1 de enero de 2003, o de 1 de enero de 2006, de haber optado por la aplicación 
del régimen conforme a lo dispuesto en el apartado anterior, de las dotaciones al factor de 
agotamiento realizadas al amparo de la Ley 21/1974, de 27 de junio, de Régimen Jurídico para la 
Exploración, Investigación y Explotación de Hidrocarburos, y del capítulo X del Título VIII de la Ley 
43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, se aplicarán en la forma establecida en 
el artículo 117 de la citada Ley del Impuesto sobre Sociedades, según la redacción establecida por 
esta Ley. 

El plazo a que se refiere el artículo 117 de la Ley 43/1995, de 27 de diciembre, del Impuesto 
sobre Sociedades, no será de aplicación cuando las cantidades se destinen al abandono de campos 
o al desmantelamiento de plataformas marinas siempre que correspondan a explotaciones existentes 
a la entrada en vigor de esta Ley. 
 
Disposición transitoria octava. Supuestos de no aplicación de la incompatibilidad establecida por la 
disposición adicional decimoquinta de la Ley 26/1988, de 29 de julio. 
 

La incompatibilidad establecida por la disposición adicional decimoquinta de la Ley 26/1988, 
de 29 de julio, sobre Disciplina e Intervención de las Entidades de Crédito para los auditores de 
cuentas y sociedades de auditoría no se aplicará a aquellos auditores y sociedades de auditoría que 
rescindan en el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la Ley el contrato en virtud del que 
presentasen colaboración con Comunidades Autónomas y Organismos o Entidades dependientes en 
el ejercicio de sus competencias en relación a Cajas de Ahorros u otras entidades de crédito. 

A tal efecto se reconoce durante dicho plazo un derecho de rescisión unilateral a favor de los 
auditores de cuentas y sociedades de auditoría frente a las Comunidades Autónomas, Organismos o 
Entidades dependientes con la que mantuvieran un contrato por el que prestasen colaboración en el 
ejercicio de sus competencias en relación con Cajas de Ahorros y otras entidades de crédito, con 
reducción proporcional de la contraprestación prevista por el período restante y sin que exista 
responsabilidad alguna por el ejercicio del referido derecho de rescisión. 
 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa. 
 

Uno. A partir de la entrada en vigor de esta Ley quedan derogadas las siguientes 
disposiciones: 
 

a) El artículo 72 del texto refundido de la Ley General Presupuestaria, aprobado por Real 
Decreto legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre. 

b) El apartado 6 del artículo 75 del Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto 828/1995, de 29 de 
mayo. 

c) El párrafo 5.° del apartado 3 del artículo 4 del Real Decreto-ley 7/2000, de 23 de junio, de 
Medidas Urgentes en el Sector de las Telecomunicaciones. 

d) Los apartados 5, 6, 7 y 8 del artículo 104 de la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de 
Medidas fiscales, administrativas y del orden social. 

e) Los artículos 6 y 8, y los apartados 3 y 4 del artículo 25 del Real Decreto-legislativo 3/2000, 
de 23 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes sobre el 
Régimen Especial de Seguridad Social del personal al servicio de la Administración de Justicia. 



f) La disposición adicional vigésima primera de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de 
Medidas fiscales, administrativas y del orden social, queda derogada con efectos para los períodos 
impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 2003. 
 

Dos. Asimismo, quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se 
opongan a lo establecido en la presente Ley. 
 
Disposición final primera. Referencia catastral de los bienes inmuebles rústicos. 
 

A partir de la entrada en vigor de la presente Ley será de aplicación lo establecido en la 
Sección Cuarta del capítulo IV del Título I, de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas 
fiscales, administrativas y del orden social, a los bienes inmuebles rústicos situados en los municipios 
renovados conforme a lo previsto en la disposición adicional tercera de la Ley 24/2001, de 27 de 
diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del orden social, así como en aquellos otros en los 
que se vaya renovando el catastro rústico en virtud de lo establecido en el artículo 31 de la misma 
Ley. 
 
Disposición final segunda. Entrada en vigor de ciertas reglas de localización y otras disposiciones 
complementarlas en el ámbito del Impuesto sobre el Valor Añadido y del Impuesto General Indirecto 
Canario. 
 

Uno. Las reglas de localización contenidas en el número 4.° y en el número 8.°, en cuanto a 
servicios de radiodifusión y televisión, del apartado uno del artículo 70 de la Ley 37/1992, de 28 de 
diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido, así como el régimen especial previsto en el nuevo 
capítulo VIII del Título IX de la misma, entrarán en vigor el 1 de julio de 2003. Igualmente, la regla 
establecida en el apartado dos del artículo 70 de la Ley 37/1992, en relación con las operaciones 
previstas en el número 4.° de su apartado uno y en relación con los servicios de radiodifusión y tele-
visión citados en el número 8.° de este apartado, resultará de aplicación a partir de la referida fecha. 

Dos. Las reglas de localización contenidas en la letra B) del apartado 5.° y en el apartado 4.°, 
en cuanto a servicios de radiodifusión y televisión, del número 2 del artículo 17 de la Ley 20/1991, de 
7 de junio, de modificación de los aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de Canarias, así 
como la regla establecida en el número 3 del artículo 17 de la Ley 20/1991, en relación con las 
operaciones previstas en la letra B) del apartado 5.° y con los servicios de radiodifusión y televisión 
citados en el apartado 4.° del número 2 de este artículo 17, entrarán en vigor el 1 de julio de 2003. 
 
Disposición final tercera. Fundamento constitucional. 
 
Los artículos 110, 111, 112, 113 y 114 de la presente Ley se dictan al amparo de las competencias 
exclusivas estatales en materia de telecomunicaciones, prevista por el artículo 149.1.21ª de la 
Constitución y en materia de normas básicas del régimen de radio, prevista por el artículo 149.1.27.ª 
de la Constitución. 
 
Disposición final cuarta. Texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado. 
 

Se autoriza al Gobierno para que, en el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la 
presente Ley, proceda a la elaboración de un nuevo texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del 
Estado que regularice, aclare y armonice el texto refundido aprobado por Real Decreto legislativo 
670/1987, de 30 de abril, y sus modificaciones posteriores, con las disposiciones que hayan incidido 
en el Régimen de clases pasivas del Estado contenidas en normas con rango de Ley. 
 
Disposición final quinta. Mutualidad General Judicial. 
 

Se autoriza al Gobierno para que, de conformidad con la naturaleza pública de la Mutualidad 
General Judicial y en el marco de lo establecido en la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y 
Funcionamiento de la Administración General del Estado, proceda mediante Real Decreto a la 
constitución o reestructuración de sus órganos de gobierno, administración y representación, 
determinando su composición, funcionamiento y atribuciones. 
 
Disposición final sexta. Trabajadores autónomos 



 
En el primer semestre del año 2003, el Gobierno emitirá informe relativo a la situación de los 

trabajadores autónomos que dependen económicamente de uno o varios empresarios, estudiando el 
establecimiento de un fondo de garantía en caso de cese por causas objetivas. 
 
Disposición final séptima. Desarrollo Reglamentario. 
 

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 
ejecución de la presente Ley. 
 
Disposición final octava. Vigencia de determinados artículos relativos al Gestor de Infraestructuras 
Ferroviarias. 
 

Los artículos 23 a 25 de esta Ley estarán vigentes hasta la entrada en vigor del nuevo marco 
normativo del sector ferroviario. 
 
Disposición final novena. Entrada en vigor. 
 

La presente Ley entrará en vigor el día 1 de enero de 2003. 
 

Por tanto, 
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar esta 

Ley. 
 

Madrid, 30 de diciembre de 2002. 
 

JUAN CARLOS R. 
 
El Presidente del Gobierno,  
JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ 
 




